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1. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN 

En el presente estudio se tratan dos aspectos íntimamente 
vinculados: la construcción dogmática de la revisión ante el Tribu­
nal Internacional de Justicia y el proceso de revisión instado ante 
el citado órgano jurisdiccional internacional. Sin embargo, como 
cuestión previa al referido estudio, hay que establecer una serie de 
puntualizaciones en orden a la elaboración del mismo. 

En primer lugar, debe señalarse que el antecedente histórico 
de la revisión ante el Tribunal de La Haya, al igual que la revisión 
prevista en los diferentes ordenamientos jurídicos internos, se 
encuentra en el Derecho romano 2 y, en particular, en la restitutio 
in integrum 3. A través de la revisión se trata lo que es caracte-

2 . BuiGUES O L I V E R , G.: La rescisión de los hechos y actos jurídicos en el 
Derecho romano, Valencia, 1992, pág. 1 5 y ss.; C E R V E N C A : Per lo studio della 
"restitutio in integrum", Milano, 1965, pág. 6 0 4 y Studi vari sulla "restitutio in 
integrum", Milano, 1965 ; D E M A R T I N O : La giurisdizione nel diritto romano, 
Padova, 1937, pág. 119; G I R A R D , F.: Manuel élémentaire de Droit romain, París, 
1978 , vol. II , pág. 1127; L U Z Z A T O : In tema di origine nel processo "extra 
ordinem", Milano, 1 9 7 1 , pág. 714 ; C A R E L L I : Per una ipotesi sulla origine della 
bonorum venditio, en S D H I , 1938, núm. 4, pág. 440 ; M O N I E R : Manuel élémentaire 
de Droit romain, París, 1935, vol. I, pág. 181 y ss.; M O N I E R : Manuel élémentaire 
de Droit romain, París, 1935 , vol. I, pág. 181 y ss.; R A G G I : La restitutio 'in 
integrum' nella cognitio 'extra ordinem', Milano, 1965; y S A R G E N T I : Studi sulla 
"restitutio in integrum", en BIDR, 1969, núm. 69 , pág. 193 y ss. 

3 . La restitutio in integrum ha sido definida como a) los procedimientos 
a través de los cuales el magistrado considera como no acontecidos determinados 
hechos y, por tanto, ejercita su jurisdicción, acordando acciones ficticias o con­
cediendo excepciones como si no se hubieran producido las consecuencias jurídicas 
derivadas de esos hechos; b) el procedimiento del magistrado mediante el cual era 
restablecido el estado de derecho anterior a un cierto hecho, acto o negocio jurí­
dico; c) el remedio extraordinario que anulaba un efecto jurídico ya producido en vía 
ordinaria y restablecía el estado de cosas que existiría si este hecho no hubiese 
tenido lugar; d) la decisión del magistrado que rescinde los efectos de un hecho o 
acto jurídico y restituye las cosas al momento anterior al mismo y e) la concesión 
por parte del magistrado de los medios jurídicos necesarios para restablecer un 
derecho, pero no la devolución de una cosa por parte de quien la retiene. Como pue­
de observarse, las definiciones de la restitutio in integrum se encuentran en 
una idéntica línea lógica, si bien con algunas ligeras matizaciones. A partir de las 
mismas puede extraerse los elementos configuradores de su noción conceptual: 
1) remedio extraordinario, 2) decisión del magistrado, 3 ) rescisión de los efectos de 
un hecho o acto jurídico, 4 ) restablecimiento al estado de cosas que existiría si el 
hecho no hubiese tenido lugar y 5 ) no devolución de la cosa por parte de quien la 
retiene. La concurrencia de los elementos indicados permite definir la restitutio 
in integrum como aquel remedio extraordinario que tiene por finalidad rescindir 
los efectos de un hecho o acto jurídico, no la devolución de la cosa por parte de 
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rístico de la restitutio in integrum: reponer la situación al 
estado que tenía con anterioridad a la realización del proceso cuya 
sentencia se revisa. Asimismo, las fases previstas por el Estatuto y 
el Reglamento del Tribunal para la revisión coincide con el 
procedimiento restitutorio dispuesto en la época postclásica y 
justinianea 4, resultante de la evolución procedimental operada en 
dicha época 5. 

El origen histórico de esta figura procesal es común, pero, 
como se pondrá de manifiesto, la revisión seguida ante el Tribunal 
Internacional de Justicia participa, además de los caracteres de 
toda revisión, de unas características propias que son resultado de 
su vertiente internacional. 

En segundo lugar, la revisión es una figura netamente pro­
cesal y, por ello, debe enmarcarse en la esfera del denominado 

quien la retienen, restableciendo la situación que existiría si este hecho o acto no 
hubiese tenido lugar. 

4. En la época postclásica y justinianea se produce una evolución proce­
dimental en la esfera de la restitutio in integrum, ya que el procedimiento res­
titutorio pasa a tener una doble cognitio. Y, de esta forma, el gobernador, en una 
primera cognitio, apreciaba la existencia o no de la justa causa y, en una segunda 
cognitio, estudiaba los demás extremos del asunto y finalizaba con la concesión 
o no de la restitutio in integrum. Pues bien, el artículo 61 del Estatuto y 99 
del Reglamento del Tribunal Internacional de Justicia, al contrario que la inmensa 
mayoría de las legislaciones internas, recogen esta doble cognitio para la sustan-
ciación de la revisión. De ahí, la importancia de este antecedente histórico: en un 
primer momento, el Tribunal de La Haya examinará la demanda de revisión -la 
existencia o no de un hecho nuevo alegado por la parte intersada- en orden a su 
admisibilidad (primera cognitio). Si acuerda la admisibilidad de la revisión, 
abrirá el proceso rescindente (iudicium rescindens) que finalizará mediante 
sentencia rescindente o no (segunda cognitio). En caso de que la sentencia sea 
rescindente, la parte interesada podrá instar un nuevo proceso (iudicum resci-
sorium), ajeno a la revisión, para interponer la misma acción que en su día instó 
en el proceso rescindido. 

5. Con anterioridad, en la época clásica, el procedimiento de la restitutio 
in integrum se iniciaba mediante una petición del ciudadano al magistrado (pos­
tulare restitutionem) y nunca mediante una actuación de oficio del magistrado. 
Una vez instada la petición, el magistrado iniciaba el estudio de la causa (causae 
cognitio) con el fin de establecer los siguientes extremos: 1) Fijar si la petición 
se había efectuado en los plazos dispuestos para ello; 2) Constatar la inexistencia 
de otro medio de defensa; 3) Cerciorarse de la justa causa; y 4) Determinar la exis­
tencia de una lesión o perjuicio. Seguidamente el magistrado emitía un decretum 
restitutionis en el que reconocía o no la petición de restitutio in integrum, 
si bien, por sí solo, este decreto no llegaba a producir los efectos rescisorios, ya 
que éstos se conseguían posteriormente a través de la actio rescissoria en un 
nuevo proceso (iudicium rescissorium). 
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Derecho internacional procesal. La revisión es una materia que 
debe ubicarse en aquella parcela del Derecho internacional procesal 
que viene referida a la actividad jurisdiccional del Tribunal de La 
Haya y, de forma particularizada, en el ámbito de los medios de 
rescisión de sentencias firmes. 

La consecuencia directa de la aseveración anterior es que la 
revisión no debe enmarcarse en el contexto de las normas mate­
riales propias del Derecho internacional público, sino que su regu­
lación se encuentra dispuesta por normas internacionales proce­
sales. Dicho de otro modo, las normas que rigen la revisión son 
instrumentales, en tanto que, a través de las mismas, se regula la 
aplicación jurisdiccional del Derecho material y constituyen una 
garantía del ordenamiento jurídico internacional. 

Finalmente, debe advertirse que el tema propuesto presenta 
una triple dificultad, la primera viene dada por el hecho de que las 
obras publicadas sobre el tema son muy escasas, por no decir 
inexistentes. A la dificultad bibliográfica, en segundo lugar, hay 
que añadir la resultante de la ausencia en sede del Tribunal de La 
Haya de práctica jurisprudencial en la materia. La tercera dificultad 
es de carácter terminológico, ya que al abordar el tema se ha man­
tenido en todo momento la terminología procesal, ajena a los 
escritos elaborados por los internacionalistas en la materia. Por 
ello, no debe extrañar la utilización de frases y vocablos que pu­
dieran parecer impropios (p. ej. "ganar fuerza de cosa juzgada", 
"pasan en autoridad de cosa juzgada", "las partes se aquieten", 
etc.). 

2. EL FUNDAMENTO DE LA REVISIÓN 

La demanda de revisión responde a una necesidad lógica pro­
pia de todo ordenamiento procesal y, por ello, no es de extrañar 
que la misma aparezca contemplada en los textos normativos del 
Tribunal Internacional de Justicia. Sin embargo, junto al funda­
mento mediato propio de toda revisión, debe advertirse la existen­
cia de un fundamento inmediato característico únicamente de la 
revisión suscitada ante el Tribunal Internacional de Justicia. 
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2 .1 . Fundamento mediato: seguridad jurídica y justicia 

Como señala la doctrina6, la revisión tiene su razón de ser en 
el hecho de que, en algún momento, es necesario que las sen­
tencias devengan firmes en beneficio de la seguridad jurídica y, 
por otro, no debe empecinarse en mantener a ultranza "lo juzga­
do", a pesar de que resulte que el pronunciamiento es contrario a 
Derecho, pues socavaría la confianza en la administración de 
justicia 7. La solución se encuentra en posibilitar la revisión de las 
sentencias firmes del Tribunal de La Haya siempre que se den los 
motivos determinados por el Estatuto. 

La revisión es el medio que resuelve el conflicto entre el prin­
cipio de seguridad jurídica y la justicia8, pues mientras el primero 
conlleva que una sentencia sea irrevocable, según la segunda, 
puede convenir que en cualquier momento pueda someterse al 
conocimiento judicial una cuestión con valor de cosa juzgada9. 

6 . M U Ñ O Z R O J A S , T.: Estudio sobre la revisión penal, en RDP, 1968, vol. II, 
pág. 4 8 ; D E L A P L A Z A , M.: La revisión civil y sus problemas, en RDP, 1946, vol. 
IV, pág. 534 . 

7. M U Ñ O Z R O J A S , T.: Estudio..., cit., pág. 4 8 . Este autor sostiene que "si es 
conveniente, e incluso necesario, dotar de firmeza a las sentencias judiciales, de 
manera que no se vean expuestas a continuas modificaciones las situaciones jurí­
dicas creadas o reconocidas en aquéllas, también interesa que la inalterabilidad de 
las decisiones firmes pueda quedar, en ciertas hipótesis, sin efecto si son mani­
fiestamente injustas". 

8 . G O L D S C H M I D T , J.: La ciencia de la Justicia, Madrid, 1959, pág. 8 4 e Id.: 
Seguridad jurídica y justicia en el pensamiento, en RDP, 1952, pág. 197 y ss. 
Según este autor, "de la función pantónoma de la justicia se desprende que en rigor 
no existe sino la justicia divina. La justicia humana es siempre imperfecta en su 
realidad, y sólo una idea regulativa como ideal. La justicia de cualquiera de nuestras 
resoluciones se vicia por el desenvolvimiento incesante del mundo, por el con­
tagio de cualquier entuerto en el rincón más apartado de la tierra, por el progresus ad 
infinitum y, por último, por el regressus ad infinitum, todo acto de justicia 
humana contiene necesariamente estos granitos de injusticia". Por tanto, a partir 
de este planteamiento, el citado autor concluye señalando que la seguridad jurídica 
viene referida a la norma general (la seguridad jurídica como un bien), mientras que 
la justicia se refiere a la solución de un asunto determinado y concreto (la justicia 
como un valor). En consecuencia, como apunta A U G E N T I , la revisión es un insti­
tuto de carácter natural, pues resuelve un problema inmanente a la humanidad: la 
relatividad de las decisiones humanas ( A U G E N T I , P.: Lineamenti dei processo di 
revisione, Padova, 1949, pág. 16). 

9 . M O N T E R O A R O C A , J.: LOS efectos del proceso, en "Derecho jurisdiccional", 
Barcelona, 1993 , pág. 4 5 4 . Para este autor, la revisión "se fundamenta en la 
justicia". 
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Los valores seguridad jurídica y justicia se complementan1 0 y, 
en los supuestos extremos, cuando la seguridad en vez de realizar 
la justicia la ha conculcado, se plantea el conocido dilema fiat 
justitia pereat lex; pereat justitia fiat lex. En este caso, las 
legislaciones han optado por la seguridad jurídica, la cual se 
consigue a través de la autoridad de cosa juzgada y que solamente 
debe ceder en aquellos supuestos en que su mantenimiento sea 
manifiestamente contrario al orden jurídico. En tal contexto, la 
revisión es la solución armónica 1 1 que posibilita la realización del 
valor justicia 1 2, sin detrimento alguno del bien seguridad 1 3. 

Por último se debe indicar que la realización del valor justicia 
aparece expresamente señalado en el artículo 1.1 de la Carta de las 
Naciones Unidas, pues, en el momento de solventar las contro­
versias internacionales susceptibles de conducir a quebranta­
mientos de la paz, el Tribunal deberá llevar a cabo tal actividad en 
conformidad "con los principios de la justicia y del Derecho 
internacional". 

2.2. Fundamento inmediato: el mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales 

Además del fundamento general señalado -común a la revi­
sión tanto prevista por los ordenamientos jurídicos internos como 
a la propia del Tribunal de La Haya-, hay que añadir un funda-

1 0 . D O V A L D E M A T E O , J.: La revisión..., cit., pág. 27 . "El derecho será justo 
en la medida en que sea seguro, ya que la justicia fragmentaria, única que pueden 
realizar los hombres, se realizará por medio de la seguridad". 

1 1. C A S T Á N T O B E Ñ A S , J.: La idea de la justicia en la tradición filosófica del 
mundo occidental y en el pensamiento español, Madrid, 1946, pág. 40 . Para este 
autor el ordenamiento jurídico debe armonizar la seguridad jurídica y la justicia, 
pues "ha de aspirarse a combinar y armonizar las respectivas exigencias, de la jus­
ticia y la seguridad jurídica, entre las cuales no existe una oposición tajante. La 
justicia y orden están recíprocamente condicionados. El orden tiene valor de medio 
en relación con la justicia. La justicia exige la seguridad como uno de sus 
postulados". 

1 2 . C A L V O S Á N C H E Z , M.: La revisión..., cit., pág. 24 . Según esta autora, "el 
llamado recurso de revisión tiene por fundamento hacer prevalecer la justicia sobre 
la seguridad jurídica". 

1 3 . D O V A L D E M A T E O , J.: La revisión civil, Barcelona, 1978, pág. 2 8 . Al 
respecto, L E G A Z Y L A C A M . B R A , L.: El derecho, la justicia y la seguridad, en 
"Humanismo, Estado y Derecho", Barcelona, 1960, pág. 161 y ss. 
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mentó específico y particular de la revisión instada sobre las 
sentencias firmes de dicho órgano jurisdiccional internacional, que 
encuentra su razón de ser en la función pacificadora del proceso 
seguido ante el órgano judicial de las Naciones Unidas. 

El proceso instado ante el Tribunal Internacional de Justicia 
tiene como función social el mantenimiento de la paz y la segu­
ridad internacionales. Esta función es de naturaleza refleja, pues, 
si mediante la consecuencia estrictamente jurídica del proceso 
-consistente en la satisfacción de las pretensiones de los Estados 
en litigio- se elimina la controversia entre las partes, también desa­
parece una situación potencialmente productora de un conflicto 
que, como es obvio, podría poner en peligro la paz y seguridad 
internacionales. 

En el contexto descrito, el mantenimiento de la paz y segu­
ridad internacionales se configura como el fundamento específico 
de la revisión ante el Tribunal de La Haya, pues la revisión, como 
se indicará en próximas páginas, es un proceso seguido ante el 
citado órgano jurisdiccional. La función social del proceso aparece 
contemplada en el artículo 1.1 de la Carta y resulta del hecho 
siguiente: el Tribunal Internacional de Justicia es el órgano juris­
diccional de las Naciones Unidas y, por tanto, el arreglo judicial 
tiene por finalidad el mantener la paz y seguridad internacionales 
mediante la solución jurídica de controversias o situaciones inter­
nacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz. 

Además, a mayor abundamiento, la función social del proceso 
de revisión viene propiciada por el siguiente planteamiento: el 
proceso primitivo finaliza mediante una sentencia que, en prin­
cipio, pone termino al litigio existente entre los Estados y, por 
tanto, el proceso ha cumplido su función jurídica y social. Ahora 
bien, una vez la sentencia ha adquirido autoridad de cosa juzgada, 
cabe la posibilidad de que se descubra un hecho de tal naturaleza 
que pueda ser factor decisivo y que, al pronunciarse la sentencia, 
fuera desconocido por el Tribunal y la parte que lo invoca. 

La sentencia del Tribunal ha sido dictada con todos los 
requisitos necesarios para su validez, pero sin contemplar el hecho 
nuevo que, quizás de haber sido conocido, hubiera conllevado una 
sentencia totalmente distinta de la dictada. La situación existente, 
tras el descubrimiento del nuevo hecho, puede poner nuevamente 
en peligro la paz y seguridad internacionales. En consecuencia, se 
hace del todo necesario arbitrar un mecanismo que posibilite un 
nuevo proceso, sobre una materia ya resuelta y con autoridad de 
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cosa juzgada, que garantice la satisfacción de las pretensiones de 
los Estados (función jurídica) y elimine la situación potencialmente 
productora de un conflicto. De ahí la necesidad de articular la revi­
sión, para que, una vez concluido el iudicium rescindens, la 
parte interesada pueda instar un nuevo proceso para que el Tribu­
nal entre a conocer el fondo del asunto del primer proceso y 
resolver sobre la acción en él interpuesta. 

En el plano descrito, la revisión, además de hacer valer el 
valor justicia, también posibilita el mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales, en tanto que abre la puerta a un nuevo 
proceso sobre un litigio que, de no solventarse, podría dar lugar a 
una situación en la que estuviera latente un posible conflicto. 

2 .3 . Fundamento legal 

En el ámbito del Tribunal de La Haya, la demanda de revisión 
es una concesión temporalmente limitada del Estatuto a la justicia, 
en detrimento aparente del principio de seguridad jurídica. El 
fundamento de la revisión, en tanto que medio de impugnación, 
tiene su base o fundamento legal, para el proceso ante el Tribunal 
Internacional de Justicia, en el artículo 61 del Estatuto del citado 
Tribunal. 

El fundamento mediato de la revisión es la justicia y el mismo 
se consagra en el artículo 61 del Estatuto. Cuando el descu­
brimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser decisivo y 
que, al pronunciarse la sentencia, fuera desconocido del Tribunal 
y de la parte que pida la revisión posibilita ésta última, ya que el 
mismo pudiera hacer que se dictara una sentencia con contenido 
distinto del que se dictó de haber tenido constancia el órgano 
judicial de tal hecho. Dicho en otras palabras, el contenido de la 
sentencia es resultado de los materiales aportados al proceso y 
puede variar al concurrir un hecho nuevo desconocido en aquel 
momento. La revisión se funda en el descubrimiento de un hecho 
-desconocido por la parte y el Tribunal de La Haya en el proceso 
anterior- que hace pensar que sea posible que la sentencia tenga 
otro contenido diferente al que realmente se le ha dado. 

En definitiva, la revisión es una institución procesal que, en el 
ámbito del Tribunal de La Haya, tiene su fundamento legal en el 
artículo 61 del Estatuto del citado Tribunal. Su inclusión en este 
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cuerpo responde al hecho de que es el instrumento procesal idóneo 
para solventar los casos en que la seguridad jurídica colisiona con 
la idea de justicia; es decir, en el precepto citado se contempla la 
posibilidad de que una sentencia del Tribunal, dictada con todos 
los requisitos necesarios para su validez, pueda ser tenida como 
no dictada, siempre que concurran los requisitos predeterminados 
por el citado precepto. 

3 . N A T U R A L E Z A J U R Í D I C A D E L A R E V I S I Ó N 

La naturaleza de la revisión es peculiar. En efecto, la revisión 
se plantea sobre una sentencia firme que, por definición, resulta 
inatacable y, por ello, su naturaleza se plantea cuando menos 
compleja. En la esfera del Derecho procesal interno, la revisión ha 
sido objeto de numerosos estudios doctrinales tendentes a estable­
cer su naturaleza jurídica y, de esta forma, ha sido calificada como 
un recurso extraordinario 1 4; recurso excepcional 1 5; remedio extra­
ordinario 1 6; nuevo proceso 1 7 y acción impugnativa autónoma 1 8 . 
La revisión ante el Tribunal Internacional de Justicia no es un re­
curso y, por ello, deben ser descartadas las posturas tendentes en 
este sentido. En cuanto a las dos últimas posturas doctrinales, 
cabe observar que se complementan entre sí, pues su conjunción 
permite desentrañar la auténtica esencia de la revisión: una acción 
nueva trae consigo un proceso nuevo y viceversa. 

1 4 . D E L A P L A Z A , M.: Derecho procesal civil español, Madrid, 1951 , vol. I, 
pág. 6 2 4 . 

1 5 . G U A S P , J.: Derecho..., cit., pág. 7 2 6 y ss. 
1 6 . M A N R E S A , J : Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Madrid, 

1895, t. VI , pág. 2 4 1 . 
1 7 . F E N E C H , M.: Curso..., cit., pág. 1.200; M U Ñ O Z R O J A S , T; Estudio..., cit., 

pág. 5 7 y ss. e I B Á Ñ E Z Y G R A C I A V E L A S C O , J.: Curso de Derecho procesal penal, 
Madrid, 1969, pág. 324 . 

1 8 . F A I R É N G U I L L E N , V. : Doctrina general de los medios de impugnación y 
parte general del Derecho procesal, en R D P , 1949, pág. 267 y G Ó M E Z O R B A N E J A , E. 
y H E R C E Q U E M A D A , V.: Derecho..., cit., pág. 188 y ss.; C A L A M A N D R E I , P.: 
Vicios..., cit., pág. 4 4 4 y ss. 
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3.1 . El derecho a impugnar mediante la revisión 

La revisión ante el órgano jurisdiccional de La Haya puede ser 
considerada como una acción impugnativa de la sentencia firme 
dictada por el Tribunal en un proceso anterior, acción cuyo interés 
se encuentra fundamentado en una base fáctica nueva y distinta de 
la que fue tratada en el proceso cuya sentencia firme es objeto de 
revisión. Así, la revisión se presenta como el tipo más perfecto de 
acción impugnativa -autónoma- contra la sentencia sobre la que 
pesa la autoridad de cosa juzgada. 

En la esfera del Tribunal de La Haya, la revisión presupone la 
existencia de una sentencia firme y, por ello, no se la puede encua­
drar dentro del área del derecho a recurrir, considerado este último 
como una posibilidad inherente a la acción ejercitada en el proceso 
anterior; esto es, el derecho a impugnar una sentencia firme consti­
tuye una nueva acción de naturaleza constitutiva, que tiene por 
finalidad el eliminar los efectos nacidos del proceso contra cuya 
sentencia se ejercita la impugnación. Cabe afirmar la revisión co­
mo una demanda rescisoria autónoma de naturaleza constitutiva en 
la que se ejercita una acción distinta a la acción ejercitada en el 
proceso anterior ya terminado. 

La revisión actúa a partir de la existencia de una sentencia 
firme recaída en un proceso anterior e implica el ejercicio de una 
nueva acción 1 9 impugnativa 2 0 que conlleva dos finalidades: en 
primer lugar, dejar sin efecto el proceso en que se dicto la sen­
tencia objeto de revisión y, en segundo lugar, instar un nuevo 
proceso distinto del impugnado, que terminará con una nueva 
sentencia firme 2 1 . Por tanto, la acción impugnativa se presenta 
como un ataque a una sentencia firme en un proceso diferente al 
que se dictó 2 2 . 

19. FAIRÉN , V.: Ideas para una teoría general del Derecho procesal, en "Temas 
del ordenamiento procesal", Madrid, 1969, t. I, pág. 318. 

20. D O V A L D E M A T E O , J.: La revisión..., cit, pág. 58 y ss. 
21 . C A L A M A N D R E I , P.: Vicios de la sentencia y medios de gravamen, en 

"Estudios sobre el proceso civil", Buenos Aires, 1961, pág. 444 y ss. 
22. Es decir, "la acción impugnativa tiene, pues, de común con el recurso el 

perseguir la reforma de la resolución impugnada, pero difiere de él en que el recurso 
no rompe la unidad del proceso y la acción impugnativa sí, originando un nuevo 
juicio distinto del anterior" (GUASP, J.: Los límites temporales de la cosa juzgada, 
en ADC, 1948, pág. 464). 

12 



L A R E V I S I Ó N E N E L T R I B U N A L I N T E R N A C I O N A L D E J U S T I C I A 

En el ámbito del Tribunal de La Haya, la calificación de la 
revisión como una acción impugnativa autónoma conlleva las 
siguientes particularidades, a saber: 1) La acción de impugnación 
viene vinculada en su existencia a la presencia de un hecho nuevo 
desconocido por el Tribunal y de tal naturaleza que de haberlo 
conocido la sentencia dictada pudiera haber sido distinta. 2) La 
acción de impugnación tiene por finalidad rescindir un estado 
jurídico existente, creado por la sentencia firme dictada por el Tri­
bunal en el anterior proceso. 3) En la acción de impugnación la 
decisión viene referida única y exclusivamente a examinar si existe 
o no un hecho nuevo y, en su caso, a rescindir la sentencia firme; 
es decir, no cabe la emisión de una nueva sentencia sobre el fondo 
del asunto. 4) La acción de impugnación da lugar a un proceso 
nuevo y autónomo en relación al proceso en cuyo seno se dictó la 
sentencia firme objeto de revisión. 

3.2. La revisión como un proceso nuevo 

La revisión instada ante el Tribunal de La Haya no es un 
recurso, sino una acción cuyo ejercicio conlleva el nacimiento de 
un nuevo proceso y, por ello, hay que establecer las diferencias 
existentes entre ambas figuras que, por otra parte, confirmarán el 
que se trata de un proceso nuevo. 

El recurso es aquella petición de quien es parte en el proceso y 
a través de la que solicita el nuevo examen de una cuestión de 
carácter fáctico o jurídico sobre la que ha recaído ya una resolu­
ción que resulta perjudicial a la parte recurrente, para que se sus­
tituya por otra que le sea beneficiosa. Ahora bien, atendiendo a la 
noción conceptual de recurso, cabe señalar que a pesar de que el 
objetivo último de todo recurso sea impugnar una resolución des­
favorable, no significa que todo medio de impugnación sea un 
recurso. Así, no puede calificarse de recurso la revisión 2 3, pues en 

23. En general sobre la revisión, C A L V O S Á N C H E Z , M.: La revisión civil, 
Madrid, 1977; D E L A P L A Z A , J.: "La revisión civil y sus problemas", en Revista de 
Derecho Procesal, 1946; D O V A L D E M A T E O , J.: La revisión civil, Barcelona, 1979; 
G O N Z Á L E Z M O N T E S , J.: "Examen crítico de algunos preceptos de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil reguladores del recurso de revisión", en Revista de Derecho 
Procesal, 1975 y S E R R A D O M Í N G U E Z , M.: "Ineficacia de la sentencia estimatoria de 
la revisión a instancia de tercero de un juicio de desahucio por falta de pago", en 
Justicia 83, t. II. 
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el fondo se trata de un medio autónomo de impugnación frente a 
una sentencia firme o, en palabras del Estatuto, "definitiva e 
inapelable". 

Seguidamente, hay que establecer las siguientes diferencias 
entre la figura de la revisión y los recursos: 

1) El recurso es una expectativa de desarrollo de la acción y 
tiene por finalidad revisar la materia que ha sido objeto de 
sentencia, tanto en lo referente al fondo como a la forma. El 
recurso se presenta como "el acto procesal de la parte que frente a 
una resolución judicial impugnable y perjudicial pide la actuación 
de la ley en su favor" 2 4. 

La revisión no supone un examen de la materia objeto de 
consideración por el órgano jurisdiccional, sino que afecta a todo 
el proceso que concluyó con una sentencia firme, debido a 
motivos taxativos señalados por el Estatuto que determinan la 
novedad del proceso objeto de revisión ("el descubrimiento de un 
hecho de tal naturaleza que pueda ser factor decisivo..." 2 5). En 
otras palabras, por medio del recurso se solicita un nuevo examen 
de la materia conocida por el órgano jurisdiccional y, como se ha 
podido comprobar, esta circunstancia no se da en la revisión, pues 
en la revisión el examen que se solicita al Tribunal Internacional de 
Justicia es de unos hechos nuevos, desconocidos por él y la parte 
que los invoca en el momento de dictar la sentencia, y de tal índole 
que de haberlos conocido el Tribunal que dictó la sentencia objeto 
de revisión ésta hubiera podido tener un contenido distinto. 

2) La interposición de un recurso impide la producción de la 
autoridad de cosa juzgada. 

La revisión, por el contrario, se da contra las sentencias fir­
mes, es decir, contra las que han ganado la fuerza de cosa juzgada 
(las sentencias del Tribunal son definitivas e inapelables=firmes): 
la revisión sólo cabe contra sentencias firmes y sentencia firme es 
aquella frente a la que no cabe ningún recurso. 

3) El recurso es una nueva fase del proceso, con autonomía 
procedimental, en el que se ha dictado la sentencia 2 6, no abre un 
nuevo proceso, sino que se encuentra en el ámbito del iniciado con 

24. G Ó M E Z O R B A N E J A , E. y H E R C E Q U E M A D A , V.: Derecho procesal civil, 
Madrid, 1975, pág. 419. 

25. Artículo 61.1 del Estatuto. 
26. C H I O V E N D A , G.: Principii di diritto processuale civile, Ñapóles, 1965, 

pág. 911 y C A L A M A N D R E I , P.: La casación civil, Buenos Aires, 1961, t. II, pág. 
202 y ss. 
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la demanda y ello es así porque este no termina hasta que las 
partes no obtienen una sentencia firme que resuelve el litigio. 

La revisión origina la apertura de un nuevo proceso 2 7; ya que 
la revisión actúa cuando un proceso ha terminado 2 8 y después de 
la producción de la firmeza de la sentencia resultante 2 9. 

4) A las circunstancias indicadas cabe sumar el hecho de que 
el propio Estatuto dispone la imposibilidad de articular recursos 
contra las sentencias del Tribunal: sus sentencias son definitivas e 
inapelables. Por tanto, el presupuesto esencial que debe darse para 
que un recurso sea admisible no existe en la esfera del proceso 
ante el Tribunal, ya que para que un recurso sea admisible es 
necesario que la sentencia que se pretende impugnar o recurrir sea 
recurrible y las sentencias dictadas por el Tribunal Internacional de 
Justicia son inapelables (Artículo 60 del Estatuto). 

Como puede advertirse, la revisión no entra en la esfera del 
concepto formal de recurso, esencialmente, como consecuencia 
del objeto y finalidad de la misma. Por ello, la contradicción es 
evidente en quienes utilizan la voz recurso en relación a la revi­
sión. En resumen, la revisión ante el Tribunal Internacional de 
Justicia constituye un nuevo proceso en el que se ejercita una 
acción impugnativa autónoma respecto de la acción ejercitada en el 
proceso anterior cuya sentencia firme es objeto de revisión. 

2 7 . R A M O S M É N D E Z , F.: Derecho procesal civil, Barcelona, 1980, pág. 7 3 7 y 
O R T E L L S R A M O S , M.: Los medios de impugnación, en "Derecho jurisdiccional", 
Barcelona, 1993, pág. 362 , afirman que se trata de la apertura de un nuevo proceso. 
F E N E C F J , M.: Curso..., cit., pág. 1.200, afirma que "es indudable que al negar el 
carácter de recurso a la revisión se intente encuadrarla dentro del marco jurídico que 
en realidad le corresponda; la revisión... constituye un nuevo proceso". Por el con­
trario, D E L A O L I V A , A . y F E R N Á N D E Z , M.: Lecciones..., cit., pág. 4 4 3 , sostienen 
que se trata de la reapertura del proceso anterior cuya sentencia es objeto de 
revisión. 

2 8 . M O R E N O C A T E N A , V.: La revisión y la audiencia al rebelde, en "Derecho 
procesal", Valencia, 1988, pág. 69 . "De aquí aparece el carácter subsidiario de la 
revisión: sólo cuando el proceso se ha cerrado definitivamente... cabe promover la 
revisión de una sentencia cuya validez no puede ya discutirse". 

2 9 . M U Ñ O Z R O J A S , T.: Estudio..., cit., pág. 57 . Para este autor "la opinión 
que considera a la revisión como un recurso no puede ser defendida a menos que se 
desnaturalice la esencia propia del recurso... En la revisión nos encontramos ante 
un proceso nuevo con un objeto propio". 
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3.3. Precisiones terminológicas 

Una vez ofrecida la noción conceptual de revisión, hay que 
hacer una precisión terminológica de la máxima importancia, pues 
en el ámbito del Derecho internacional se plantea por la doctrina el 
problema de la denominación, sosteniéndose dos posiciones neta­
mente diferentes: un sector doctrinal afirma la existencia del recur­
so de revisión 3 0, mientras que, por el contrario, otro sector omite 
el término recurso y se refiere únicamente a la revisión 3 1. El tema, 
lejos de ser una mera cuestión doctrinal y de carácter termino­
lógico, es esencial a la hora de configurar procesalmente la figura 
de la revisión. Para comprobar esta aseveración sea suficiente el 
siguiente planteamiento: si se considera a la revisión como un 
recurso, la misma tendrá lugar en el mismo proceso en que se 
dicta la sentencia objeto de revisión; por el contrario, si la revisión 
no se considera un recurso, se constituye como una figura al 
margen de dicho proceso. 

La denominación "recurso", en relación a la revisión, no es 
apropiada, porque no sirve para impugnar una sentencia en un 
proceso todavía pendiente y que, en consecuencia, no ha llegado a 
detentar la autoridad de cosa juzgada 3 2 . La revisión ante el 
Tribunal de La Haya no es un recurso, sino una figura totalmente 
independiente de los recursos 3 3; esto es, se trata de un acto o 
medio procesal autónomo de impugnación encaminado a atacar 
una sentencia firme. 

La denominación "recurso de revisión" es impropia, pues en 
la revisión concurren una serie de características que la alejan 
ostensiblemente de su calificación doctrinal como recurso. Como 
se puede apreciar, un análisis de los principales caracteres que 
califican a los recursos, en contraposición a los propios de la 

3 0 . R O D R Í G U E Z C A R R I Ó N , A.: Lecciones de Derecho internacional público, 
Madrid, 1994, pág. 5 1 1 y G O N Z Á L E Z C A M P O S , J.; S Á N C H E Z R O D R Í G U E Z , L y A N D R É S 
S Á E N Z D E S A N T A M A R Í A , M.: Curso de Derecho internacional público, Madrid, 
1990, pág. 7 8 3 . 

3 1 . D Í E Z D E V E L A S C O , M.: Instituciones de Derecho internacional público, 
Madrid, 1994, vol. I, pág. 8 3 8 y P A S T O R R I D R U E J O , J.: Curso de Derecho interna­
cional público y organizaciones internacionales, Madrid, 1994, pág. 7 6 3 . 

3 2 . P R I E T O C A S T R O , L.: Tratado de Derecho procesal civil, Pamplona, 1982, 
T. II, pág. 564 . 

3 3 . El Estatuto no utiliza en ningún momento la expresión "recurso de 
revisión". 
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3.4. La revisión en el Estatuto del Tribunal de La Haya 

Una vez examinada doctrinalmente la naturaleza jurídica de la 
revisión, hay que disponer el tratamiento que de la misma realiza 
tanto el Estatuto como el Reglamento del Tribunal Internacional de 
Justicia. ¿Qué naturaleza jurídica se desprende de su regulación 
estatutaria? Los apartados 2 y 3 del artículo 61 del Estatuto no 
dejan lugar a dudas sobre la naturaleza jurídica de la revisión. 
Según el apartado segundo, "la Corte abrirá el proceso de revi­
sión..." y, seguidamente, el apartado tercero dispone que "antes 
de iniciar el proceso de revisión...". La concepción del Esta­
tuto acerca de la naturaleza jurídica de la revisión es muy clara: 
califica a la revisión como un proceso autónomo. 

La configuración de la revisión como un proceso autónomo, 
en relación al proceso anterior cuya sentencia firme es objeto de la 
revisión, tiene unas consecuencias importantísimas en orden a su 
tratamiento procesal que, por razones sistemáticas, tan sólo serán 
citadas. En primer lugar, la revisión es un proceso nuevo con un 
objeto nuevo y, por tanto, diferente del objeto del proceso cuya 
sentencia firme se pretende revisar. Tal circunstancia implica las 
siguientes consecuencias, a saber: 1) al tratarse de un nuevo pro­
ceso con un nuevo objeto, se evita la interposición de una excep­
ción de cosa juzgada, pues no concurre la identidad procesal para 
ello y 2) al tratarse de un nuevo objeto, el Tribunal solamente 
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revisión, permite afirmar que la nomenclatura correcta es la de 
revisión sin la voz "recurso". 

Una vez afirmado que el término "recurso de revisión" es 
impropio en el ámbito del Tribunal Internacional de Justicia, la 
cuestión a determinar seguidamente es la posible denominación 
correcta de esta figura procesal (la terminología utilizada por la 
doctrina es muy variada, pues a la expresión "recurso de revisión" 
debe añadirse otras como "proceso de revisión", "juicio de revi­
sión", "expediente procesal de revisión", etc). La solución aparece 
contemplada en el propio Reglamento del Tribunal y, en conse­
cuencia, se debe denominar demanda de revisión (Artículo 99.1 
del Reglamento), proceso de revisión (Artículo 61.3 del Estatuto) 
o, en su caso, revisión, en tanto que implica la apertura de un 
nuevo proceso para que finalice mediante sentencia firme (Artículo 
100.2 del Reglamento). 
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4. NOCIÓN CONCEPTUAL DE REVISIÓN 

La sentencia sobre el fondo es la terminación normal del 
proceso instado ante el Tribunal Internacional de Justicia y en ella 
resuelve un asunto que ha sido voluntariamente sometido por los 
Estados parte. La sentencia conlleva la aparición de unos efectos 
procesales consistentes en la autoridad de cosa juzgada: el fallo 
dictado por el Tribunal "será definitivo e inapelable" (Artículo 60 
del Estatuto). Sin embargo, las partes del proceso podrán solicitar 
la revisión de la sentencia cuando concurran las circunstancias 
previstas a tal efecto por el Estatuto del Tribunal. 

4 . 1 . La revisión como medio de impugnación que da lugar a un 
proceso nuevo 

Los medios de impugnación son los instrumentos legales 
puestos a disposición de las partes y destinados a atacar una sen-

18 

podrá conocer sobre él; es decir, no podrá entrar a conocer sobre 
el objeto del proceso anterior. Su actividad se ve constreñida ex­
clusivamente a dictar una sentencia rescindente, pero no podrá 
dictar una nueva sentencia sobre el fondo del asunto anterior. 

En segundo lugar, la afirmación de que la revisión es un pro­
ceso nuevo, en tanto que diferente del primitivo, trae consigo la 
necesidad de ejercitar una acción nueva -cuyo interés se encuentra 
fundamentado en una base fáctica nueva y distinta de la que fue 
tratada en el proceso cuya sentencia firme se quiere revisar- y, 
como es obvio, tal acción será impugnativa contra la sentencia 
sobre la que pesa la autoridad de cosa juzgada. 

En tercer lugar, el Reglamento (Artículo 99 del Reglamento) 
dispone las pautas procedimentales a seguir en el trámite relativo a 
la sustanciación de la demanda de revisión y admisibilidad de la 
misma, en orden al estudio de la existencia o no del hecho nuevo 
(que equivale a la primera cognitio del procedimiento de la 
restitutio in integrum); pero no prevee un procedimiento espe­
cífico para la tramitación del proceso de revisión (la segunda 
cognitio). 
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tencia para provocar su reforma o su anulación 3 4. Los medios de 
impugnación en sentido estricto son los denominados recursos. 
Sin embargo, como observa PASTOR RIDRUEJO, a partir de lo dis­
puesto en el artículo 60 del Estatuto, no caben contra la sentencia 
del Tribunal "recursos de los que en los sistemas procesales 
internos se consideran ordinarios" 3 5, pero a pesar de ello, el legis­
lador internacional ha articulado un procedimiento para revisar la 
sentencia una vez ha sido dictada por el Tribunal Internacional de 
Justicia. 

En el ámbito de los medios de impugnación cabe incluir la 
revisión, en tanto que medio consistente en la apertura de un nue­
vo proceso por haber adquirido la autoridad de cosa juzgada la 
sentencia contra la que se dirige. Por tanto, a partir de este plantea­
miento, la revisión puede ser definida como un medio autónomo 
de impugnación, previsto por el Estatuto del Tribunal Interna­
cional de Justicia (Artículo 61 del Estatuto), frente a una sentencia 
con autoridad de cosa juzgada dictada en un proceso anterior por 
él. 

La afirmación de que se trata de un medio autónomo de 
impugnación es resultado de su no consideración como recurso, 
pues tiene por objeto un proceso anterior que se intenta anular 
como consecuencia del descubrimiento de un hecho de tal natu­
raleza que pueda ser decisivo y que era desconocido por el 
Tribunal y la parte que insta la revisión en el momento de dictar la 
sentencia. Precisamente de la existencia de ese hecho deriva la 
posibilidad de impugnar la sentencia: la admisión de la demanda 
de revisión dependerá de la alegación del motivo a tal efecto deter­
minado por el Estatuto. A partir de ahí, la revisión se configura 
como un medio autónomo de impugnación, es decir, "nos encon­
tramos ante un proceso nuevo con un objeto propio" 3 6. 

La revisión es aquel medio autónomo de impugnación que 
tiene por objeto la impugnación de una sentencia firme del Tri­
bunal Internacional de Justicia en virtud de causas que no perte­
necen al proceso mismo en que la sentencia impugnada se dicta, 
sino que son causas extrínsecas a dicho proceso. En concreto el 
descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo (Artículo 61.1 del Estatuto) para la solución del caso. 

34. O R T E L L S R A M O S , M.: Los medios..., cit., pág. 361. 
35. PASTOR R I D R U E J O , J.: Curso..., cit., pág. 763. 
36. M U Ñ O Z R O J A S , T.: Estudio sobre la revisión penal, en RDP, 1968, vol. II, 

pág. 57 y ss. 
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4.2. Caracteres de la revisión 

A partir de la noción conceptual ofrecida puede establecerse 
los diferentes caracteres que concurren en la revisión seguida ante 
el Tribunal Internacional de Justicia. 

1. La revisión se promueve siempre a instancia de parte; no 
cabe la revisión ex officio por el propio Tribunal Internacional 
de Justicia. 

2. La revisión solamente puede ser instada cuando un proceso 
ya ha finalizado, mediante sentencia sobre el fondo del asunto y 
no durante la pendencia del mismo. 

3. La revisión procede única y exclusivamente contra 
sentencias firmes sobre el fondo del asunto. 

4. La revisión es un medio autónomo de impugnación, en 
tanto que se ejercita una vez el Tribunal ha dictado sentencia y esta 
ha adquirido firmeza. 

5 La revisión tiene por finalidad rescindir una sentencia firme, 
dejando imprejuzgada la cuestión litigiosa debatida en el proceso 
cuya sentencia es objeto de revisión. 

6. La revisión es posible como consecuencia de hechos ajenos 
al proceso y ocurridos fuera de él. 

7. La revisión no tiene por objeto el examen del material 
fáctico del anterior proceso, sino que examina un material nuevo, 
no aportado al proceso en el que se dictó la sentencia que se 
revisa. 

8. La revisión será conocida por el mismo órgano jurisdic­
cional que dictó la sentencia, es decir, por el Tribunal Interna­
cional de Justicia. 

9. La revisión se sustancia en un nuevo proceso regido por un 
procedimiento marcado por el Estatuto y Reglamento del Tribunal. 

5. LA REVISIÓN Y EL INSTITUTO DE LA COSA JUZGADA 

En este punto se plantea el espinoso tema de conjugar el 
instituto de la cosa juzgada con la posibilidad de impugnar una 
sentencia con dicha autoridad, ya que la figura procesal de la 
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revisión afecta de forma directa al principio de cosa juzgada 3 7. Los 
artículos 61 del Estatuto y 99 del Reglamento regulan los aspectos 
esenciales y procedimentales de esta figura, pues como señala 
GUYOMAR, "la possibilité de demander la revision d'un arret rendu 
par la Cour fut admise sans difficulté en 1920. Comme, 
cependant, il y a la une atteinte grave portee á l'autorité de la chose 
jugée, il parut indispensable de réglementer de facón assez 
détaillée l'exercice de ce droit" 3 8 . Así, la cuestión a tratar es el 
alcance de la revisión en relación al efecto de cosa juzgada de las 
sentencias del Tribunal de La Haya. 

5 .1 . La cosa juzgada y el artículo 60 del Estatuto del Tribunal 
Internacional de Justicia 

El artículo 60 del Estatuto dispone que sus sentencias son 
definitivas e inapelables. Por otro lado, el artículo 59 del citado 
cuerpo establece la obligatoridad de las sentencias únicamente para 
las partes del proceso en que recayeron, esto es, consagra la regla 
de oro en la materia: res Judicata inter partes 3 9 . La cosa juz­
gada beneficia y perjudica solamente a las partes del proceso en 
que recae. 

Algún sector doctrinal ha sostenido que uno de los caracteres 
principales de las sentencias dictadas por el Tribunal es "su valor 
relativo, ya que goza de la autoridad de cosa juzgada sólo 'las 
partes en litigio y respecto del caso que ha sido decidido', con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 59 del Estatuto" 4 0. Como es 
obvio, desde un punto de vista procesal, no puede compartirse tal 
postura: el valor de la sentencia es absoluto en la esfera de las 

37. D Í E Z D E V E L A S C O , M.: Instituciones..., cit., vol. I, pág. 838. 
38. G U Y O M A R , G.: Commentaire du Reglement de la Cour Internationale de 

Justice, París, 1983, pág. 628. 
39. Esta regla aparece confirmada por el artículo 94.2 del Reglamento del 

Tribunal: "el fallo... tendrá fuerza obligatoria para las partes desde el día de su 
lectura". 

40. G O N Z Á L E Z C A M P O S , J.; S Á N C H E Z R O D R Í G U E Z , L. y A N D R É S S Á E N Z D E 

S A N T A M A R Í A , M.: Curso..., cit., pág. 783. 
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partes procesales y, como el propio Tribunal ha manifestado, los 
terceros Estados intervinientes en el proceso no son partes 4 ' . 

El tema en materia de terceros Estados intervinientes 4 2 y la 
cosa juzgada es complejo, máxime cuando el Tribunal ha soste­
nido que si un Estado ejercita el derecho a intervenir (Artículo 82 
del Reglamento), la interpretación contenida en la sentencia será 
obligatoria para é l 4 3 . No obstante, como no es propósito de este 
trabajo una pretensión de exhaustividad sobre la cuestión 4 4, por 
razones sistemáticas, se omite mayor profundización. 

La idea en torno a la que gira el instituto de la cosa juzgada es 
la inamovilidad del fallo o parte dispositiva de la sentencia: una 
vez dictada la sentencia ésta pasa en autoridad de cosa juzgada. Al 
hilo de este planteamiento, la cosa juzgada puede ser definida 
como la fuerza que el ordenamiento jurídico particular de las 
Naciones Unidas concede al resultado de la actividad jurisdic­
cional del Tribunal Internacional de Justicia 4 5. El fundamento de la 
cosa juzgada reside en el carácter definitivo e inapelable de las 
sentencias dictadas por el Tribunal de La Haya: "... esta sentencia 
es definitiva y sin recurso, y que, en consecuencia, hay a este res­
pecto cosa juzgada" 4 6 . En consecuencia, dicho fundamento res­
ponde a la necesidad de garantizar el principio de seguridad jurí­
dica de las partes del proceso: "según un principio de Derecho 
bien establecido y generalmente reconocido, una sentencia dada 
por semejante cuerpo judicial es cosa juzgada y tiene fuerza 
obligatoria entre las partes en la diferencia"47. 

La vinculación de la cosa juzgada solamente podrá hacerse 
valer en un nuevo proceso cuando exista identidad procesal entre 

41 . Sentencia de fecha 13 de septiembre de 1990 dictada en el Asunto relativo 
a la controversia sobre fronteras terrestres, insulares y marítimas entre El Salvador 
y Honduras. 

42. Por vía del artículo 63.1 del Estatuto. 
43. Sentencia de fecha 13 de septiembre de 1990 dictada en el Asunto relativo 

a la controversia sobre fronteras terrestres, insulares y marítimas entre El Salvador 
y Honduras. 

44. Al respecto, R I Q U E L M E C O R T A D O , R.: La intervención de terceros Estados 
en el proceso internacional, Madrid, 1993. 

45. D U B I S S O N , M.: La Coitr Internationale de Justice, París, 1964, pág. 247. 
Para este autor la cosa juzgada se presenta en el ámbito del Tribunal de La Haya 
como "una presunción de Derecho que está ligada a un acto jurisdiccional y en virtud 
de la cual los hechos constatados y los derechos reconocidos por este acto no 
pueden ser discutidos nuevamente". 

46. CU, Recueil, 1949, pág. 248. 
47. CU, Recueil 1954, pág. 53. 
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dicho proceso y el ulterior a aquél. En este sentido, para que entre 
en juego el instituto examinado, el Tribunal ha afirmado la nece­
sidad de que concurran en los dos procesos la identidad subjetiva 
y objetiva, es decir, la cosa juzgada existirá cuando se de identidad 
de las partes en litigio e identidad en la materia (petitum y causa 
petendi) 4 8 . 

Por otra parte, hay que sostener que la autoridad de cosa 
juzgada solamente alcanza al fallo o parte dispositiva de la senten­
cia, ya que la fuerza obligatoria de la sentencia se desprende de 
dicha parte y no de la motivación o fundamentación contenida en 
la misma. Los motivos o fundamentos contenidos en una senten­
cia no tienen fuerza obligatoria para las partes 4 9, ya que no quedan 
afectados por la cosa juzgada. 

Asimismo, la cosa juzgada tampoco alcanza a las posibles ex­
cepciones preliminares alegadas durante el proceso (reus in ex-
cipiendo non fit actor), pues su exclusión responde a la mis­
ma razón invocada al respecto en el seno de las sentencias que 
ponen término al proceso, pero sin pronunciarse sobre el fondo 
del asunto (sentencias absolutorias de la instancia), lo que, por 
cuestiones sistemáticas, será objeto de examen al tratar de la cosa 
juzgada formal y material. 

5.2. La cosa juzgada como efecto de las sentencias 

Como cuestión esencial y previa al estudio de la relación entre 
la revisión y la cosa juzgada en la esfera del proceso ante el 
Tribunal Internacional de Justicia, hay que determinar el justo 
alcance de la misma. Así, mientras para unos autores la cosa 
juzgada es "el efecto del proceso consistente en la trascendencia 
que concede el Derecho positivo a la decisión del objeto del pro­
ceso, en cuanto a los procesos que pueden desenvolverse poste­
riormente sobre el mismo objeto ya decidido" 5 0, para otros es "el 
principal efecto de la principal resolución procesal, que es la 
sentencia definitiva sobre el fondo" 5 1. Como puede observarse, la 

48. CPJI, Serie B, núm. 11, págs. 29 y 30; CPJI, Serie A, núm. 17, pág. 29 y 
CU, Recueil 1951, pág. 80. 

49. CPJI, Serie B, núm. 11, págs. 29 y 30. 
50. F E N E C H , M.: Derecho..., cit., pág. 1.173. 
51 . D E LA O L I V A , A.: Sobre la cosa juzgada, Madrid, 1991, pág. 17. 
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doctrina no es unánime en el momento de establecer dónde se 
encuentra el origen de la cosa juzgada. 

Sin embargo, la afirmación de que la cosa juzgada es el efecto 
de la sentencia definitiva implica que es el principal efecto del 
proceso entendido globalmente, ya que el estado de cosa juzgada 
existe y es eficaz en atención a la existencia del propio proceso que 
termina con sentencia sobre el fondo del asunto en él tratado. Al 
respecto, cabe advertir que el predicar la cosa juzgada respecto de 
algunas resoluciones judiciales en vez del proceso entero tiene la 
siguiente explicación: las resoluciones judiciales son impensa­
bles sin el proceso, de modo que, ciertamente, la cosa juzgada 
existe y es eficaz, no en virtud de una única actuación judicial - la 
resolución de que se trate-, sino de una actividad jurisdiccional 
compleja5 2. La cuestión es importante en relación a la revisión, 
pues, según la postura que se adopte, su ámbito de aplicación será 
la sentencia firme o el proceso en que se dicto tal sentencia. Ahora 
bien, ante tal disyuntiva, en atención a la técnica jurídica debe 
sostenerse la cosa juzgada como efecto de la sentencia firme, en 
tanto que la relación con el proceso en que se dictó está siempre 
implícita. En la esfera del Tribunal de La Haya la cosa juzgada 
debe venir relacionada con la sentencia firme por él dictada en la 
sustanciación de un proceso; esto es, los efectos procesales de la 
sentencia del citado órgano jurisdiccional internacional se centran 
en la cosa juzgada. 

A la cosa juzgada es inherente una doble situación: la formal y 
la material. Así, mientras la primera opera dentro del propio 
proceso en que se dictó la sentencia, la segunda viene referida a 
futuros procesos, siempre y cuando se produzca la llamada iden­
tidad procesal (elementos subjetivo y objetivos de la acción). 

52. D E LA O L I V A , A.: Sobre.... cit., pág. 18. La atribución de la cosa juzgada 
a ciertos procesos "exigiría precisar que la cosa juzgada es un efecto de los procesos 
en cuanto terminen con una resolución de forma y contenido específicos (si se está 
pensando en la cosa juzgada material) o en cuanto alberguen resoluciones en ciertas 
circunstancias o condiciones (si se piensa en la cosa juzgada formal)". Señala 
M O N T E R O A R O C A que "en sentido amplio la cosa juzgada es la fuerza que el ordena­
miento jurídico concede, no tanto a la sentencia, como al proceso, al resultado de la 
actividad jurisdiccional. Esa fuerza consiste en la subordinación a los resultados 
del proceso, subordinación que se resuelve en la irrevocabilidad de la decisión 
jurisdiccional" ( M O N T E R O A R O C A , J.: LOS efectos del proceso, en "Derecho jurisdic­
cional", Barcelona, 1993, ,11, 1, pág. 435). 
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5.3. Cosa juzgada formal y cosa juzgada material 

La cosa juzgada formal es el efecto inherente a la firmeza o 
inimpugnabilidad de la sentencia y conlleva la imposibilidad de 
que se revise una vez dictada en el proceso; esto es, la cosa 
juzgada formal viene referida solamente al proceso donde se ha 
dictado la sentencia que la ha producido. En consecuencia, la cosa 
juzgada formal es la vinculación jurídica que, para el Tribunal 
Internacional de Justicia, produce cualquier sentencia firme, en el 
seno del propio proceso en que se haya emitido dicha sentencia. 
La existencia de la cosa juzgada formal no ha sido puesta en tela 
de juicio en ningún momento: la sentencia del Tribunal deviene 
firme una vez ha sido dictada por el órgano judicial. La cosa juz­
gada formal es el efecto inherente a la firmeza o inimpugnabilidad 
de la sentencia. Así, al disponer el artículo 60 del Estatuto que la 
sentencia es definitiva e inapelable -originariamente, pues las 
partes no tienen la oportunidad de recurrir como consecuencia de 
la inexistencia de un sistema de recursos- esta afirmado su 
autoridad de cosa juzgada que es tanto como decir que es firme y 
ha devenido en inimpugnable. 

La cosa juzgada material es el efecto propio de las sentencias 
firmes consistente en una concreta fuerza de vincular, en otros 
procesos, al Tribunal Internacional de Justicia, respecto del conte­
nido de tales sentencias. En este sentido, por un lado, la cosa 
juzgada material impide que una discusión jurídica se prolongue 
de forma indefinida en el tiempo y, por otro, que se dicten senten­
cias contradictorias. La cosa juzgada material reviste una función 
negativa y una función positiva. La primera de ellas consiste en 
excluir una nueva sentencia sobre la acción ya decidida en un 
proceso anterior mediante una sentencia firme (non bis in 
idem). En este caso, como el objeto del primer y segundo pro­
ceso es idéntico, no cabe una segunda sentencia sobre una materia 
que ya fue juzgada. La función positiva conlleva que si en un 
proceso posterior ha de discutirse, entre otras cuestiones, una 
materia que ya ha sido objeto de sentencia en un proceso anterior, 
en el que recayó sentencia firme, el Tribunal no podrá en el nuevo 
proceso resolverla de manera distinta a la resuelta en el proceso 
anterior (res Judicata pro veritate habertur). En este su­
puesto no se da una identidad procesal exacta entre los objetos del 
primer y segundo proceso: el objeto del segundo proceso no es 
una reproducción exacta de la del primero, sino sólo parcial. Por 
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tanto, en el caso de que formen parte del segundo proceso cues­
tiones que ya fueron resueltas en un primer proceso, el Tribunal 
deberá atenerse a lo resuelto en la sentencia del primer proceso 
respecto de dichas cuestiones. 

En relación al instituto de la cosa juzgada material se ha 
indicado que las sentencias del Tribunal Internacional de Justicia 
solamente gozan de autoridad de cosa juzgada formal y, por tanto, 
excluye de su esfera la cosa juzgada material. La postura indicada 
no se corresponde con la realidad del citado órgano jurisdiccional. 
La afirmación de que no cabe hablar de cosa juzgada material en 
relación a las sentencias del Tribunal responde a un planteamiento 
conceptual erróneo, pues se está pensando en un nuevo proceso 
sustanciado ante un órgano judicial diferente al Tribunal y, cierta­
mente, tal circunstancia es imposible por no existir órgano judicial 
alguno que pudiera conocer de un proceso con idéntico objeto 
procesal que el Tribunal de La Haya. Dicho de otro modo, si no 
existe otro tribunal que pueda conocer de los mismos asuntos que 
el Tribunal Internacional de Justicia, es lógico que las sentencias 
de éste órgano jurisdiccional no gocen de la autoridad de cosa 
juzgada. 

El planteamiento no es correcto conceptualmente por la sen­
cilla razón de que se está vinculando la cosa juzgada material a un 
proceso sustanciado ante un tribunal diferente al Tribunal de La 
Haya y, a la vez, se está olvidando que el nuevo proceso puede 
instarse ante el mismo Tribunal de La Haya. En relación al nuevo 
proceso, el Tribunal no se encuentra vinculado por la cosa juzgada 
formal, sino por la material. Si las sentencias del Tribunal no 
gozaran también de la cosa juzgada material, las partes perjudi­
cadas no podrían invocar la excepción de cosa juzgada. 

Por otra parte, el Tribunal se ha referido en varias ocasiones a 
la cosa juzgada material, pues al afirmar la necesidad de que para 
que exista cosa juzgada es necesaria la concurrencia de identidad 
de las partes en litigio e identidad en la materia, se está refiriendo a 
la cosa juzgada material 3 3. La concurrencia de la identidad procesal 
debe darse en dos procesos... y no en un solo proceso. Para 
afirmar la identidad procesal es necesario tener dos procesos que 
poder comparar y, como es obvio, ello no ocurre con la cosa 
juzgada formal, en tanto que opera en relación a un único proceso. 
En todo caso, la cosa juzgada material presupone la formal. 

53. CPJI, Serie B, núm. 11, págs. 29 y 30. 
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La siguiente cuestión a dilucidar es la relativa a si todas las 
sentencias dictadas por el Tribunal de La Haya gozan del efecto de 
cosa juzgada material. Como ya se ha indicado, debe sostenerse 
que todas sus sentencias gozan de cosa juzgada formal, pero, por 
el contrario, no todas ellas pasan en cosa juzgada material. Sólo 
las sentencias que resuelven el fondo del asunto tienen autoridad 
de cosa juzgada material. 

Las sentencias del Tribunal que ponen término al proceso sin 
entrar en el fondo (absolución de la instancia), resolviendo requi­
sitos y presupuestos procesales, no gozan de autoridad de cosa 
juzgada material. Estas sentencias pasan en cosa juzgada formal, 
en tanto que son firmes e inimpugnables en el propio proceso en 
que se dictaron, pero una vez subsanados los defectos procesales, 
es posible un proceso ulterior entre las mismas partes y con el 
mismo objeto procesal. En consecuencia, las sentencias del Tribu­
nal que no se pronuncian sobre el fondo del asunto, no producen 
autoridad de cosa juzgada material. 

5.4. Relación cosa juzgada-revisión 

La relación existente entre la revisión y la cosa juzgada, desde 
la perspectiva de la reglamentación contenida en el Estatuto y 
Reglamento del Tribunal, se presenta compleja como consecuencia 
de la propia regulación dispuesta por los citados cuerpos norma­
tivos. La sentencia del Tribunal Internacional de Justicia es firme 
en tanto que es inapelable (Artículo 60 del Estatuto) y no cabe 
contra ella ningún tipo de recurso. El resultado de esta realidad 
procesal es que la sentencia firme es válida -no existen vicios in 
iudicando ni in procedendo- y despliega todos sus efectos: 
existe una autoridad de cosa juzgada. La cuestión estriba en cómo 
poder poner fin al efecto de cosa juzgada. A raíz de este plantea­
miento, solamente es posible eliminar un efecto si previamente se 
elimina su causa: será, pues, necesario destruir el proceso en que 
se dictó la sentencia firme impugnada para que, una vez eliminado 
dicho proceso, desaparezca el efecto dimanante del mismo: la cosa 
juzgada, lo que se intenta mediante la interposición de la demanda 
de revisión 5 4. Como puede observarse, no afecta a la esencia de la 

54. D O V A L D E M A T E O , J.: La revisión..., cit., pág. 68. "Si triunfa la revisión 
(entendiendo por tal el iudicium rescidens) se rescindirá el proceso anterior, 
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cosa juzgada 5 5 ni supone una limitación a la misma, ya que queda 
a salvo al no ser un ataque contra ella, sino contra su ente pro­
ductor: el proceso en que se dictó la sentencia firme. En este 
contexto, teniendo presente que la cosa juzgada es un efecto de la 
sentencia, resultante de una actividad jurisdiccional compleja, la 
finalidad inmediata perseguida por la revisión consiste en la anula­
ción total o parcial del proceso que ha conducido a la sentencia 
firme revisada y la finalidad mediata consiste en la anulación total 
o parcial de ésta. 

El artículo 61.1 del Estatuto habla expresamente de "la revi­
sión del fallo" -entiéndase sentencia-, pero el legislador interna­
cional al regular la demanda de revisión (Artículos 99 y 100 del 
Reglamento) dispone que el "Tribunal fijará... los plazos para 
cualquier procedimiento ulterior sobre el fondo de la demanda..."; 
es decir, como se examinará en otra parte, se establece expresa­
mente la sustanciación de un nuevo proceso que terminará me­
diante sentencia firme. Por tanto, contra la presunción de que la 
cosa juzgada es verdad, sólo será eficaz la sentencia obtenida en el 
proceso de revisión 5 6. La sentencia así dictada rescindirá la sen­
tencia y, por extensión, el proceso en que se falló la misma. 

En conclusión, si bien se volverá sobre el tema al tratar el 
objeto propio de la revisión, debe sostenerse que la regulación 
contenida en el Estatuto y Reglamento arbitra un medio -el 
proceso de revisión- que deja a salvo la esencia y naturaleza de la 
cosa juzgada, en tanto que no se dirige contra ella, sino contra el 
proceso en que se dictó la sentencia firme, si bien el ataque contra 
el proceso se realiza a través de la sentencia revisada.'Como se ha 
indicado en páginas precedentes, la cosa juzgada es un efecto de la 
sentencia -en tanto que la existencia y eficacia de la cosa juzgada 
responde a una actividad jurisdiccional compleja-y, por tanto, la 
relación con el proceso correspondiente está implícita. 

¿Cómo se articula el ataque contra la sentencia firme y, por 
extensión, contra su proceso emisor sin vulnerar el instituto de la 
cosa juzgada? Según el artículo 61.1 del Estatuto, "sólo podrá 

quedando rescindida la sentencia como un acto del mismo, y quedarán sin efecto 
todos los efectos del proceso rescindido, la cosa juzgada entre ellos". 

55. F E N E C H , M.: Derecho..., cit., pág. 1.171. Según este autor, la revisión 
constituye una brecha en el muro de contención que supone la cosa juzgada. Y para 
M O R E N O C A T E N A , la revisión supone una quiebra de la autoridad de cosa juzgada 
reconocida a la sentencia ( M O R E N O C A T E N A , V.: La revisión..., cit., pág. 70) . 

56. R A M O S M É N D E Z , F.: Derecho..., cit., pág. 738. 
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pedirse la revisión de un fallo cuando la solicitud se funde en el 
descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo...". El precepto parcialmente transcrito funda la revisión 
sobre el descubrimiento de un hecho que posiblemente pueda ser 
modificativo de la realidad enjuiciada en el proceso que recayó 
sentencia firme. En efecto, cabe la posibilidad de que el hecho 
descubierto determine una situación real diferente de la que pro­
vocó la sentencia con fuerza de cosa juzgada. 

Si el Tribunal, tras el proceso de revisión, entiende que el 
hecho descubierto, desconocido por él y por la parte que lo invoca 
durante la tramitación del proceso anterior, es de tal naturaleza que 
de haberlo conocido hubiera podido dictar una sentencia distinta a 
la que se revisa, la situación cambia y, por tanto, puede rescindir 
la sentencia y, con ella, el proceso anterior. 

La rescisión de la sentencia, motivada por el hecho descu­
bierto, conlleva la posibilidad de que se inste un nuevo proceso 
(fase rescisoria) sobre el mismo objeto y entre las mismas partes 
que el proceso cuya sentencia ha sido rescindida. Al estimar la 
revisión, la sentencia será rescindida y la situación entre las partes 
quedará como si entre ellas no se hubiese realizado un proceso 
anterior y no hubiese existido nunca sentencia con autoridad de 
cosa juzgada. 

Ahora bien, la redacción del artículo 61.1 del Estatuto es 
defectuosa, pues el motivo que invoca para la revisión -"el descu­
brimiento de un hecho de tal naturaleza..."- se corresponde con el 
elemento temporal de la cosa juzgada y, sobre la base del mismo, 
la parte puede instar un proceso nuevo y no necesariamente 
recurrir a la revisión, si bien, en este caso, debe advertirse que la 
cosa juzgada de la sentencia del primer proceso seguirá desple­
gando su eficacia. 

La cosa juzgada no desaparece, sino que se mantiene, pero el 
hecho descubierto puede implicar una modificación de la realidad 
enjuiciada en el proceso, ya que el referido hecho puede deter­
minar una situación diferente a la que provocó el primer proceso y 
sobre la que se dictó la sentencia con autoridad de cosa juzgada. Si 
el hecho descubierto significa un cambio de la realidad, como, 
consecuencia de tal cambio, la nueva situación llega a ser la res 
de qua agitur en un nuevo proceso y, por tanto, no surtirá en él 
efectos de cosa juzgada la sentencia del proceso anterior. La 
ausencia de autoridad de cosa juzgada se debe a que la situación ha 
cambiado como resultado de la existencia de un hecho nuevo. 
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El hecho nuevo pone de manifiesto que la relación jurídica 
sobre la que la cosa juzgada actúa no se mantiene estática, sino 
que esta sujeta a posibles hechos nuevos, los cuales implicarán la 
aparición de una causa petendi nueva (causa de pedir) y con ella 
la posibilidad de un nuevo proceso entre las mismas partes y con 
el mismo petitum. En consecuencia, la cosa juzgada de la 
sentencia dictada en el proceso anterior no ha desaparecido, pero 
no entra en juego al no darse en el nuevo proceso las identidades 
procesales necesarias. 

La cosa juzgada no opera en el segundo proceso, en caso de 
instarse, porque la situación jurídica definida en la sentencia, ha 
desaparecido en virtud de un hecho descubierto y alegado en el 
proceso nuevo. Como puede advertirse, la cuestión tratada enlaza 
con los llamados límites temporales de la cosa juzgada: la clásica 
rúbrica "límites temporales de la cosa juzgada" cumpliría la fun­
ción de poner de relieve que la cosa juzgada no tiene por qué valer 
siempre, aunque debe entenderse, de inmediato, que esa posible 
falta de valor temporalmente ilimitado no se debe a un carácter 
intrínsecamente perecedero de la cosa juzgada, sino a la posibi­
lidad y a la probabilidad de que, con el tiempo, lo que se tenga que 
juzgar no sea ya, incluso aunque lo parezca, lo mismo que se 
juzgó" 5 7 . 

En consecuencia, cuando se descubra un hecho que sea 
decisivo, la parte interesada podrá a) instar el proceso de revisión 
(Judicium rescindens) y, si la sentencia es estimatoria de la 
revisión, rescindirá la sentencia del proceso anterior que, en su 
caso, permitirá la incoación de un nuevo proceso rescisorio (iudi-
cium rescisorium), o b) instar un nuevo proceso, sin necesidad 
de acudir a la revisión, ya que existe una causa petendi nueva 
que permite instar este proceso entre las mismas partes y con el 
mismo petitum. La diferencia entre ambas posibilidades reside en 
la desaparición o continuidad de la autoridad de cosa juzgada de la 
sentencia dictada en el primer proceso; esto es, si se ejercita la 
revisión y se gana en juicio, la sentencia revisada será rescendida 
y desaparecerán sus posibles efectos; mientras que, por el contra­
rio, si se insta directamente un nuevo proceso, los efectos de la 
sentencia recaída en el proceso anterior seguirán existiendo, inde­
pendientemente del resultado conseguido en este proceso. 

57. D E LA O L I V A , A.: Sobre..., cit., pág. 83. 
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No obstante, por razones lógicas, la segunda posibilidad será 
utilizada cuando la parte se encuentre imposibilitada de acudir a la 
revisión por haber transcurrido los plazos estatutariamente previs­
tos para la interposición de la demanda de revisión 5 8. 

6. ÁMBITO DE LA REVISIÓN: SENTENCIAS OBIETO DE REVISIÓN 

En el presente apartado se trata del ámbito de aplicación de la 
revisión que viene establecido por el artículo 61.1 del Estatuto que 
dice "sólo podrá pedirse la revisión de un fallo...". En conse­
cuencia, el ámbito estatutariamente previsto para la revisión es el 
relativo a los fallos. 

Sin embargo, antes de examinar el referido ámbito, cabe rea­
lizar una matización de carácter terminológico. El término utilizado 
por el Estatuto es el de fallo, pero el mismo debe ser entendido 
conceptualmente como sentencia y no como parte dispositiva de la 
sentencia. Dicho de otro modo, la revisión se predica respecto del 
acto procesal del órgano jurisdiccional que pone término al 
proceso: la sentencia. El fallo sólo es la parte integrante del cuerpo 
de la sentencia que contiene, entre otros extremos, la decisión del 
órgano jurisdiccional en relación a las peticiones formuladas por 
las partes en sus conclusiones. 

El Estatuto y el Reglamento del Tribunal utilizan de forma 
errónea la voz fallo y tal afirmación se desprende del propio 
artículo 95 del Reglamento, ya que al disponer el contenido del 
fallo está recogiendo el contenido propio de toda sentencia, esto 
es, la individualización del asunto (encabezamiento), la exposición 
de motivos (cuerpo o motivación) y la parte dispositiva o fallo. 
Así pues, el ámbito de la revisión ante el Tribunal Internacional de 
Justicia son las sentencias y no los fallos o parte dispositiva de la 
sentencia, si bien es cierto que, como se ha indicado anterior­
mente, la fuerza obligatoria de la sentencia se desprende de la parte 
dispositiva y no de la motivación contenida en la misma 5 9 . 

58. "La solicitud de revisión deberá formularse dentro del término de seis 
meses después de descubierto el hecho nuevo" (art. 61.4 del Estatuto) y "no podrá 
pedirse la revisión una vez transcurrido el término de diez años desde la fecha del 
fallo" (art. 61.5 del Estatuto). 

5 9. "Es perfectamente exacto que todas las partes de una sentencia referentes a 
los puntos en litigio se explican y completan las unas por las otras y que deben ser 
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Una vez realizada la puntualización anterior, en orden a la 
delimitación de la aplicación de la revisión, debe indicarse que las 
opiniones consultivas emitidas por el Tribunal respecto de cual­
quier cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo auto­
rizado para ello por la Carta de las Naciones Unidas, o de acuerdo 
con las disposiciones de la misma (Artículo 65.1 del Estatuto), 
quedan excluidas del referido ámbito de aplicación. Las opiniones 
consultivas emitidas por el Tribunal no revisten la forma de 
sentencia. 

Como es obvio, la revisión no puede argumentarse frente a 
las providencias dictadas por el Tribunal, en tanto que no tienen la 
cualidad de sentencias, sino que se trata de resoluciones mera­
mente ordinatorias que no producen cosa juzgada. Además, el 
Estatuto habla siempre de sentencias, nunca de providencias, con 
lo que estas quedan excluidas. 

A la hora de establecer qué sentencias del Tribunal Interna­
cional de Justicia son susceptibles de demanda de revisión hay que 
traer a colación sus artículos 61.1 y 60. El primero de los pre­
ceptos citados habla de "la revisión de un fallo" y el segundo 
dispone que el "fallo será definitivo e inapelable". A la luz del 
contenido de los preceptos comentados, la revisión solamente 
podrá tener lugar, en principio, cuando hubiere recaído sentencia 
firme y, en consecuencia, solamente cabe contra sentencias defini­
tivas e inapelables. 

No obstante, si bien todas las sentencias del Tribunal son 
firmes e inapelables, en tanto que pasan en autoridad de cosa juz­
gada formal, no todas gozan de autoridad de cosa juzgada ma­
terial. La peculiaridad más relevante de la revisión es que única y 
exclusivamente puede instarse frente a sentencias con autoridad de 
cosa juzgada material. En este sentido, hay que recordar que para 
que exista cosa juzgada material es necesario que la sentencia 
resuelva el fondo del asunto y, por ello, cuando el Tribunal pro­
nuncia una sentencia no entrando a conocer el fondo del asunto 
(absolución de la instancia), no se produce cosa juzgada material. 
En definitiva, solamente cabe la revisión frente a sentencias con 
autoridad de cosa juzgada y ésta únicamente es predicable de las 
sentencias que se pronuncian sobre el fondo del asunto. 

tomadas en consideración a fin de establecer el alcance y el sentido preciso del 
dispositivo" (CPJI, Serie B, núm. 11, págs. 29 y 30). 
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7. MOTIVOS DE REVISIÓN 

La causa o motivo que abre la revisión ante el Tribunal Inter­
nacional de Justicia aparece recogido en el artículo 61.1 del 
Estatuto en la siguiente forma redaccional: "sólo podrá pedirse la 
revisión de un fallo cuando la solicitud se funde en el descu­
brimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo y que, al pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la 
Corte y de la parte que pida la revisión, siempre que su desco­
nocimiento no se deba a negligencia" 6 0 . El precepto glosado 
dispone de forma expresa "el descubrimiento de un hecho" y, por 
tanto, todo indica que se está haciendo referencia a hechos 
fácticos, pues son los que, por regla general, modifican y alteran 
las situaciones que han sido objeto de pronunciamiento judicial. 
No incluye, por tanto, los denominados elementos jurídicos 
(títulos o fundamentos jurídicos); es decir, ante el silencio del 
Estatuto, ¿cabe o no la posibilidad de invocar aquellos argumentos 
jurídicos que bien pudieran haber sido argumentados como causa 
petendi en el proceso cuya sentencia trata de ser revisada? La 
respuesta debe ser negativa, ya que la petición de tutela juris­
diccional puede basarse en varios fundamentos jurídicos distintos 
y los que pudieron aducirse en el proceso, pero que no lo fueron, 
no podrán ser invocados como motivo para instar la revisión. Y 
no podrán ser alegados por la sencilla razón de que la oportunidad 
procesal de fundamental jurídicamente la petición ha precluido. 
Por tanto, la revisión solamente podrá ser invocada sobre la base 
del descubrimiento de hechos fácticos. 

A la luz del artículo 61.1, pueden señalarse los siguientes 
caracteres generales que deben presidir el motivo de revisión, a 
saber: 

60. La negrita es nuestra. 
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dicha sentencia hubiese sido dictada por una sala o por el 
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a) El hecho debe ser decisivo 

El que el hecho sea decisivo quedará manifestado por el nexo 
causal entre el hecho y la sentencia firme que se trate de impugnar, 
de tal manera que aquél pueda variar el contenido de ésta 6 1 . Así, 
por hecho decisivo puede entenderse aquel que, de haber sido te­
nido en cuenta por el Tribunal, hubiera provocado un fallo dife­
rente. Ahora bien, no cabe duda de que es muy difícil saber 
cuándo un hecho es realmente decisivo para el pronunciamiento de 
una sentencia y en todo caso, la determinación de la relación 
causa-efecto corresponde al Tribunal de La Haya: saber o 
determinar cuando un hecho es decisivo será tarea apreciativa del 
órgano judicial sobre la base de las pruebas aportadas 6 2. 

b) El hecho debe ser novedoso en relación al proceso en que 
se ha dictado la sentencia que se pretende impugnar 

El hecho debe ser novedoso, porque tanto para el Tribunal 
como para la parte que lo invoca era desconocido con anterioridad. 
El hecho se ha descubierto con posterioridad a la sentencia y, por 
tanto, constituye una auténtica novedad respecto del proceso en 
que se dicta la sentencia impugnada, no pudiendo invocarse un 
hecho alegado y discutido en el proceso. 

En este punto, al hilo del descubrimiento de hechos que posi­
bilitan la revisión, una breve reflexión sobre el precepto comen­
tado. El mismo utiliza la palabra descubrimiento en relación al 
hecho. Y según el Diccionario de la Real Academia Española, 
descubrir es "hallar lo que estaba escondido o ignorado. Venir en 
conocimiento de alguna cosa que se ignoraba". Así, por ejemplo, 
una parte halla un documento del que ignoraba su existencia y, en 
tanto que hecho novedoso, lo alega para solicitar la revisión de la 
sentencia. Pero, ¿qué ocurre con los documentos de los que aún 
conociendo su existencia, no están a su alcance? ¿Se deduce a 
sensu contrario que estos documentos están fuera del artículo 
61.1 del Estatuto? Hipotéticamente puede darse el caso de una 

61 . M O N T E R O A R O C A . J.: LOS efectos..., cit., pág. 456. Como señala esta 
autor, "la revisión se basa en la posibilidad, no en la seguridad, de una sentencia 
injusta o errónea". 

62. "Se acompañarán los documentos de apoyo" (Artículo 99.1 del 
Reglamento). 
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imposibilidad invencible para la parte de utilizar un determinado 
documento, porque circunstancias ajenas a su voluntad, pero 
insalvables, impiden el normal acceso al lugar o a la persona don­
de el documento se encuentra; ¿qué ocurre si, una vez la sentencia 
es firme, puede accederse a este documento por desaparecer la 
fuerza mayor? ¿Podrá ser utilizado para solicitar la revisión de la 
sentencia? La respuesta debe ser positiva... la parte interesada 
sabe de la existencia del documento e incluso puede que haya 
comunicado la misma al Tribunal. Ahora bien, al no ser traído al 
proceso, el Tribunal no lo tendrá en cuenta -principio de apor­
tación de partes- y, en consecuencia, una vez superada la fuerza 
mayor, podrá ser alegado como un hecho nuevo en orden a la 
revisión, pues no ha sido discutido en el proceso, y tampoco cabe 
hablar de negligencia por la parte. 

c) Inexistencia de negligencia 

El desconocimiento del hecho no debe ser como consecuencia 
de la actitud negligente de la parte que pide la revisión. 

d) El hecho debe ser ajeno al proceso 

Al afirmarse que el hecho debe ser ajeno al proceso en que se 
dictó la sentencia objeto de revisión se está indicando que debe 
haber ocurrido fuera de él, pues, ciertamente, de existir en el pro­
ceso ya no sería novedoso y, en todo caso, quedaría convalidado 
por la firmeza de la sentencia. 

e) El hecho debe ser descubierto con posterioridad a la 
sentencia firme 

El hecho debe ser posterior al momento en que la sentencia 
adquiere firmeza; es decir, el descubrimiento debe realizarse una 
vez que la sentencia ha sido leída en sesión pública (Artículo 58 
del Estatuto). 
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f) El hecho debe ser suficientemente probado 

El hecho debe ser suficientemente probado (Artículo 99.1 del 
Reglamento), es decir, sin dejar lugar a duda alguna sobre su 
certeza 6 3. 

Una vez indicadas las características generales de la causa de 
revisión taxativamente dispuesta por el Estatuto (descubrimiento 
de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor decisivo), cabe 
observar la vaguedad que preside la redacción, pues la misma bien 
pudiera calificarse de "cajón de sastre" en tanto que no recoge, al 
contrario que las legislaciones internas, una tasación de los posi­
bles motivos concretos de revisión. Sin ánimo de agotar el tema, a 
modo de ejemplo, puede traerse a colación la única solicitud de 
revisión instada ante el Tribunal 6 4. 

En aquella ocasión, sobre la base del artículo 61 del Estatuto, 
Túnez presentó al Tribunal una petición de revisión del fallo 
pronunciado el día 24 de febrero de 1982 y el hecho que, según 
Túnez, era desconocido por el Tribunal y por él mismo al pro­
nunciarse el referido fallo era el texto de la Resolución del Consejo 
de Ministros de Libia de 28 de marzo de 1968. Si bien posterior­
mente, al tratar del procedimiento se volverá sobre el tema sea 
suficiente su simple enunciado para señalar que posibles hechos 
pueden invocarse ante el Tribunal. La citada Resolución es un 
documento oficial y, en principio, un hecho sobre el cual fundar la 
revisión puede ser un documento, siempre y cuando cumpla las 
características anteriormente enunciadas. Por tanto, la solicitud de 
revisión de una sentencia firme puede basarse en un documento 
descubierto después de pronunciada. 

6 3 . M O N T E R O A R O C A , J.: LOS efectos..., cit., pág. 4 5 6 . Como señala esta 
autor, "la revisión se basa en la posibilidad, no en la seguridad, de una sentencia 
injusta o errónea". 

6 4 . Solicitud de revisión y de interpretación del fallo de 2 4 de febrero de 1982 
en el Asunto relativo a la plataforma continental (Túnez contra la Jamahiriya 
Libia). Fallo de 1 0 de diciembre de 1985 ( N A C I O N E S U N I D A S : Resúmenes de los 
fallos, opiniones consultivas y providencias de la Corte Internacional de Justicia. 
1948 -1991 , Nueva York, 1992, pág. 2 0 2 y ss.). 
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8. EL PROCESO DE REVISIÓN 

El proceso de revisión es un nuevo proceso -diferente del 
proceso anterior en que recayó la sentencia firme impugnada-
instado por la parte que propuso la solicitud de demanda de 
revisión (Artículo 99.1 del Reglamento) en cuyo seno se procede a 
la sustanciación del objeto de la revisión y que terminará con 
sentencia firme (Artículo 100.2 del Reglamento). 

El ejercicio de una acción autónoma provista de finalidad 
rescisoria de sentencias firmes comporta la existencia del proceso 
de revisión que, en relación al proceso anterior, se presenta como 
un proceso nuevo y autónomo. La existencia de este proceso 
nuevo aparece contemplada de forma expresa en el artículo 61.2 
del Estatuto del Tribunal: "la Corte abrirá el proceso de 
revisión...". 

La revisión actúa a partir del instante en que el proceso ha 
finalizado, después que la sentencia del proceso anterior ha adqui­
rido firmeza, es decir, se trata de una nueva acción encaminada a 
dejar sin efecto el primer proceso 6 3 y con su ejercicio nace un 
nuevo proceso -de revisión- diferente del anterior, que terminará 
con una nueva sentencia firme. Por tanto, la revisión es un pro­
ceso nuevo al que se accede mediante el ejercicio de una acción 
impugnativa autónoma. 

En atención a los párrafos precedentes puede concluirse 
definiendo el proceso de revisión ante el Tribunal Internacional de 
Justicia como aquél proceso nuevo que, por razones de carácter 
jurídico-procesal, tiene por finalidad impugnar una sentencia firme 
en virtud de motivaciones externas al proceso mismo en que la 
sentencia impugnada se emite. Hay que advertir que el proceso de 
revisión debe estructurarse como un proceso ajeno al rigor forma­
lista existente en los procesos de revisión internos. En beneficio 
de esta idea se presenta la insuficiente regulación advertida tanto 
en el Estatuto como en el Reglamento. En consecuencia, las 
páginas que siguen tienen por finalidad ofrecer una respuesta 
doctrinal coherente con la técnica procesal susceptible de ser 

6 5 . C A L A M A N D R E I , P.: Vicios..., cit., pág. 4 4 4 y ss. La acción de impug­
nación "da lugar a un proceso nuevo, el objeto del cual no es la constatación de la 
voluntad de la ley que fue ya objeto de la sentencia ahora impugnada, sino la 
constatación de una ley absolutamente nueva, de la cual deriva a favor del impug­
nante el derecho a obtener la invalidación de la sentencia por un vicio inherente a 
la misma". 
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aplicada a la materia, pues la revisión de una sentencia es una 
cuestión meramente hipotética ante la ausencia de práctica forense. 

8.1. El órgano jurisdiccional que conoce de la revisión 

El órgano jurisdiccional que debe conocer de la solicitud de 
demanda de revisión no plantea duda alguna: el Tribunal Interna­
cional de Justicia. Al contrario de lo que ocurre en algunos 
ordenamientos procesales internos 6 6, la solicitud de demanda de 
revisión se presentará ante el mismo órgano jurisdiccional que 
dictó la sentencia firme objeto de impugnación. La circunstancia 
apuntada es del todo loable, pues al conocer de la revisión el 
propio tribunal que dictó la sentencia firme, por un lado, no se 
incurre en la llamada antieconomía procesal y, por otro, será el 
que mejor puede valorar hasta qué extremo el hecho nuevo y 
extrínseco al proceso, invocado como motivo de revisión, hubiera 
podido variar el contenido de la sentencia dictada. 

La competencia del Tribunal para conocer de la demanda de 
revisión es una competencia funcional y no objetiva, como la que 
sirve para determinar ab initio si el Tribunal puede conocer de un 
determinado asunto. Dicho de otro modo, la competencia fun­
cional entra en juego precisamente porque el Tribunal ya ha 
conocido del asunto cuya sentencia firme es objeto de demanda de 
revisión; es decir, la competencia del Tribunal ya estaba fijada y, 
por ello, pudo conocer el asunto a él sometido. La competencia 
funcional se fija automáticamente una vez que el Tribunal es 
competente para conocer un determinado asunto... aunque nunca 
se llegue a ejercitar a posteriori la revisión. 

La competencia funcional es la que una norma expresa al 
respecto atribuye al Tribunal para el conocimiento de la revisión y 
buena prueba de ello es el hecho de que en la demanda de revisión 
no se requiere, como ocurre al incoar un proceso ante el Tribunal, 

66. Por ejemplo, en el caso del Estado español corresponde a la Sala I del 
Tribunal Supremo. Sobre este extremo, G Ó M E Z O R B A N E J A y H E R C E Q U E M A D A 

sostienen que "el motivo de la revisión no invoca error alguno del juzgador... De 
aquí que en el derecho común y en la mayor parte de las legislaciones extranjeras, 
sea competente para conocer del recurso de revisión el propio órgano que haya 
dictado la sentencia, puesto que no se le pide que repita una operación en que ha 
errado, y en que podría volver a errar" ( G Ó M E Z O R B A N E J A , E. y H E R C E Q U E M A D A , V.: 
Derecho..., cit., vol. 1. pág. 460). 
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que la parte solicitante indique "los fundamentos de Derecho en 
que se basa... para considerar competente a la Corte" (Artículo 
38.2 del Reglamento). El Tribunal es competente funcionalmente 
para conocer de la revisión desde el mismo momento en que tiene 
competencia -ab initio- para conocer del proceso cuya sentencia 
firme puede ser impugnada. 

En atención a todo lo señalado, son normas de competencia 
funcional las que atribuyen a determinados jueces o tribunales el 
conocimiento de ciertas materias y, en el caso concreto del Tribu­
nal de La Haya, el artículo 100.1 del Reglamento es una norma de 
competencia funcional, pues atribuye esta competencia para 
conocer cuando, una vez obtenida sentencia firme, es necesario 
determinar quién conocerá de la revisión. Según este precepto, si 
la sentencia a revisar hubiese sido dictada por el Tribunal, éste 
conocerá de la demanda de revisión y, por el contrario, si la 
sentencia hubiese sido dictada por una Sala, la Sala de que se trate 
conocerá de la demanda de revisión. El que conoce del proceso 
anterior, conoce de la demanda de revisión. En definitiva, la 
competencia funcional hace del todo innecesarias las normas de 
competencia objetiva, pues la misma se fija automáticamente una 
vez determinado que el Tribunal Internacional de Justicia puede 
conocer de un determinado asunto. 

Una vez afirmada la competencia funcional del órgano 
jurisdiccional en orden a conocer de la solicitud de demanda de 
revisión (Artículo 100.1 del Reglamento), cabe señalar que si la 
demanda de revisión hubiese sido conocida por el Tribunal, éste 
conocerá del proceso de revisión. Por el contrario, si la demanda 
de revisión hubiese sido conocida por una Sala, la Sala de que se 
trate conocerá del proceso de revisión. 

8.2. Las partes del proceso de revisión 

La solicitud de demanda de revisión de la sentencia es un acto 
de parte (acto de petición) en orden a la incoación del proceso de 
revisión y, en consecuencia, el Tribunal Internacional de Justicia 
no podrá instar la revisión de una sentencia por él dictada. En 
consecuencia, ¿quién puede instar la revisión y ser parte en el 
proceso? Como advertencia previa debe señalarse que, respecto a 
la capacidad para ser parte y la capacidad procesal, el acto relativo 
a la solicitud de revisión no presenta ninguna particularidad 

39 



J O S É B . A C O S T A E S T É V E Z 

especial, seguirán aplicándose las reglas generales que rigen en el 
proceso anterior -cuya sentencia se pretende revisar-. No 
obstante, en materia de legitimación, la cuestión difiere y presenta 
una particularidad propia y específica del proceso de revisión, no 
siendo aplicable la teoría general del proceso ante el Tribunal 
Internacional de Justicia. 

a) Capacidad para ser parte 

La capacidad para ser parte en el proceso de revisión no 
difiere de la capacidad prevista para ser parte en los procesos 
sustanciados ante él Tribunal Internacional de Justicia. Así, el 
artículo 93.1 de la Carta dispone que todos los miembros de las 
Naciones Unidas son ipso facto partes en el Estatuto del 
Tribunal y, por su lado, el citado Estatuto señala que el Tribunal 
estará abierto a los Estados (Artículo 35.1 del Estatuto) y 
únicamente estos podrán ser partes en los asuntos sustanciados en 
su seno (Artículo 34.1 del Estatuto). En este mismo contexto, el 
artículo 93.2 de la Carta dispone que "un Estado que no sea 
miembros de las Naciones Unidas podrá llegar a ser parte del 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, de acuerdo con las 
condiciones que determine en cada caso la Asamblea General a 
recomendación del Consejo de Seguridad" 6 7. En definitiva, a la 
luz de los preceptos indicados, la capacidad para ser parte viene 
determinada de forma automática por el status de Estado: los 
Estados tienen capacidad para ser parte ante el Tribunal Interna­
cional de Justicia desde el mismo momento en que el Derecho 
internacional le atribuya subjetividad internacional hasta su 
desaparición, siempre y cuando concurra la exigencia dispuesta en 
el artículo 93 de la Carta: solamente los Estados, miembros de la 
Organización o por vía del artículo 93.2 de la Carta, podrán 
solicitar la revisión de la sentencia firme dictada por el Tribunal de 
La Haya y, por tanto, ellos serán las partes del proceso de 
revisión. 

67. Al respecto cabe citar el caso de Suiza (Resolución 1 (I) de la Asamblea 
General de 11 de diciembre de 1946). 

40 



L A R E V I S I Ó N E N E L T R I B U N A L I N T E R N A C I O N A L D E J U S T I C I A 

41 

b) Capacidad procesal 

La capacidad procesal implica la aptitud necesaria de los 
Estados para comparecer en juicio y realizar válidamente actos 
procesales de parte. Los Estados tienen capacidad de obrar desde 
su consideración como Estados y, al ser la capacidad procesal el 
correlativo de dicha capacidad, no se plantean problemas relativos 
a una posible incapacidad procesal, pues los Estados actuarán a 
través de sus órganos estatales y la cuestión solamente viene 
referida a qué órgano se atribuye la representación y actuación en 
el proceso de revisión. 

c) Tratamiento procesal 

El Estatuto y el Reglamento del Tribunal no disponen nada 
respecto al tratamiento procesal de la capacidad para ser parte y la 
capacidad procesal en la esfera del proceso de revisión. El silencio 
que guarda al respecto también se da en la esfera de dichas capaci­
dades en relación al proceso instado ante el Tribunal. Los Estados 
no tienen que acreditar o probar el goce de estas capacidades. En 
todo caso, las referidas capacidades se demostrarían probando los 
Estados que son realmente Estados y miembros de las Naciones 
Unidas. Ahora bien, la admisión de un Estado en la Organización 
ya implica el reconocimiento de su personalidad en el ámbito del 
ordenamiento jurídico particular de las Naciones Unidas, pues, a 
tenor del artículo 4.1 de la Carta 6 8 , una de las condiciones de 
fondo para la admisión es la de ser un Estado; esto es, reunir los 
elementos esenciales del Estado para el Derecho internacional. 

d) Sucesión procesal 

El proceso no es instantáneo, pues su realización comporta 
una dilación de carácter temporal y, por tanto, cabe la posibilidad 
de que la situación fáctica inicial de las partes sufra variaciones 
durante su sustanciación. Así pues, durante la tramitación del 
proceso de revisión pueden acontecer una serie de circunstancias 

68. "Podrán ser miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados 
amantes de la paz que acepten las obligaciones consignadas en este Carta, y que, a 
juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir dichas obligaciones y se 
hallen dispuestos a hacerlo". 
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que incidan de forma directa sobre la capacidad para ser parte y la 
procesal de los Estados (p. ej. la extinción del Estado; unificación 
de varios Estados, etc.). 

e) Legitimación 

La legitimación es la cualidad de un Estado consistente en 
encontrarse, en el seno de una situación jurídica determinada, en la 
postura que fundamenta, según el Derecho, el reconocimiento a su 
favor de una pretensión que ejercita o la exigencia, respecto de él, 
del contenido de una pretensión. En el primer caso, la legitimación 
es activa, mientras que en el segundo es pasiva. Pues bien, la 
cuestión a tratar es la relativa a qué Estados están legitimados para 
presentar la demanda de revisión. 

El tratamiento de la legitimación en el seno del proceso de 
revisión reviste un carácter propio y particular que plantea consi­
deraciones especiales. Así, mientras que la capacidad para ser 
parte y la procesal no plantean problemas y siguen aplicándose las 
reglas generales que rigieron el proceso en que se dictó la sen­
tencia objeto de revisión, la legitimación no participa de tal cir­
cunstancia. En definitiva, la interposición de la demanda de revi­
sión requiere que el Estado que la inste reúna los requisitos de 
capacidad y legitimación necesarios para todo acto procesal. 

Por otro lado, como cuestión previa, debe advertirse que la 
revisión no podrá ser instada ex officio por el Tribunal Inter­
nacional de Justicia, sino que la misma debe ser resultado de una 
petición de parte. 

A pesar dé que el articulado del Estatuto y del Reglamento no 
realiza especificación alguna, implícitamente puede concluirse que 
las partes principales del primer proceso, cuya sentencia firme 
pretende ser revisada, serán las que podrán instarla y, por tanto, 
ser partes del proceso de revisión. Un tercer Estado, ajeno al pro­
ceso en que se dictó la sentencia objeto de revisión, nunca podrá 
interponer una demanda en este sentido. En consecuencia, sola­
mente podrán instar la revisión los Estados parte en el proceso 
primitivo cuya sentencia se quiere revisar, pues es indudable que 
el Estatuto y el Reglamento han querido que la legitimación para 
ser parte en el proceso de revisión haya de deducirse de haber 
ostentado dicha cualidad en el proceso cuya sentencia firme se 
trata de revisar: la legitimación debe entenderse extendida sólo a 
los Estados que fueron parte en el proceso primitivo. Se produce 
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69. Al respecto. P R I E T O C A S T R O , L . : Derecho..., cit., vol. I , pág. 416 y 
M U Ñ O Z R O J A S , T . : El interés en el proceso civil, 1958, pág. 56 y ss. 

70. M U Ñ O Z R O J A S , T.: Estudio..., cit., pág. 65. 
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una vis atractiva, en relación a las partes, del nuevo proceso 
sobre el proceso anterior. 

Una vez afirmado que solamente los Estados partes del 
proceso anterior estarán legitimados para interponer la demanda de 
revisión sobre la sentencia firme recaída en dicho proceso, hay 
que preguntarse qué parte podrá instar la revisión: ¿podrá instar la 
revisión solamente la parte litigante vencida en el anterior proceso? 
¿podrá instar la revisión la parte que ha obtenido una sentencia 
favorable pero no en todos los extremos solicitados? ¿podrá instar 
la revisión la parte que ha obtenido una sentencia favorable en 
todos los extremos solicitados? La cuestión es compleja, máxime 
cuando el Estatuto y el Reglamento guardan el más absoluto 
silencio al respecto. Si bien no hay una referencia expresa, aten­
diendo a dichos cuerpos normativos, puede deducirse que implíci­
tamente ambas partes del proceso cuya sentencia firme se pretende 
impugnar están legitimadas activamente para solicitar la revisión. 

Ahora bien, a la revisión se accede por descubrirse hechos 
ajenos al proceso y ocurridos fuera de él que de haberse conocido 
durante la sustanciación del proceso pudieran haber sido decisivos 
y variado el contenido de la sentencia. Ante el desconocimiento de 
tales hechos, el Tribunal ha juzgado y fallado en un determinado 
sentido que muy bien pudiera haber sido otro de estar en posesión 
de los mismos. En ausencia de dichos hechos en el proceso, la 
sentencia dictada ha podido provocar una lesión o gravamen en la 
parte que no los pudo invocar en el momento procesal oportuno 
por desconocerlos. Hipotéticamente cabe la posibilidad de que si 
hubieran sido invocados el contenido de la sentencia hubiera po­
dido ser otro y no perjudicar a esta parte. El resultado del plantea­
miento establecido es la existencia de una parte perjudicada por la 
sentencia firme que quizás no lo hubiera sido de haber podido 
invocar en su momento un hecho por ella desconocido. 

Si la parte vencedora del proceso anterior solicita la revisión, 
a pesar de estar legitimada activamente, carecerá del gravamen 
producido por la sentencia impugnada y, por extensión, le faltará 
el interés ad agiré 6 9 o necesidad de una tutela jurisdiccional. En 
este sentido, la revisión es un medio de impugnación que nace del 
perjuicio causado por la sentencia firme 7 0. 
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La conclusión que se desprende del planteamiento esbozado 
es que la revisión sólo puede ser solicitada por la parte vencida en 
el proceso cuya sentencia se impugna 7 1 y por la parte con sen­
tencia favorable pero perjudicada en tanto que la sentencia no le 
concede la totalidad de los extremos solicitados. 

Sin embargo, a nuestro juicio, el planteamiento dispuesto en 
párrafos precedentes no está en consonancia con la concepción y 
finalidad de la revisión en sede del Tribunal de La Haya. A la hora 
de responder si ambas partes del proceso anterior pueden solicitar 
la revisión o sólo la parte perjudicada, es interesante destacar que 
la gravamen no puede ni debe ser considerado como un elemento 
legitimador en orden a posibilitar la solicitud de la revisión de una 
sentencia. 

En apoyo de esta tesis, salvando las distancias, puede traerse 
a colación el tema de las excepciones preliminares y la postura del 
Tribunal ante las mismas. Las excepciones son unos medios de 
defensa, no de ataque, que puede utilizar la parte demandada para 
oponerse a la demanda, pero, contra toda lógica procesal, el 
Tribunal ha admitido que la parte actora presente excepciones 
preliminares7 2. 

A la vista de la postura adoptada por el Tribunal en el caso de 
las excepciones preliminares, no sería de extrañar que también 
admitiera la revisión instada por la parte que ha obtenido una sen­
tencia favorable y, en este caso, al contrario que en el anterior 
(excepciones) la admisión de la solicitud instada sería conforme a 
los postulados contenidos en la normativa del Tribunal. Respecto 
a este punto hay que considerar que no es necesario el interés ad 
agiré derivado del gravamen 7 3 , porque el Estatuto dice que para 
instar la revisión debe darse la causa que de manera exclusiva cita 
("sólo podrá pedirse la revisión cuando la solicitud se funde en el 
descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo..." (Artículo 61.1 del Estatuto.) y, por tanto, de darse la 
causa dispuesta taxativamente por el Estatuto de nada sirve pre­
guntarse si se da o no un interés de la parte en instar la revisión. 
Dicho en otras palabras, para solicitar la revisión hace falta que 

7 1. CARNELUTTI, F.: Contro il processo fraudulento, en RDPC, 1926, vol. II, 
pág. 22. 

72. Asunto del oro amonedado sacado de Roma en 1943, CU, Recueil, 1954, 
pág. 28 y ss. 

73. Al respecto y con carácter general, GUASP, J.: Indicaciones sobre el 
problema de la causa de los actos procesales, en RDP, 1943, núm. 3, pág. 420 y ss. 
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exista la causa indicada, pues ella justifica la revisión sin necesi­
dad de que concurra el denominado interés ad agiré. A sensu 
contrario, si concurre en la parte el referido interés, pero no la 
causa de revisión... no cabe esta última. 

La admisión de esta segunda tesis permite afirmar que la revi­
sión podrá ser solicitada por a) la parte perjudicada con sentencia 
firme desfavorable, b) la parte con sentencia favorable pero que no 
acoja la totalidad de sus pretensiones, y c) la parte vencedora total­
mente y carente de perjuicio, pero poseedora de la causa para soli­
citar la revisión. 

En resumen, la revisión ante el Tribunal de La Haya puede ser 
solicitada por quien haya tenido la calidad de parte en el proceso 
anterior, cualquiera que fuese su posición procesal (actor o de­
mandado) e independientemente de haber sido perjudicado o no 
por la sentencia firme resultante del proceso. 

Empero, por otro lado, ni el Estatuto ni el Reglamento con­
tienen un precepto que expresamente prohiba solicitar la revisión a 
los terceros intervinientes en el proceso. La pregunta es obvia, 
¿pueden los terceros intervinientes solicitar la revisión de una 
sentencia firme obtenida en el proceso en que intervinieron? En 
principio, salvo que el Tribunal nos sorprenda con una futura 
doctrina jurisprudencial, los terceros intervinientes no pueden soli­
citar la revisión de una sentencia firme. Las circunstancias que 
apoyan esta postura son las siguientes: 1) los terceros no son parte 
del proceso en que se dicta la sentencia firme 7 4 y 2) la sentencia 
del Tribunal sólo es obligatoria (Artículo 59 del Estatuto), 
definitiva e inapelable (Artículo 60 del Estatuto) para las partes en 
litigio. 

Atendiendo a las circunstancias indicadas, la demanda de revi­
sión solo pueden interponerla los Estados parte del proceso 
anterior (primitivo actor y demandado) cuando posean la causa 
dispuesta por el Estatuto 7 5, pues la postura que hayan detentado en 
el primer proceso es irrelevante en orden al proceso de revisión, si 

7 4 . Asunto relativo a la controversia sobre fronteras terrestres, insulares y 
marítimas entre el Salvador y Honduras (NACIONES UNIDAS: Resúmenes..., cit., pág. 
2 7 0 y ss.). 

7 5 . La solicitud de revisión y de interpretación del fallo de 2 4 de febrero de 
1982 en el Asunto relativo a la plataforma continental (Túnez contra la Jamahiriya 
Libia) fue solicitada por Túnez (parte del proceso cuya sentencia pretendía ser 
objeto de revisión) (NACIONES UNIDAS: Resúmenes... pág. 2 0 2 y ss.). 
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bien la lógica apunta que la interponga la parte más perjudicada 
por la sentencia firme. 

8.3. Comparecencia 

Para comparecer y actuar válidamente en el proceso ante el 
Tribunal de La Haya es necesaria la capacidad para ser parte y la 
capacidad procesal; pues bien, en cuanto a la comparecencia en la 
esfera de la revisión, hay que observar que se regirá por los mis­
mos principios relativos a la comparecencia y actuación procesal 
de las partes ante el citado proceso. 

a) Representación necesaria 

A la hora de instar la revisión será necesaria la llamada 
representación necesaria, en tanto que referencia a la condición de 
las personas físicas que actúan procesalmente en nombre del 
Estado ante el órgano jurisdiccional internacional: el representante 
necesario comparece y actúa en el proceso. El Reglamento no dis­
pone nada al respecto y, por ello, hay que acudir a las disposi­
ciones generales existentes en la materia para el proceso instado 
ante el Tribunal. 

La representación necesaria de los Estados ante el Tribunal de 
La Haya está encomendada a los agentes (Artículo 42.1 del Esta­
tuto), que serán designados por las autoridades estatales compe­
tentes. Ante el silencio legal que guarda el Reglamento, cabe en­
tender que, en el proceso de revisión, la designación se realizará 
en el escrito de demanda de revisión. En la práctica, por regla ge­
neral, el agente de un Estado es su embajador en La Haya o un 
alto funcionario del Ministerio de Asuntos Exteriores. 

La actividad realizada por el agente ante el Tribunal es vincu­
lante y obligatoria en todos sus extremos para el Estado al que 
representa 7 6, en tanto que está investido de capacidad de postu­
lación. 

La designación del agente es indispensable y su repre­
sentación debe ser justificada. Sin embargo, cabe la posibilidad de 

76. Certains intérets allemands en Haute Silésie polonaise (CPJI, Serie A, 
núm. 7, pág. 13). 
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que no se de la designación o que, habiendo tal designación, sea 
ilegal o insuficiente. En el supuesto de inexistencia de desig­
nación, el Tribunal lo comunicará al Estado interesado (Artículo 
26.1 a) del Reglamento) para que éste proceda a la designación del 
agente. Si la designación realizada por el Estado es ilegal o insu­
ficiente por haber sido realizada por una autoridad estatal no com­
petente, atendiendo a lo dispuesto para el supuesto anterior, el 
Tribunal realizará la misma gestión y quedará a la espera de la 
respuesta del Estado interesado. 

En el ámbito del proceso de revisión, podría argumentarse la 
innecesidad del trámite relativo a la designación del agente, pues 
cabe la posibilidad de que sea la misma persona que actuó como 
tal en el proceso anterior cuya sentencia firme quiere ser revisada. 
Sin embargo, a pesar de esta coincidencia, debe sostenerse la 
necesaria designación y afirmación de la representación del agente, 
ya que mediante la demanda de revisión se está instando un nuevo 
proceso. El proceso de revisión, al que se llega a través de una 
acción impugnativa autónoma, es autónomo e independiente del 
proceso en que recayó la sentencia firme y, por tanto, no debe 
omitirse el presente trámite. 

b) Abogados o Consejeros 

Las partes del proceso de revisión pueden contar con la 
asistencia de abogados o consejeros (Artículo 42.2 del Estatuto), 
siendo su designación libre y voluntaria. 

8.4. El objeto del proceso de revisión 

La revisión es un proceso, diferente del inicial en que recayó 
la sentencia que se revisa, con un objeto propio y, en conse­
cuencia, es del todo necesario determinar este último. Sin em­
bargo, a la hora de abordar tal cuestión, la doctrina no es unánime 
y, por ello, cabe señalar la existencia de diferentes posturas que 
propugnan diferentes soluciones. Para GÓMEZ ORB ANEJA y HERCE 
QUEMADA 7 7 , la demanda es la que determina el objeto del proceso. 
Así, ante el Tribunal Internacional de Justicia, la demanda de 

77. GÓMEZ ORBANEJA, E. y HERCE QUEMADA, V.: Derecho.,., cit, pág. 3. 
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revisión sería la que determinaría el objeto de proceso de revisión, 
pues el Tribunal conoce la materia sobre la que debe pronunciarse. 
Según PRIETO CASTRO 7 8 , uno de los fines del objeto del proceso es 
el fin correctivo, mediante la privación de la eficacia de la 
cosa juzgada a las sentencias dictadas sobre materiales viciados, 
siendo éste el objeto de la revisión. Entiende DOVAL DE M A T E O 7 9 

que el objeto de la revisión será el proceso anterior. Por su parte, 
G U A S P 8 0 sostiene que el objeto del proceso de revisión es una 
pretensión procesal. 

En este contexto, ante la diversidad de tesis doctrinales, como 
cuestión previa al estudio del objeto del proceso de revisión, debe 
realizarse las siguientes puntualizaciones: 

1. La sentencia que se quiere revisar, aun siendo £l resultado 
de un proceso en el que no existe ningún defecto de construcción 
procesal, ha resuelto el asunto sobre un material de litis incom­
pleto -ausencia del hecho descubierto con posterioridad a la 
firmeza de la sentencia-. 

2. La parte del proceso anterior que solicita la revisión de la 
sentencia firme reconoce que el Tribunal ha fallado en Derecho 
conforme al material aportado a los autos: no ha existido quebran­
tamiento en las formas del juicio, pero éste se fundamenta en un 
material de hecho incompleto. La revisión se da como conse­
cuencia de una excepcional situación de hecho. 

3 . La revisión es un nuevo proceso con un objeto propio, 
pues presupone una relación procesal ya cerrada. El que se trata de 
un proceso nuevo lo constata el hecho de que tanto la acción como 
la pretensión son nuevas en el proceso de revisión 8 1. 

4 . El proceso de revisión se insta mediante una demanda de 
revisión que implica la existencia de una sentencia firme que está 
produciendo los efectos de la cosa juzgada. Esta demanda de 
revisión es distinta e independiente del escrito de demanda o 

7 8 . PRIETO CASTRO, L.: Derecho..., cit., vol. I, pág. 220 . 
7 9 . DOVAL DE MATEO, J.: La revisión..., cit., pág. 92 . 
8 0 . GUASP, J.: Derecho..., cit., pág. 9 2 9 . 
8 1 . DE LA OLIVA, A. y FERNÁNDEZ, M.: Lecciones..., cit., pág. 34. "En no 

pocas ocasiones, estos tres términos -se refieren a acción, pretensión y 
demanda- se utilizan como sinónimos. Se dice, p.e., que la sentencia acoge (o 
rechaza) la acción, la pretensión o la demanda; se dice que la acción es fundada o que 
es fundada la pretensión o que lo es la demanda. Pero se trata de cuestiones 
distintas; la acción es... un derecho; la pretensión, un acto; la demanda, el vehículo 
formal de ese acto (que, a su vez, consiste esencialmente en afirmar una acción y 
pretender, en consecuencia, una concreta tutela jurisdiccional)". 
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notificación de compromiso que provocó la sustanciación del 
proceso anterior. 

5. El proceso de revisión constituye el ejercicio de una 
acción. 

Una vez señaladas las consideraciones anteriores, el objeto 
del proceso de revisión es la materia de que se trata en el proceso 
(res de qua agitur), esto es, el tema o la cuestión que la parte 
que insta la revisión somete a la consideración del Tribunal 
Internacional de Justicia para que este se pronuncie al respecto. Al 
ser la revisión un proceso, el objeto de éste ha de ser igual al de 
cualquier proceso y, por tanto, el objeto del proceso de revisión 
viene dado por la concreta acción afirmada. 

El objeto del proceso de revisión es la concreta acción 
afirmada8 2 o, en otras palabras, el derecho a aquella concreta tutela 
jurisdiccional que la parte que insta la demanda de revisión afirma 
que el Tribunal Internacional de Justicia debe otorgarle. Y, por 
tanto, la materia que se tratará en el proceso de revisión consiste 
en si el Tribunal debe o no otorgar a la parte que insta la misma 
esa tutela jurídica que solicita. 

Una vez sostenida la acción afirmada como el objeto del 
proceso de revisión, el tema a tratar es la identificación de la 
acción que permitirá la delimitación del objeto de este proceso. La 
acción afirmada se identifica por los sujetos (quien pide), el 
petitum (lo que se pide) y la causa petendi (razón por la que se 
pide). En estas páginas se trata únicamente del elemento objetivo 
de la acción (petitum y causa petendi), pues los sujetos del 
proceso de revisión han sido tratados anteriormente. 

Cabe advertir nuevamente la importancia de considerar la 
revisión como un recurso, pues el petitum y la causa petendi 
son diferentes a los del proceso cuya sentencia se pretende revisar: 
hay un nuevo petitum y la revisión se apoya en hechos nuevos y 
ajenos (nova procesales) al proceso en que se emitió la sen­
tencia firme. En caso contrario, de no tratarse de un proceso dife­
rente, sino de una fase del proceso primitivo, tal circunstancia 
sería una clara transformación o modificación del objeto del pro­
ceso cuya sentencia pretende ser objeto de revisión y esta modifi­
cación no es posible (mutatio libeli) como consecuencia de los 
efectos producidos por la litispendencia. 

82. DE LA OLIVA, A. y FERNÁNDEZ, M.: Lecciones..., cit., pág. 13. 
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El petitum es aquello a lo que la petición se refiere y, en este 
sentido, la demanda de revisión no pretende denunciar unos 
errores cometidos en la sentencia, sino que tiene por finalidad 
poner de relieve que el fallo contenido en la misma podría haber 
sido otro diferente si hubiera mediado el nuevo hecho que en el 
momento de fallar era desconocido tanto por el Tribunal como por 
la parte que solicita la revisión. 

El petitum del proceso de revisión es diferente del deducido 
en el escrito de demanda o notificación de compromiso que abrió 
el proceso en que se dictó la sentencia que se revisa, ya que tuvo 
un contenido propio y concreto sobre la base de unos hechos y 
normas jurídicas determinadas. El petitum del proceso de revi­
sión es que se rescinda la sentencia firme 8 3 y, por tanto, en rela­
ción con la demanda o notificación que instó el proceso primitivo, 
se trata de un petitum nuevo, pues la demanda de revisión se 
tiene una fundamentación fáctica y jurídica nueva. 

En relación al petitum debe dejarse muy claro que lo soli­
citado es la rescisión de la sentencia impugnada y no un cambio 
del contenido de la sentencia del proceso anterior. La cuestión, 
como se verá seguidamente, es de vital importancia. La parte que 
interpone la demanda de revisión solamente puede pedir la res­
cisión de la sentencia firme impugnada y en modo alguno puede 
solicitar que el Tribunal vuelva a fallar sobre el objeto del proceso 
anterior. La razón es obvia, si la parte que insta la revisión solicita 
en la demanda un nuevo fallo sobre lo ya juzgado en el proceso 
anterior entrará en juego la autoridad de cosa juzgada. En este 
sentido, el límite del petitum viene determinado por la cosa 
juzgada del proceso anterior. Esta advertencia es esencial a la hora 
de entender la revisión: el Tribunal no puede variar la sentencia 
firme impugnada y, por tanto, no puede entrar a conocer sobre el 
fondo del asunto del proceso cuya sentencia se revisa. La cuestión 
debe quedar clara, pues, como se verá al tratar del iudicium 
rescindens e iudicium rescisorium, la rescisión es sólo un 
juicio rescindente que tiene por finalidad reponer la situación al 
estado que tenía antes de la realización del proceso cuya sentencia 
se impugna y, en consecuencia, el iudicium rescisorium no 

83. CALVO SÁNCHEZ, M.: La revisión..., cit., pág. 66. "La emisión de una 
nueva sentencia queda fuera del objetivo del mencionado juicio - se refiere al juicio 
rescindente-; (...) Es decir, que el objeto de la revisión no es rescindir la sentencia 
y dar otra nueva..., sino simplemente rescindir la que sea objeto de la misma". 
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forma parte de la revisión, en tanto que es simplemente contin­
gente y no necesario. 

El petitum consiste en que el Tribunal de La Haya declare la 
rescisión de una sentencia firme dictada en un proceso anterior y, 
a tenor de lo que el actor pretende, la acción ejercitada será cons­
titutiva, pues su finalidad es la extinción de un derecho o de 
alguna relación jurídica por la que se encuentra vinculado la parte 
actora. 

La causa petendi o fundamento en el que la parte actora 
apoya su solicitud de tutela jurídica es la causa taxativamente 
contemplada en el artículo 61.1 del Estatuto. Así, según el pre­
cepto citado, la revisión tiene su fundamento "en el descubri­
miento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor decisivo 
y que, al pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la Corte y de 
la parte que pida la revisión". 

El elemento fáctico y el elemento normativo de la causa pe­
tendi son la razón de pedir. El primero de los elementos enun­
ciados es el hecho concreto jurídicamente calificable que, conec­
tado con el elemento normativo, concede a la parte que insta la 
revisión el derecho subjetivo en el que basa su petición de tutela 
jurídica. Por su parte, el elemento normativo conlleva la existencia 
de una norma internacional que concede al hecho la eficacia que 
afirma la parte que insta la revisión. 

El elemento fáctico es el hecho descubierto, previsto en el 
artículo 61.1 del Estatuto, y que la parte instadora de la revisión 
invoca. El hecho, como se ha indicado en otra parte, se encuentra 
fuera del proceso anterior, pues de encontrarse en él no podría ser 
invocado en orden a la revisión de la sentencia firme. El hecho 
alegado tendrá eficacia siempre y cuando exista una norma interna­
cional que se la otorgue y, como es natural, tal norma es el artículo 
61 del Estatuto. 

El Tribunal de La Haya concederá lo que se pide (rescisión de 
la sentencia firme) si la parte que demanda la revisión consigue 
probar la existencia del hecho y si resulta que existe una norma 
internacional que otorga a ese hecho la eficacia que la parte actora 
pretende. 

51 



JOSÉ B. ACOSTA ESTÉVEZ 

8.5. Posibles conductas de la parte del proceso anterior que no 
insta la demanda de revision 

El artículo 99.2 del Reglamento solamente concede la posi­
bilidad de participar en el proceso de revisión a los que han sido 
parte en el proceso cuya sentencia firme se trata de revisar ("la otra 
parte tendrá derecho a ..."), con independencia de su postura 
(demandante o demandado), y no han sido los instigadores de la 
demanda de revisión. Los terceros ajenos al proceso primitivo no 
podrán llevar a cabo ninguna actuación en sede del proceso de 
revisión. 

a) No comparecencia 

El proceso ante el Tribunal Internacional de Justicia reviste la 
forma contradictoria y, por ello, mientras la parte actora se cons­
tituye en parte mediante la incoación del proceso, la parte deman­
dada es constituida al margen de su voluntad por el actor: la de­
manda constituye al demandado en parte pasiva del proceso. Sin 
embargo, el demandado no esta obligado a comparecer, pero de 
no hacerlo se le declarará en la situación procesal de rebeldía. Por 
tanto, la incomparecencia en proceso conlleva la declaración de 
rebeldía. 

La situación descrita, propia de la comparecencia en el pro­
ceso seguido ante el Tribunal Internacional de Justicia, no es de 
aplicación en el ámbito del proceso de revisión. Si la parte del 
proceso primitivo que no ha instado el proceso de revisión no 
comparece en éste, no incurre en rebeldía como consecuencia de 
su incomparecencia. La explicación de esta particularidad del pro­
ceso de revisión es muy simple: las partes del proceso primitivo 
pueden instar la revisión, pero la demanda de revisión no se dirige 
frente a la otra parte del proceso anterior, sino contra la sentencia 
firme que se pretende revisar. La otra parte no tiene la carga de 
comparecer, sino que tendrá derecho a presentar por escrito sus 
observaciones sobre la admisibilidad de la solicitud de revisión 
(Artículo 99.2 del Reglamento), pero, en modo alguno, si no 
presenta tal escrito incurre en rebeldía. La parte ejercitará este 
derecho si conviene a sus intereses, pero no esta obligada a ello 
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y, en consecuencia, no se le podrá aplicar el artículo 53 del 
Estatuto 8 4, relativo a la rebeldía de la parte demandada. 

En el proceso de revisión no existe la posición de demandado 
o parte pasiva del proceso. La inexistencia de parte demandada 
tiene su razón de ser en varias circunstancias muy concretas, a 
saber: 1) La demanda de revisión no se dirige frente a otro Estado, 
sino contra la sentencia firme que se pretende revisar. 2) En el 
caso de la demanda de revisión no existe una controversia entre 
dos Estados; esto es, no se insta contra otro Estado. En la de­
manda revisoría no se da la regla general de que la parte actora 
señala la parte demandada. 3) La acción ejercitada tiene por obje­
tivo rescindir un estado jurídico existente, creado por una sen­
tencia firme. La acción no se deduce frente o contra otro Estado, 
sino directamente contra el acto jurisdiccional. 

b) Oposición y adhesión a la demanda de revisión 

Una vez indicado los efectos de la no comparecencia de la otra 
parte del proceso primitivo, hay que referirse brevemente si cabe 
la posibilidad de oponerse a la revisión y, en su caso, quién 
detenta tal posibilidad. El artículo 99.2 del Reglamento dispone 
que "la otra parte tendrá derecho a presentar por escrito sus obser­
vaciones sobre la admisibilidad de la solicitud...". Este precepto 
no deja lugar a dudas: solamente podrá oponerse a la solicitud de 
revisión la otra parte del proceso anterior que no ha presentado la 
solicitud de revisión. Asimismo, la utilización del término parte 
descarta a los terceros intervinientes en el proceso cuya sentencia 
firme pretende ser objeto de revisión, pues no son parte del 
proceso. 

El precepto glosado no dispone expresamente la oposición a 
la admisibilidad a la revisión, pero, como es obvio, en el momento 
de realizar por escrito sus observaciones sobre la admisibilidad de 
la solicitud, si interesa a sus derechos, la otra parte podrá opo­
nerse a la comentada solicitud. En todo caso, la oposición a la 
solicitud dependerá de los intereses de la parte, así como de quién 
solicite la revisión (p. ej. si la solicita la parte vencida en el 
anterior proceso, en principio, la parte vencedora del mismo se 

84. Según el apartado primero del artículo 53, "cuando una de las partes no 
comparezca ante la Corte, o se abstenga de defender su caso, la otra parte podrá 
pedir a la Corte que decida a su favor" 
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opondrá; pero si la solicita la parte parcialmente vencedora, la 
parte vencida puede oponerse o no; etc.). El tener "derecho a 
presentar por escrito sus observaciones" no significa la obliga­
ción, en caso de ejercitarlo, de oponerse a la revisión, pues ha de 
interpretarse en el sentido de que la parte igualmente puede 
oponerse a la solicitud, que apoyar la iniciativa de revisión. En 
definitiva, a tenor del precepto comentado, la otra parte del pro­
ceso primitivo puede comparecer para oponerse o incluso adhe­
rirse y apoyar la demanda de revisión. 

También debe añadirse que el hecho de tener derecho a pre­
sentar por escrito observaciones o la posibilidad de presentar 
opiniones (Artículo 99.3 del Reglamento) por la otra parte del 
anterior proceso que no ha solicitado la revisión, no significa que 
sea la parte pasiva -o demandado- del proceso de revisión, pues, 
como se ha indicado en otro lugar, la acción no se ejercita frente a 
la otra parte del proceso anterior, sino directamente contra la 
sentencia firme que se pretende revisar. 

8.6. Los actos procesales 

Los actos procesales pueden ser realizados en la sede del 
Tribunal Internacional de Justicia ("La sede de la Corte será La 
Haya...". Artículo 22.1 del Estatuto), o, en su caso, el Tribunal 
podrá reunirse y funcionar en cualquier otro lugar cuando lo con­
sidere conveniente (Artículo 22.1 del Estatuto). En este sentido, el 
artículo 55 del Reglamento dispone que el Tribunal podrá decidir 
que la continuación del proceso en un asunto "se lleve a cabo, en 
todo o en parte, en un lugar distinto de la sede". 

Los actos procesales deben realizarse en los términos y plazos 
señalados al efecto, bajo riesgo de preclusion. En relación a los 
días y horas hábiles para llevar a cabo las actuaciones judiciales el 
Tribunal observará las fiestas que se guarden en el lugar en que 
esté reunido (Artículo 20.5 del Reglamento). 

Los actos procesales deben cumplir con una serie de requi­
sitos relativos a la forma, tales como idioma, oralidad y escritura y 
documentos y copias. El primero de los requisitos enunciados será 
tratado al examinar la lengua del procedimiento y, por ello, se 
omite cualquier referencia al respecto en el presente apartado. La 
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oralidad y escritura implican la forma de expresión externa del 
acto, según el momento y la fase del procedimiento. Finalmente, 
hay que distinguir entre los documentos originales y las copias de 
los escritos y actuaciones practicadas que son objeto de traslado a 
la otra parte. Los documentos originales se conservarán en poder 
del Secretario, que se encargará de transmitir a las partes las 
oportunas copias (Artículo 26.1, letra d), del Reglamento). 

En atención a los sujetos emisores, los actos procesales son 
susceptibles de ser clasificados de la siguiente manera: actos de 
parte y actos del Tribunal Internacional de Justicia. Entre los que 
integran la actividad procesal de las partes, por regla general, cabe 
citar los actos de petición, alegación y prueba. 

Los Estados podrán realizar válidamente los denominados 
actos procesales de parte que integran su actividad procesal en la 
esfera del proceso de revisión. 

a) Actos de petición. La petición más importante de la parte es 
la solicitud escrita contenida en la demanda de revisión (Artículo 
99.1 del Reglamento). 

b) Actos de alegación. Los actos de alegaciones son utilizados 
por las partes para aportar al proceso de revisión los elementos 
fácticos y jurídicos que han de determinar la solución del proceso 
de revisión. 

c) Actos de prueba. Los actos de prueba son las actividades 
dirigidas a demostrar la realidad de las alegaciones efectuadas por 
las partes para conseguir el convencimiento del Tribunal e influir 
en el resultado final del proceso de revisión. 

Según el artículo 99.4 del Reglamento, si el Tribunal declara 
admisible la solicitud de demanda de revisión podrá recabar la 
opinión "de cada una de las partes". El Reglamento posibilita la 
participación de las partes del proceso anterior, mediante actos 
procesales, en el proceso de revisión. La lectura del precepto 
indicado permite deducir dos extremos, a saber, a) el Tribunal se 
informará de la opinión de ambas partes del proceso anterior, es 
decir, no solamente de la parte que ha instado la demanda de 
revisión y b) las terceras partes intervinientes en el proceso an­
terior no serán consultadas por el Tribunal. 

A la luz del comentado precepto, a instancia del órgano 
jurisdiccional, en el proceso de revisión las partes podrán realizar 
los actos de alegaciones que estimen necesarios para aportar al 
proceso los elementos fácticos y jurídicos que han de determinar la 
solución del mismo. 
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Por otro lado, el Tribunal también puede admitir los actos de 
prueba dirigidos a demostrar la realidad de las alegaciones efec­
tuadas para lograr el convencimiento del Tribunal, actos de prueba 
que pueden ser solicitados en la demanda de revisión. No obs­
tante, vale la pena insistir en que los actos de parte solamente 
podrán ser realizados por éstas cuando el Tribunal disponga tal 
posibilidad 8 5. 

Los actos del órgano jurisdiccional en el ámbito del proceso 
de revisión pueden revestir, al igual que en el proceso ordinario, la 
forma de providencia y de sentencia. 

a) Las providencias o resoluciones de tramitación proce-
dimental necesarias para el curso del proceso de revisión. Al res­
pecto, como ejemplos de providencias en sede de este proceso, 
puede ser citada la providencia que debe dictar el Tribunal en 
orden al cumplimiento de la sentencia impugnada, cuando la 
admisión de la demanda de revisión dependa de tal circunstancia 
(Artículo 99.5 del Reglamento), o las providencias relativas a los 
plazos para el procedimiento ulterior, si lo hubiere, sobre el fondo 
de la demanda (Artículo 99.4 del Reglamento). 

b) Las sentencias o decisiones que deciden de forma definitiva 
la cuestión del proceso de revisión. Sin embargo, dado que el 
procedimiento seguido en la sustanciación del proceso de revisión 
responde a una doble cognición, cabe señalar la existencia de 
dos sentencias: una relativa a la admisibilidad de la solicitud de 
revisión (Artículo 99.3 del Reglamento) y otra sobre el fondo de la 
cuestión (Artículo 100.2 del Reglamento). 

Respecto al Secretario, en tanto que persona que mediatiza 
toda la actividad procesal, cabe citar los actos procesales de con­
servación y custodia (Artículo 26.1, letras b, c, f y n del Regla­
mento), mediación (Artículo 26.1, letras a, d, e. k y m del Regla­
mento) y documentación (Artículo 26.1, letras f y h del 
Reglamento). 

85. La observación realizada también es de aplicación en los casos en que las 
partes decidan recurrir al artículo 101 del Reglamento, pues en este caso, las 
modificaciones o adiciones dependerán de dos factores, a saber, que el Tribunal 
decida abrir un procedimiento ulterior sobre el fondo de la demanda (artículo 99.4 
del Reglamento) y que el Tribunal estime que dichas modificaciones y adiciones son 
apropiadas a las circunstancias del asunto (artículo 101, in fine, del Reglamento). 
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8.7. La dinámica general del proceso de revisión 

La dinámica general del proceso de revisión instado ante el 
Tribunal de La Haya viene determinada por los siguientes actos. 

a) La demanda de revisión 

La solicitud escrita de incoación de un proceso de revisión 
adopta la forma de demanda (Artículo 99.1 del Reglamento). Se 
trata, por tanto, de un acto de petición de parte, mediante el cual se 
insta la apertura del proceso dirigido a revisar una sentencia firme 
dictada en un proceso anterior. Como es obvio, el citado escrito de 
demanda es vital, pues sin él no habría lugar a la revisión. 

En relación a los datos que deberá contener el escrito de 
demanda, el artículo 99.1 del Reglamento es muy parco, ya que en 
el mismo solamente se exigen "los datos necesarios para demos­
trar que se han cumplido las condiciones previstas en el artículo 61 
del Estatuto". Por ello, ante esta falta de concreción, hay que 
determinar qué datos debe contener la demanda 8 6 . En principio, 
parece del todo oportuno una remisión a los artículos 40.1 del 
Estatuto y 38 del Reglamento en tanto que disponen los extremos 
que deberá contener toda demanda interpuesta ante el Tribunal. 
Así, la demanda de revisión puede estar redactada conforme a las 
prescripciones de la demanda ordinaria, pero con unas particula­
ridades. 

Una vez contemplados los extremos dispuestos en los citados 
preceptos, debe precederse a un análisis de los mismos para 
determinar los que deben concurrir en una demanda de revisión. 
En todo caso, la demanda deberá hacer una invocación expresa al 
Tribunal Internacional de Justicia. En primer lugar, la demanda 
debe contener la indicación de la parte que presenta el escrito de 
demanda instando la revisión. Este dato es esencial, pues permite 
fijar la parte que insta el proceso de revisión. El segundo dato 
exigido por el artículo 38.1 del Reglamento es el relativo al Estado 

86. El artículo 83 del Reglamento del Tribunal adoptado el 6 de mayo de 1946 
y modificado el 10 de mayo de 1972 disponía que la demanda de revisión debía 
expresar los siguientes extremos: 1) mención de la sentencia cuya revisión se pide; 
2) las indicaciones necesarias para demostrar que se han cumplido las condiciones 
requeridas en el artículo 61 del Estatuto; 3) la lista de los documentos en apoyo de la 
solicitud que deberán acompañarse. 
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contra quien se insta el proceso. Al respecto debe decirse que este 
extremo no tiene cabida en la demanda de revisión, ya que tal 
demanda, como se ha indicado en páginas anteriores, no se dirige 
frente a otro Estado sino contra la sentencia que se pretende 
revisar: en el proceso de revisión la posición de demandado no 
existe. El tercer extremo exigido es el objeto de la controversia. En 
el caso de la demanda de revisión no a lugar este extremo, pues no 
existe una controversia. Por ello, en su lugar debe hacerse indi­
cación de la sentencia que se pretende revisar. El cuarto extremo 
es el relativo a los fundamentos de Derecho en que se basa el 
demandante para considerar competente al Tribunal. Este dato 
tampoco es necesario, pues, como se indicó en otro.lugar, el 
Tribunal tiene competencia funcional para conocer las revisiones 
instadas ante él. En quinto lugar, la demanda debe contener la 
naturaleza precisa de lo demandado. En este sentido, la demanda 
de revisión debe indicar que lo demandado es la rescisión de la 
sentencia firme impugnada en tanto que cuestión de fondo. El 
sexto extremo es el relativo a una exposición sucinta de los hechos 
en que se basa la demanda. De aquí puede concluirse que la de­
manda de revisión debe contener una exposición sucinta del hecho 
u hechos nuevos que invoca la parte para la apertura de la revi­
sión. Por último, la demanda deberá contener una exposición 
sucinta de los fundamentos de Derecho en que se basa. En rela­
ción a la demanda de revisión, el fundamento jurídico invocado 
será el artículo 61 del Estatuto. 

Una vez indicados los extremos anteriores, la demanda de re­
visión también debe contener los datos necesarios para demostrar 
que se han cumplido las condiciones previstas en el artículo 61 del 
Estatuto: 1) que se trata de un hecho desconocido; 2) que el des­
conocimiento no era debido a su negligencia; 3) que el hecho por 
su naturaleza justifica la revisión; 4) que la demanda se insta 
dentro de los seis meses desde el descubrimiento del hecho y 
5) que no han transcurrido más de diez años desde la fecha de la 
sentencia que se intenta revisar. 

En relación al recibimiento a prueba, debe señalarse que 
parece oportuno que ya en el escrito de demanda se incluya una 
petición al respecto. Las pruebas, lógicamente, han de venir refe­
ridas al hecho nuevo alegado como motivo de revisión. 

El escrito de demanda deberá contener la firma del agente o 
representante diplomático en el país donde el Tribunal tiene su 
sede o persona debidamente autorizada. En el caso de que la firma 
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que conste no sea la del representante diplomático, esta deberá ser 
legalizada (Artículo 38.3 del Reglamento). 

b) Alegaciones 

El presente apartado contempla las alegaciones escritas y 
orales que pueden formular tanto la parte que presenta la solicitud 
de revisión como la otra parte del proceso cuya sentencia firme 
pretende ser impugnada. 

El denominado escrito de observaciones es un acto procesal 
de parte, pero no de petición, sino de alegación escrita al que tiene 
derecho la otra parte (Artículo 99.2 del Reglamento) del proceso 
cuya sentencia firme pretende ser impugnada. Formalmente, el re­
ferido escrito debe contener un encabezamiento con la identifica­
ción concreta tanto propia como de la otra parte y del Asunto al 
que se refiere, siendo el sujeto destinatario del escrito el Tribunal 
Internacional de Justicia ante el que el comparece esta parte 
(la comparecencia se tratará al examinar el procedimiento de la 
revisión). En relación a la firma, téngase por reproducido lo 
indicado para el escrito de demanda. 

El artículo 99.2 del Reglamento dispone que "la otra parte 
tendrá derecho a presentar por escrito sus observaciones sobre la 
admisibilidad de la solicitud dentro de un plazo..."; es decir, se 
trata de un escrito que tiene por finalidad aportar una serie de 
elementos fácticos y jurídicos en orden a la postura mantenida por 
la parte en relación a la solicitud de revisión instada por la otra 
parte del proceso anterior. Como es obvio, las posturas mante­
nidas por la parte sobre la admisibilidad de la revisión pueden ser 
varias: oposición, conformidad o indiferencia (no presenta el 
escrito). Así, el contenido del escrito vendrá determinado por la 
postura adoptada en relación a la admisibilidad de la revisión. 

Sin embargo, teniendo presente lo comentado en párrafo pre­
cedente y con carácter general, las observaciones pueden venir 
referidas a diferentes extremos vinculados con la admisibilidad, a 
saber, 1) el reconocimiento o la negación del hecho nuevo invo­
cado por la otra parte; 2) el fundamento jurídico invocado por la 
otra parte (Artículo 61 del Reglamento) y 3) la demostración de 
que se han cumplido las condiciones previstas en el citado 
precepto. 
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Por otro lado, las opiniones son actos de alegaciones escritas 
u orales de las partes que podrán ser solicitados por el Tribunal 
con anterioridad a la sentencia sobre la admisibilidad de la 
solicitud de revisión (Artículo 99.3 del Reglamento). En tales 
escritos o deposiciones verbales, las partes podrán presentar tanto 
sus posturas como pareceres sobre la admisibilidad de la solicitud 
de revisión. El contenido de estos alegatos consistirá en nuevas 
aportaciones fácticas y jurídicas que apoyarán las respectivas 
posturas mantenidas sobre la admisibilidad o no de la revisión. 

c) La prueba 

La decisión última del Tribunal tanto sobre la admisibilidad de 
la solicitud de revisión como sobre la revisión misma requiere la 
determinación de los hechos invocados a instancia de parte y ello 
se consigue mediante la prueba o actividad que desarrollan las 
partes con el Tribunal Internacional de Justicia para alcanzar el 
convencimiento de la verdad o certeza de un determinado hecho o 
afirmación fáctica o para fijarlo como cierto a los efectos del pro­
ceso de revisión. La prueba es una actividad de comprobación que 
tiene por finalidad la consecución de un conocimiento de lo que se 
afirma como cierto y, por tanto, encaminada a formar la convic­
ción del Tribunal. 

Para que el Tribunal declare admisible la solicitud de revisión 
deben cumplirse unas determinadas condiciones de admisibilidad. 
La demostración de que dichas condiciones se han cumplido será 
la llave que permitirá al Tribunal fallar una sentencia de contenido 
estimatorio en orden a la apertura del proceso de revisión y, como 
es obvio, tal demostración solamente puede realizarse mediante la 
aportación de pruebas. 

El fin de la prueba en el proceso de revisión es lograr el 
convencimiento del Tribunal o de la sala de la verdad o certeza de 
un determinado hecho para fijarlo como cierto a los efectos del 
citado proceso. En este caso concreto, el objeto de la prueba es un 
hecho aportado por la parte que insta la revisión de una sentencia 
firme. 

La parte que presenta la solicitud de demanda de revisión de 
sentencia deberá demostrar que ha cumplido las condiciones 
previstas en el artículo 61 del Estatuto, es decir, deberá probar que 
1) que se trata de un hecho desconocido; 2) que el desconoci­
miento no se debía a su negligencia; 3) que el hecho por su 
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naturaleza justifica la revisión; 4) que la solicitud de revisión se 
pide dentro de los seis meses del descubrimiento del hecho y 
5) que no han transcurrido más de diez años desde la fecha de la 
sentencia que se quiere revisar. 

En el supuesto de que el Tribunal decida recibir a prueba 
(Artículo 99.4 del Reglamento), los medios probatorios utilizados 
por las partes podrán ser el documental (Artículo 43.2 del 
Estatuto), pericial y testifical (Artículo 57 del Reglamento) en 
orden a probar el hecho alegado. 

El artículo 99.1 dispone que, junto al escrito de demanda de 
revisión, "se acompañarán los documentos en apoyo". Al tenor 
literal de la frase transcrita parece que el único medio de prueba 
admitido es el documental. No obstante, en principio, además del 
documental, las partes podrán hacer uso de peritos y testigos 
(Artículo 57 del Reglamento). En todo caso, si las partes pro­
ponen la práctica de una prueba pericial o testifical, deberán comu­
nicarlo al Secretario (Artículo 57 del Reglamento) para que, 
posteriormente, la admisión de tal prueba sea o no acordada por el 
Tribunal. 

La práctica probatoria en el proceso de revisión viene deter­
minada por dos circunstancias, a saber, 1) el recibimiento a prueba 
debe ser acordado por el Tribunal, que adoptará las medidas nece­
sarias para su práctica (Artículo 48 del Estatuto), pues al respecto 
tiene un amplio margen de dirección del procedimiento (Artículo 
99.4 del Reglamento) y, en su caso, 2) las partes podrán proponer 
cualquier medio de prueba ya que no existe ninguna limitación en 
este extremo, pudiendo ser utilizados todos los medios de prueba 
reconocidos en sede procedimental del Tribunal Internacional de 
Justicia. Como es obvio, la admisión de prueba la acordará el 
propio Tribunal. 

La aportación de prueba la habrá de realizar la parte que insta 
la solicitud de revisión; esto es, la carga de la prueba recae sobre el 
solicitante, el cual ha de probar todos los hechos en los que fun­
damenta la solicitud de demanda de revisión y que dichos hechos 
reúnen todas las condiciones necesarias para configurar la causa o 
motivo de revisión alegado. Sin embargo, a pesar de que el Regla­
mento no dice nada al respecto, cabe entender la posibilidad de 
que la otra parte, tanto si se opone como si apoya la revisión, pue­
da aportar las pruebas que estén en su posesión para apoyar su 
posición ante la referida solicitud. 
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La práctica y valoración de la prueba se rigen por las normas 
generales y, por ello, el Tribunal es libre de apreciar, con arreglo a 
su criterio, el resultado de la prueba y formar su propia 
convicción, pues rige el criterio de libre valoración de la prueba. 

8.8. La sentencia sobre la admisibilidad de la solcitud de revisión 

La discusión sobre la admisibilidad o no de la revisión finaliza 
mediante sentencia del Tribunal o de la sala (Artículo 61.2 del 
Estatuto y 99.3 del Reglamento). Formalmente, la sentencia de­
berá indicar si ha sido dictada por el Tribunal o por una Sala y los 
extremos contenidos en los artículos 95.1 del Reglamento, 56.2 y 
58 del Estatuto. 

Por el sentido de la parte dispositiva, la sentencia puede ser 
estimatoria o desestimatoria, según declare admisible o no la soli­
citud de demanda de revisión. La sentencia que declara admisible 
la revisión (estimatoria) deberá hacer constar expresamente los 
siguientes extremos: 1) la existencia del hecho nuevo alegado por 
la parte solicitante en su escrito de demanda, 2) el reconocimiento 
de que éste por su naturaleza justifica la revisión de la sentencia 
impugnada y 3) 1 la declaración de que hay lugar a la solicitud 
(Artículo 61.2 del Estatuto). A sensu contrario, la sentencia 
que declare inadmisible la solicitud de revisión -desestimatoria-
de la sentencia firme que pretendía ser impugnada debe hacer 
constar expresamente la no concurrencia de ambos o, en su caso, 
alguno de los dos primeros extremos indicados y declarar de que 
no hay lugar a la solicitud. 

En la sentencia de 10 de diciembre de 1985 8 7 el Tribunal por 
unanimidad declaró que no concurrían las siguientes condiciones 
exigidas para la revisión: 

1) "Habiendo examinado las oportunidades de que dispuso 
Túnez para obtener esa información, y deduciendo de ellas que 
Túnez pudo obtener las coordenadas exactas del límite de la con­
cesión... la Corte concluyó que faltaba una de las condiciones 
esenciales de admisibilidad de una solicitud de revisión esta-

87. Revisión del fallo de 24 de febrero de 1982 en el Asunto de la plataforma 
continental (Túnez contra la Jamahiriya Árabe Libia), NACIONES UNIDAS: 
Resumen..., cit., pág. 202 y ss. " 
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8.9. El cumplimiento de la sentencia objeto de revisión como 
posible requisito previo 

La solicitud de demanda de revisión no exime del cumpli­
miento de lo dispuesto por la sentencia firme objeto de revisión. 
Por ello, en ningún momento la parte solicitante puede argüir la 
interposición de la solicitud de revisión para dejar de cumplir la 
parte dispositiva de la sentencia impugnada. La parte solicitante 
debe cumplir lo dispuesto por la sentencia firme impugnada, 
independientemente de que inste su revisión. 

En el supuesto de que la parte solicitante no haya cumplido 
con lo dispuesto por la sentencia firme objeto de revisión, antes de 
iniciar el proceso de revisión el Tribunal podrá exigir, si lo estima 
oportuno, con carácter previo su cumplimiento (Artículo 61.3 del 
Estatuto) y a tal efecto dictará una providencia (Artículo 99.5 del 
Reglamento). Por tanto, el previo cumplimiento del fallo será 
acordado por el Tribunal en atención a la facultad que en este 
sentido le dispensa tanto el Estatuto como el Reglamento. 
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blecidas en el párrafo 1 del artículo 61 del Estatuto: el descono­
cimiento de un hecho nuevo no debido a negligencia" y 

2) "Sin embargo, para que resultara admisible una solicitud de 
revisión, no bastaba con que el nuevo hecho aducido pudiera, de 
haberse conocido, haber permitido a la Corte ser más específica en 
su decisión; debía tratarse de un hecho 'de tal naturaleza que puede 
ser factor decisivo'. Lejos de constituir un hecho de esa índole, 
los detalles de las coordenadas... no habrían cambiado la decisión 
de la Corte... ". 

Finalmente, la sentencia decide que "la Corte debía concluir 
que la solicitud de revisión de fallo de 1982 presentada por Túnez 
no era admisible con arreglo a los términos del artículo 61 del 
Estatuto" y "declaró inadmisible la solicitud de revisión del fallo 
de 24 de febrero de 1982". 

La sentencia resolviendo la admisibilidad de la solicitud de re­
visión, ya sea admitiéndola o no, debe ser motivada (Artículo 56.1 
del Estatuto), y, en todo caso, se agregará, si la hubiere, la opi­
nión de los magistrados disidentes (Artículo 57 del Reglamento). 

La sentencia estimatoria de la petición de revisión conlleva la 
apertura del proceso de revisión (Artículo 61.2 del Estatuto). 
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Sin embargo, la exigencia de que se cumpla lo dispuesto por 
la sentencia que se pretende revisar conlleva una serie de pro­
blemas. En primer lugar, las circunstancias a considerar y valorar 
por el Tribunal para que exija que se cumpla lo dispuesto por la 
sentencia. Ante el silencio del precepto, cabe entender que corres­
ponderá al Tribunal determinar las circunstancias concurrentes, la 
valoración de las mismas y, en su caso, exigir el cumplimiento. 
En segundo lugar, hay que referirse a la posible oportunidad de 
exigir el cumplimiento de la sentencia objeto de revisión. ¿Qué 
ocurre si se cumple la sentencia y, posteriormente, tras la revisión, 
el órgano jurisdiccional entiende que debe rescindir la sentencia? 
La cuestión planteada debe conectarse con la ejecución de las 
sentencias del Tribunal. Las sentencias deben ser ejecutadas por 
las propias partes del proceso y, en este sentido, el artículo 94 de 
la Carta dispone que "cada miembro de las Naciones Unidas se 
compromete a cumplir la decisión de la Corte Internacional de 
Justicia en todo litigio en que sea parte". Los Estados partes en un 
proceso tienen la obligación de cumplir lo dispuesto en las sen­
tencias del Tribunal. 

En atención al planteamiento anterior y a la posibilidad cues­
tionada dos párrafos más arriba, el contenido del apartado cuarto 
del artículo 61 del Estatuto carece de rigor procesal, máxime cuan­
do la propia presentación de la demanda de revisión no suspende 
la ejecución de la sentencia objeto de revisión. El precepto objeto 
de crítica, en lugar de exigir el cumplimiento - lo que ya está 
exigido por otras vías-, debería excepcionar la norma general de 
ejecución de sentencias firmes contenida en el artículo 94 de la 
Carta. En otras palabras, el legislador debería haber previsto que, 
en algunos determinados supuestos, la ejecución de la sentencia 
firme podría acarrear perjuicios irreparables a la parte peticionaria 
en revisión y para evitar la producción de dichos perjuicios debería 
haber redactado el precepto comentado en el sentido siguiente: "en 
vista de las circunstancias, el Tribunal podrá ordenar la suspen­
sión del cumplimiento o ejecución de la sentencia firme". En opo­
sición a la afirmación anterior podrá decirse que el apartado 3 del 
artículo 61 dispone que el Tribunal "podrá exigir" y, en conse­
cuencia, si el citado órgano advierte que tal exigencia puede causar 
un perjuicio irreparable no llevará a cabo tal exigencia. Sin 
embargo, el hecho de que el Tribunal no imponga el cumplimiento 
de la sentencia, no conlleva la imposibilidad de que, ante la ineje­
cución de la sentencia, la otra parte acuda al artículo 94.2 de la 
Carta y recurra al Consejo de Seguridad "el cual podrá, si lo cree 
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8.10. La terminación del proceso de revisión: la sentencia 
rescindente 

La sentencia será la normal terminación del proceso de revi­
sión, pues, como señala el artículo 100.2 del Reglamento, la 
decisión del Tribunal sobre la demanda de revisión de sentencia 
adoptará también la forma de sentencia. Sin embargo, tras esta 
afirmación, el Reglamento no dispone nada más al respecto y la 
práctica es inexistente, ya que el Tribunal nunca se ha pronunciado 
en un proceso de revisión. 

La sentencia dictada en revisión está sujeta a los mismos 
requisitos externos e internos de la sentencia del proceso ante el 
citado órgano jurisdiccional. 1) En relación a la forma de la 
sentencia hay que estar a lo dispuesto por los artículos 56 y 57 del 
Estatuto y 95 del Reglamento. 2) La sentencia dictada por el 
Tribunal en el proceso de revisión será definitiva e inapelable 
(Artículo 60 del Estatuto). 3) La sentencia, en su parte dispositiva, 
puede estimar -total o parcialmente- o desestimar la revisión. 
Cuando el Tribunal estimare procedente la revisión solicitada, lo 
declarará así y rescindirá en todo o parte la sentencia impugnada, 
según que la revisión se refiera a la totalidad o solamente a alguno 
de los capítulos de la misma. 

La sentencia se formula en los términos previstos en el 
artículos 56 y 58 del Estatuto y 95 del Reglamento. A tenor de los 
preceptos del Estatuto, "el fallo será motivado" (Artículo 56.1 del 
Estatuto), "mencionará los nombres de los magistrados que hayan 
tomado parte en él" (Artículo 56.2 del Estatuto) y "será firmado 
por el Presidente y el Secretario" (Artículo 58 del Estatuto). 
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necesario, hacer recomendaciones o dictar medidas con el objeto 
de que se lleve a efecto la ejecución del fallo". 

En definitiva, hay que concluir afirmando que, en orden a evi­
tar la producción de perjuicios irreparables a la parte demandante 
en revisión, el contenido del artículo 61.3 del Estatuto es del todo 
incoherente con la técnica procesal que debe presidir esta materia, 
pues, en lugar de propiciar la suspensión de la ejecución excep-
cionando la norma general, faculta al Tribunal para exigir su cum­
plimiento, dejando la puerta abierta, en caso de que el Tribunal no 
lo exija, a la otra parte para recurrir ante el Consejo de Seguridad. 
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A la luz del contenido dispuesto en el artículo 95 del Regla­
mento, hay que observar que el mismo recoge los apartados 
básicos de toda sentencia, si bien con ciertas particularidades. La 
sentencia se estructura en torno a tres partes netamente dife­
renciadas: individualización del asunto (encabezamiento); exposi­
ción de motivos (cuerpo o motivación) y fallo (parte dispositiva). 

El cuerpo de la sentencia se completa, si la hubiere, con la 
opinión separada o desidente (Artículo 57 del Estatuto) de 
cualquier juez. El juez que desee hacer constar su acuerdo o disen­
timiento sin explicar los motivos podrá hacerlo en la forma de una 
declaración (Artículo 95.2 del Reglamento). Se trata, por tanto, de 
una facultad de los jueces. Las opiniones individuales no están 
contempladas en el Estatuto, sino que resultan de la práctica 8 8 y 
emanan de un juez que concordando con el fallo, está en desa­
cuerdo con todos o parte de los motivos invocados por el Tri­
bunal; es decir, las opiniones individuales expresan las motivacio­
nes de un juez que estando de acuerdo con la parte dispositiva de 
la sentencia -ha votado a favor- no lo está con las motivaciones de 
la mayoría. 

La sentencia se presenta como un documento bilingüe, con las 
dos versiones -inglés y francés- en páginas opuestas, estruc­
turado, como ya se indicó, en torno a un encabezamiento (indivi­
dualización del asunto o introducción), exposición de motivos 
(cuerpo o motivación) y fallo (parte dispositiva) y dividido en pá­
rrafos numerados. Pues bien, a continuación del fallo se consigna 
la decisión de cual de los dos textos, el francés o el inglés, en los 
que el Tribunal ha dictado la sentencia, dará fe. 

8.11. La congruencia de la sentencia con las pretensiones 
de las partes 

Al examinar la congruencia de la sentencia del proceso ante el 
Tribunal Internacional de Justicia con la pretensión de la parte que 
insta la revisión, hay que señalar dos extremos preliminares que 
conformarán el marco de estudio, a saber: en primer lugar, la 
congruencia es un requisito interno de la sentencia y, en segundo 
lugar, la congruencia que se examina en estas páginas es la refe-

88. Al respecto, Asunto Detroit de Corfou (CPIJ, Annuaire 1947-1948, pág. 
62). 
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89. CU, Recueil, 1951, pág. 402. 
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rida a la sentencia de fondo, es decir, no la sentencia de admisi­
bilidad de la revisión, sino la que pone termino al proceso de 
revisión. 

Antes de proseguir resulta obligada una referencia a la sen­
tencia de fecha 18 de diciembre de 1951, relativa al Asunto de las 
Pesquerías, ya que según la citada sentencia, "el Tribunal tiene el 
deber de contestar a las peticiones de las partes tal y como ellas se 
enuncian en sus conclusiones finales, pero también tiene el deber 
de abstenerse de juzgar sobre los puntos no comprendidos en 
dichas peticiones"8 9. El texto glosado pone de manifiesto el interés 
del Tribunal por delimitar, tanto positiva como negativamente, el 
campo que debe alcanzarse ("contestar las peticiones de las 
partes...") y el que no debe sobrepasarse ("abstenerse de juzgar 
sobre los puntos no comprendidos...") en el juicio jurisdiccional. 
A partir del referido texto pueden establecerse los elementos que 
deben ser tomados en consideración para determinar la con­
gruencia: las pretensión de la parte que insta la revisión de la 
sentencia firme del proceso anterior y la parte dispositiva o fallo 
contenido en la sentencia que pone término al proceso de revisión. 
La congruencia será el resultado de la comparación entre los dos 
términos o elementos indicados: la actividad procesal de la parte 
(pretensión) y la sentencia dictada por el Tribunal. Por tanto, 
partiendo de estos elementos la congruencia puede definirse de 
una manera general como la correlación que debe existir entre la 
pretensión o petición de la parte y la actividad decisoria que se 
plasma en la sentencia. 

Sobre la base de los elementos enunciados, la congruencia es 
la correlación que debe existir entre la petición suscitada por la 
parte y el fallo contenido en la sentencia dictada por el Tribunal. 
La sentencia debe ser congruente con la pretensión deducida por la 
parte y, en consecuencia, cuando no exista tal concordancia se 
estará en presencia de un vicio interno de la sentencia que in­
cumple el principio sententia debet esse conformis libello. 

La congruencia exige que el Tribunal resuelva la petición soli­
citada por la parte que suscita la revisión. Sin embargo, ello im­
plica fallar sobre la petición formulada, pero no significa conceder 
lo solicitado. Lo mismo es congruente una sentencia cuando ab­
suelve que cuando condena, cuando da lo que se pide y cuando lo 
deniega, porque la congruencia exige un fallo en correlación con la 
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petición sin que ello signifique tener que otorgar lo pedido. Como 
fácilmente puede desprenderse, para que la sentencia que pone fin 
al proceso de revisión sea congruente, el Tribunal solamente podrá 
fallar en atención a la petición instada por la parte; es decir, la 
sentencia del Tribunal podrá o no rescindir la sentencia firme 
objeto de revisión, pero en modo alguno podrá dictar una 
sentencia en el proceso de revisión que resuelva sobre el fondo del 
proceso anterior cuya sentencia es impugnada. La petición de la 
parte viene referida única y exclusivamente a la revisión de la 
sentencia y, por tanto, no cabe una nueva sentencia cuyo conte­
nido sustituya al de la sentencia revisada. De ahí que la sentencia 
sea rescindente, dejando imprejuzgada la acción que se ejercitó en 
el proceso anterior cuya sentencia se revisa y dejando libres a las 
partes de usar su derecho, según les convenga, en un nuevo 
proceso. 

El hecho alegado por la parte para invocar la revisión deberá 
ser estrictamente observado por el Tribunal. Dicho de otro modo, 
el Tribunal a la hora de resolver deberá tener presente tal hecho y 
fallará en conformidad al mismo, pues no puede basar su fallo en 
un hecho distinto al invocado por la parte en su escrito solicitando 
la revisión. Por tanto, la vinculación del Tribunal al hecho alegado 
por la parte es total y absoluta. El Tribunal no podrá invocar 
ex officio otro hecho diferente al de la parte para fallar en el 
proceso de revisión. 

La afirmación del párrafo precedente tiene dos consecuencias. 
En primer lugar, el Tribunal admitirá o no la revisión y, en su 
caso, fallará única y exclusivamente en atención al hecho alegado 
por la parte, sin posibilidad de tener en cuenta otro hecho dife­
rente. Y, en segundo lugar, el Tribunal no podrá fallar sobre el 
fondo del asunto cuya sentencia se revisa porque, en tal caso, 
estaría introduciendo unos hechos ajenos al proceso de revisión 
que no han sido aportados por la parte. 

La congruencia es la correlación existente entre las peticiones 
de las partes y el fallo contenido en la sentencia resolviendo el 
asunto; pues bien, cuando no exista dicha correlación se origina la 
incongruencia. La incongruencia puede ser de tres clases: incon­
gruencia por extra petitum, incongruencia por ultra petitum e 
incongruencia por omisión de pronunciamiento. 

En el caso concreto de que el Tribunal, además de resolver 
sobre la revisión, dictara una sentencia en la que entrara a conocer 
sobre el fondo del asunto relativo al proceso cuya sentencia firme 
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es objeto de revisión estaría incurriendo en una incongruencia 
extra petitum. 

La incongruencia por extra petitum se da en aquella sen­
tencia que, a pesar de conceder lo pedido por la parte (la revisión 
de la sentencia firme del proceso anterior), otorga algo o realiza 
una declaración que no se corresponde con la pretensión de la 
parte (falla sobre el fondo del asunto cuya sentencia ha sido res­
cindida). Dicho de otro modo, la sentencia incurre en vicio de 
incongruencia extra petitum cuando resuelve una cuestión 
distinta de la que ha planteado la parte y concede o deniega lo que 
nadie ha pedido. 

La referida incongruencia vendrá delimitada por dos circuns­
tancias: 1) que el Tribunal resuelve sobre la pretensión deducida 
por la parte (rescinde o no la sentencia firme del proceso anterior) 
y 2) que, además, el Tribunal conceda algo no pedido por la parte 
(falla nuevamente sobre la acción ejercitada en el proceso cuya 
sentencia ha sido objeto de revisión). La sentencia que concede lo 
que nadie ha pedido o deniega lo que nadie ha solicitado, es decir, 
la sentencia que resuelve sobre cosa distinta vulnera el principio 
ne eat iudex ultra petita partium: las pretensión de la parte 
es el elemento delimitador del objeto del fallo. Por tanto, la sen­
tencia resulta incongruente por ir más allá de lo que la parte ha 
solicitado. 

La incongruencia es un vicio interno de la sentencia y, en 
consecuencia, son las partes las encargadas de denunciarla. Ahora 
bien, el fallo contenido en la sentencia del Tribunal de La Haya es 
definitivo e inapelable (Artículo 60 del Estatuto) y, por tanto, las 
partes no pueden invocar los recursos ordinarios propios de los 
sistemas procesales internos para denunciar la existencia de la 
incongruencia y, en su caso, impugnarla. Además, por la propia 
naturaleza de la revisión, contra la sentencia dictada en el proceso 
de revisión no cabe revisión. Así, en tanto que no conformes con 
la sentencia, la única posibilidad que tendrán a su alcance las 
partes para intentar paliar tal vicio será solicitar al Tribunal la 
interpretación de la sentencia en cuanto a su sentido o alcance 
(Artículo 60 del Estatuto). 
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9. LA TRAMITACIÓN PROCEDIMENTAL DE LA REVISIÓN 

El presente apartado trata sobre el procedimiento a seguir en el 
proceso de revisión o de las diferentes reglas que deben presidir la 
actuación encaminada a la consecución de una sentencia de admi­
sibilidad de la solicitud de la demanda de revisión y, en su caso, 
de una sentencia rescisoria. Por ello, desde el punto de vista 
metodológico, a la luz de los artículos 61 del Estatuto y 99 del 
Reglamento, se ha tratado el procedimiento de revisión desde la 
perspectiva de las diferentes etapas a través de las que transcurre el 
proceso de revisión. La primera etapa se inicia con la solicitud de 
demanda de revisión y concluye con la sentencia de admisibilidad 
de la misma, mientras que el inicio de la segunda -proceso de 
revisión en sentido estricto- se corresponde con la declaración de 
admisibilidad del Tribunal y termina con la sentencia rescisoria. 

9 .1 . El régimen idiomático 

En relación al régimen idiomático del proceso de revisión, en 
tanto que nuevo proceso, cabe observar que, si bien no existe 
práctica alguna en la materia, puede sostenerse que, dada la íntima 
relación existente entre el proceso anterior -cuya sentencia se 
impugna-y el proceso que se incoa mediante la demanda de 
revisión, la lengua acordada por las partes del proceso anterior 
para la sustanciación de éste también puede ser la utilizada en la 
tramitación del proceso de revisión. 

La solución propuesta tiene su razón de ser en el siguiente 
planteamiento: el artículo 51 del Reglamento del Tribunal dispone 
que en el caso de que las partes acuerden que la lengua de toda la 
fase escrita sea solamente el francés o el inglés, los escritos se 
presentarán únicamente en el idioma escogido por las partes. No 
obstante, si bien es cierto que el citado precepto hace referencia 
sólo a la fase escrita del proceso, lo cierto es que la práctica ha 
demostrado que la lengua acordada por las partes para esta fase 
también es la utilizada para la tramitación de la fase oral 9 0 . Pues 
bien, por vía de analogía, cabe sostener que la lengua elegida por 

90. Asunto Derecho de asilo, CU, Recueil, 1950, pág. 268. 
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9.2. La incoación de la revisión 

La incoación de revisión de una sentencia firme del Tribunal 
Internacional de Justicia se inicia, a instancia de parte interesada, 
mediante la presentación de un escrito denominado demanda de 
revisión (Artículo 99.1 del Reglamento). 

El requisito temporal en el proceso de revisión tiene una 
importancia trascendental, pues la viabilidad de la revisión de una 
sentencia firme se encuentra sometida a dos plazos diferentes. El 
primero es de carácter absoluto y de diez años de duración: "no 
podrá pedirse la revisión una vez transcurrido el término de diez 
años desde la fecha del fallo" (Artículo 61.5 del Estatuto). El 
segundo es relativo (es relativo porque sólo actúa en atención al 
momento en que se descubra el hecho nuevo que motiva la causa 
de revisión) y de seis meses: "la solicitud de revisión deberá 
formularse dentro del término de seis meses después de descu­
bierto el hecho nuevo" (Artículo 61.4 del Estatuto). Se trata de dos 
plazos distintos, tanto por su duración como por su tratamiento 
procesal, si bien tienen en común que ambos son indispensables y 
de necesario cumplimiento para la viabilidad de la solicitud de 

91 . Asuntos Competence de la Commission Européenne du Danube (CPJI, 
Serie E, núm. 3, pág. 201 y ss) y Borchgrave (CPJI, Serie E, núm. 16, pág. 165 y 
ss.). 
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las partes para la sustanciación del proceso anterior también puede 
ser la utilizada para la tramitación del proceso de revisión. 

Por otra parte, no puede obviarse que el proceso de revisión 
es un nuevo proceso diferente del proceso anterior y, en conse­
cuencia, hay que admitir la posibilidad de que la parte que lo insta 
desee utilizar otra lengua diferente a la del proceso cuya sentencia 
se quiere impugnar. En el supuesto indicado será de aplicación lo 
dispuesto con carácter general para el régimen idiomático en el 
artículo 39.3 del Estatuto. Según el precepto indicado, el Tribunal 
de Justicia podrá autorizar a una de las partes, a instancia de ésta, 
el usar cualquier idioma que no sea ni el francés ni el inglés 
(Artículo 39.3 del Estatuto). Por tanto, en principio, los Estados 
podrán utilizar su propia lengua oficial u otra diferente cuando 
intervengan en un proceso revisión 9 1 , siempre que el citado 
órgano autorice previamente tal posibilidad. 



J O S É B . A C O S T A E S T É V E Z 

revisión. La concurrencia de ambos plazos es necesaria para la 
admisibilidad de la revisión: en relación al plazo de diez años: 
"no podrá pedirse la revisión una vez transcurridos..." y, en 
cuanto a los seis meses, "la solicitud de revisión deberá formu­
larse dentro del término...". 

Transcurridos diez años desde la fecha de la sentencia, el 
Tribunal Internacional de Justicia debe rechazar de plano cualquier 
solicitud de demanda de revisión y, por tanto, no será admitida a 
trámite por el citado órgano jurisdiccional. En cuanto al plazo de 
seis meses, a contar desde que se descubrió el hecho nuevo, la 
solicitud será admitida a trámite y será la sentencia de admisi­
bilidad en donde se apreciará esta circunstancia. 

La naturaleza del plazo de seis meses es de caducidad, pues 
concurren los efectos propios de la misma, a saber: " 1. El derecho 
o facultad que se extingue por caducidad, puede decirse que más 
que morir no ha llegado a nacer. El poder de cambiar una situación 
jurídica no se ha verificado a tiempo y ya no podrá verificarse. A 
diferencia de la prescripción no se origina la liberación de una 
obligación o deuda; la situación existente permanece sin cambios; 
pero, en su caso, queda liberada de un peligro, purificada o con­
solidada. 2. Puede y hasta debe ser apreciada la caducidad de 
oficio por las autoridades judiciales y administrativas, aunque no 
haya sido solicitada. 3. El plazo de caducidad no está afectado por 
causa alguna de interrupción" 9 2. En definitiva, al ser la caducidad 
el mero transcurso del tiempo 9 3 , así opera el plazo de seis meses 
previsto por el artículo 61.4 del Estatuto, ya que la caducidad no 
está sujeta a ninguna causa de interrupción y, como se ha indi­
cado, los seis meses no están sujetos a interrupción alguna. 

Por el contrario, el plazo de diez años es de prescripción y no 
de caducidad. En la prescripción se admiten causas de suspensión 
y de interrupción 9 4 y, en este sentido, el plazo de diez años del 
artículo 61.5 del Estatuto puede ser interrumpido por un acto de 
parte, es decir, con la interposición de la solicitud de demanda de 
revisión. Se trata, por tanto, de un plazo de prescripción, ya que 
sufre las causas de interrupción. El plazo de los diez años debe 
empezar a computarse desde la fecha de la sentencia (Artículo 61.5 

92. DE CASTRO, F.: La caducidad, en "Temas de Derecho civil", Madrid, 1972, 
pág. 179. 

93. MUÑOZ ROJAS, T.: La caducidad..., cit., pág. 20 y ss. y SILVA MELERO, 
S.: Caducidad..., cit., pág. 507 y ss. 

94. CASTÁN, J.: Derecho..., cit., t. I, pág. 850 y ss. 
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del Estatuto). Sin embargo, hay que señalar que el día inicial, para 
el computo del plazo, debería ser, no el de la fecha de la sentencia, 
sino el de la lectura pública o el día de la notificación a las partes, 
pues entre el día que se adopta la sentencia y el aquel en que se 
conoce públicamente transcurre un lapsus de tiempo. 

La determinación del día a quo es concreto y no presenta 
mayores problemas, pues el mismo aparece recogido en la sen­
tencia firme. En este caso, la prueba documental (texto de la 
sentencia) será suficiente en orden al día inicial del computo del 
plazo. La prueba de este extremo es fácil: el plazo de diez años 
empezará a contar desde el día que conste en la fecha de la 
sentencia firme. La aportación del texto de la sentencia firme es 
prueba fehaciente. 

El computo de los seis meses se inicia después de descubierto 
el hecho nuevo (Artículo 61.4 del Estatuto) y para ello deberá 
estarse a lo indicado en relación a los plazos del proceso. La 
determinación del día a quo de este plazo, al contrario que el 
anterior, es más problemática, ya que, según el Estatuto el referido 
día es indeterminado ("... dentro del término de seis meses des­
pués de descubierto el hecho nuevo"). En este contexto, la deter­
minación del día a quo corresponde a la parte peticionaria de la 
revisión y, por ello, debe probarla (ei incumbit probatio qui 
affirmat, non qui negat). Dicho de otro modo, la carga de la 
prueba recae sobre la demandante en revisión y ¿cómo demostrar 
el "no conocí antes este hecho" o el "conocí este hecho tal día"? La 
cuestión ha sido planteada en el proceso de revisión interno y la 
doctrina mayoritaria opina que debe ponerse en relación con la 
prueba de hechos negativos 9 5 . En sede del Tribunal, hay que 
afirmar que la parte peticionaria será la que habrá de probar con 
hechos fehacientes el día en que descubrió el hecho nuevo. Ahora 
bien, en su caso, una vez probado fehacientemente el día a quo, 
corresponderá a la otra parte probar fehacientemente que tal día no 
se corresponde con la realidad y la parte tenía un conocimiento 
anterior del hecho. 

9 5 . CALAMANDREI, P.: Fonte della scoperta e prova della scoperta del dolo 
nella revocazione, en R D P C , 1928, t. II, pág. 2 4 9 y ss.; CALVO SÁNCHEZ, M.: La 
revisión..., cit., pág. 74 ; DEVIS ECHANDIA, H.: Teoría general de la prueba judicial, 
Buenos Aires, 1970, t. I, pág. 4 9 4 ; DOVAL DE MATEO, J.: La revisión..., cit., pág. 
3 2 1 y ss.; y ROSENBERG, T.: La carga de la prueba, Buenos Aires, 1956, pág. 2 9 5 y 
ss. 
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El proceso de revisión debe ser incoado mediante una soli­
citud de demanda de revisión (Artículo 99.1 del Reglamento) que 
deberá ser presentada por la parte interesada ante el Tribunal 
Internacional de Justicia (Artículo 40.1 del Estatuto), en cuya sede 
ha de sustanciarse la actividad procesal relativa a dicho proceso 
(Artículo 61.2 del Estatuto). En concreto, la solicitud de demanda 
deberá dirigirse al Secretario (Artículos 26.1, letra a) y 30 del 
Reglamento). Los asuntos relativos a la revisión de sentencias 
serán inscritos y numerados en el Registro General, pues el Regis­
tro Especial previsto al respecto en el artículo 28 del Reglamento 
fue suprimido. Y los documentos presentados en apoyo de la soli­
citud de demanda de revisión (Artículo 99.1 del Reglamento) 
deberán ser depositados en la Secretaria del Tribunal (Artículo 
26.1 letra d) del Reglamento). 

9.3. El traslado de la solicitud 

El Secretario comunicará inmediatamente (Artículo 40.2 del 
Estatuto) la solicitud de demanda de revisión a la otra parte -en 
tanto que interesada- del proceso cuya sentencia firme pretende 
ser impugnada para que ésta, si a sus intereses y derecho con­
viene, pueda presentar por escrito las observaciones que entienda 
oportunas sobre la admisibilidad de la solicitud (Artículo 26.1 letra 
a) del Reglamento). Como puede apreciarse la forma del acto 
procesal es la escrita, según expresa prescripción del Reglamento 
("la otra parte tendrá derecho a presentar por escrito..." (Artículo 
99.2 del Reglamento). El plazo a tal efecto será fijado por el Tri­
bunal o, si éste no estuviese reunido, por el Presidente (Artículo 
99.2 del Reglamento). 

9.4. La fase escrita en sentido estricto 

La fase escrita en sentido estricto, así denominada para dife­
renciarla de la fase posterior, es opcional, ya que su sustanciación 
dependerá única y exclusivamente de la otra parte no peticionaria 
de la revisión. En esta fase concurren dos momentos diferencia­
dos. En un primer momento, en el plazo fijado por el Tribunal o, 
en su caso,, por el Presidente, la otra parte del proceso anterior 

74 



L A R E V I S I Ó N E N E L T R I B U N A L I N T E R N A C I O N A L D E J U S T I C I A 

9.5. La fase escrita u oral 

El Tribunal, antes de dictar su sentencia sobre la admisibilidad 
de la solicitud de revisión, tanto si la otra parte ha ejercitado o no 
su derecho a presentar por escrito sus observaciones, podrá 
recabar nuevamente las opiniones de las partes sobre este extremo 
(Artículo 99.3 del Reglamento). 

La solicitud de demanda de revisión y el escrito de obser­
vaciones al respecto presentado en su caso por la otra parte es un 
trámite que reviste la forma escrita, pero tales consultas no tienen 
que efectuarse necesariamente de esta forma. El Reglamento no 
lleva a cabo ninguna especificación en este sentido y, por consi­
guiente, la presentación escrita u oral de las opiniones de las partes 
dependerá en gran medida de las circunstancias del caso y de la 
voluntad de las partes. 

La posibilidad consistente en dar a las partes nuevamente la 
oportunidad de presentar sus opiniones sobre la admisibilidad de 
la solicitud de revisión no es un derecho de éstas, sino que tal 
posibilidad debe englobarse en la esfera de las amplias facultades 
que tiene el Tribunal, pues el texto del precepto 99.3 no deja 
dudas al respecto: "la Corte... podrá dar de nuevo a las par­
tes...". Si el Tribunal no lo estima oportuno, el presente trámite 
podrá ser obviado y pasará, sin más, a dictar la sentencia sobre la 
admisibilidad de la solicitud. 
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puede ejercitar su derecho, consistente en presentar por escrito las 
observaciones que considere oportunas sobre la admisibilidad de 
la solicitud de revisión de la sentencia firme. En el supuesto de 
que ejercite tal derecho, el escrito con las observaciones se dirigirá 
al Secretario del Tribunal (Artículo 26.1 letra a) del Reglamento) y 
éste (Artículo 26.1 letra d) del Reglamento) dará traslado de dichas 
observaciones a la parte que haya formulado la solicitud (Artículo 
99.2 del Reglamento). El segundo momento coincidirá con el 
traslado de las observaciones escritas a la parte peticionaria de la 
revisión. Como ya se ha indicado esta fase no necesariamente 
debe cumplimentarse, pues en el supuesto de que la otra parte no 
ejercite su derecho a presentar las observaciones, ello no tendrá 
lugar y, trascurrido el plazo fijado, dará lugar a la preclusion. 
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9.6. La apertura del proceso de revisión 

Una vez llevado a cabo o no el trámite relativo a la presen­
tación de sus opiniones por las partes, el Tribunal dictará sen­
tencia, resolviendo o no la admisibilidad de la solicitud de revi­
sión, que marca el fin de la primera cognitio y la apertura del 
proceso de revisión. Como puede advertirse, la apertura del pro­
ceso es provocada por la sentencia que declara la admisibilidad de 
la solicitud (Artículo 61.2 del Estatuto). 

En otras páginas ya ha sido tratado el tema y, por ello, sola­
mente indicar que, en atención a lo dispuesto por el artículo 61.3 
del Estatuto, cabe la posibilidad de que el Tribunal, antes de iniciar 
el proceso de revisión, exija que se cumpla lo dispuesto por la 
sentencia objeto de revisión. A tal efecto, el Tribunal deberá dictar 
una providencia (Artículo 99.5 del Reglamento). 

Con la sentencia de admisibilidad de la solicitud de demanda 
de revisión finaliza la primera etapa o cognitio. Etapa que, como 
se ha podido observar, esta dirigida a declarar admisible o no la 
solicitud de revisión. Una vez declarada admisible, se abre el 
proceso de revisión en sentido estricto que deberá finalizar con 
una sentencia estimatoria, total o parcial, o desestimatoria de la 
revisión y, en consecuencia, será rescisoria o no de la sentencia 
firme impugnada. 

Los diferentes momentos del proceso de revisión no aparecen 
contemplados ni en el Estatuto ni en el Reglamento del Tribunal y 
el contenido de la única disposición al respecto no aparece muy 
claro y, como se verá, puede dar lugar a confusiones en cuanto al 
contenido de la sentencia rescisoria. El artículo 99.4 del Regla­
mento dispone que, "si la Corte declara admisible la solicitud 
fijará, después de informarse de la opinión de cada una de las 
partes, los plazos para cualquier procedimiento ulterior sobre el 
fondo de la demanda que estime necesario". A partir del precepto 
glosado, pueden extraerse una serie de observaciones de carácter 
general en relación a la tramitación procedimental del proceso de 
revisión. En primer lugar, los plazos para el cumplimiento de 
actos de procedimiento serán fijados por el Tribunal, en confor­
midad a lo dispuesto por el artículo 48 del Reglamento, mediante 
providencia (Artículo 48 del Estatuto). 

En segundo lugar, como ya se indicó en otro lugar, el Tribu­
nal goza de un amplio margen tanto en la dirección del proceso 
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como sobre las cuestiones de procedimiento. No obstante, una vez 
declarada la admisibilidad de la revisión, el Tribunal deberá infor­
marse de la opinión de cada una de las partes sobre las cuestiones 
de procedimiento y, por ello, los agentes de las partes serán con­
vocados a este efecto (Artículo 31 del Reglamento). 

En tercer lugar, el artículo 99.4 dice textualmente "para cual­
quier procedimiento ulterior..." y, en este sentido, debe enten­
derse que el precepto indicado se esta refiriendo a cualquier fase 
ulterior del proceso de revisión que, en su caso, terminará me­
diante la sentencia rescisoria o no de la sentencia firme objeto de 
revisión. 

En cuarto lugar, al hilo de la afirmación contenida en el pá­
rrafo precedente, debe advertirse que en el proceso ulterior el 
Tribunal no tiene la obligación de dar audiencia a las partes; es 
decir, una vez dictada la sentencia de admisibilidad el Tribunal 
puede pasar directamente a dictar la sentencia rescisoria, pues la 
revisión ya ha sido admitida en la sentencia previa sobre su 
admisibilidad o no. Así, el Tribunal podrá dictar el fallo inaudita 
parte en tanto que estima suficientemente probados los hechos 
invocados en la demanda de revisión, ya que en caso contrario no 
habría declarado la admisibilidad de la demanda de revisión. La 
audiencia de las partes en este proceso ulterior no es un derecho de 
las mismas, sino que su presencia o no depende de la facultad que 
tiene el Tribunal al respecto. 

En quinto lugar, la afirmación realizada in fine viene avalada 
por el apéndice "sobre el fondo de la demanda que estime nece­
sario" contenido en el propio artículo 99.4 del Reglamento. Si el 
Tribunal tiene claro el fondo de la demanda -entiéndase demanda 
de revisión- no tiene porque fijar plazos procedimentales, pues 
ello quiere decir que la parte ha probado fehacientemente los 
extremos exigidos por el artículo 61 del Estatuto. 

En sexto lugar, si el Tribunal estima necesario entrar sobre el 
fondo de la demanda de revisión, una vez fijados los plazos, las 
pruebas referidas a las causas de revisión se admitirán sin ninguna 
restricción en cuanto a su clase y, finalizada esta fase probatoria, 
puede acordarse la celebración de la vista en conformidad con los 
artículos del Estatuto (Artículo 45 y siguientes del Estatuto) y 
Reglamento relativos a la dirección y demás extremos de las vistas 
ante el Tribunal (Artículo 54 y siguientes del Reglamento). 

Por vía negativa, la demanda de revisión no pretende denun­
ciar unos errores cometidos en la sentencia, sino que tiene por 
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finalidad poner de relieve que el fallo contenido en la misma 
podría haber sido otro diferente si hubiera mediado el nuevo hecho 
que en el momento de fallar era desconocido tanto por el Tribunal 
como por la parte que solicita la revisión. En este contexto, la 
demanda de revisión tiene un objeto inmediato consistente en la 
anulación total o parcial del proceso que ha conducido a la sen­
tencia revisada y un objeto mediato que consiste en la anulación 
total o parcial de ésta. 

La situación descrita en el párrafo precedente se corresponde 
con lo previsto en el Reglamento del Tribunal, si bien el artículo 
99.4 puede dar lugar a interpretaciones erróneas como conse­
cuencia de su defectuosa redacción. La regulación contenida en el 
citado cuerpo legal dispone que la revisión comprende solamente 
un iudicium rescindens, mientras que el iudicium resci­
sorium es objeto de un proceso posterior ajeno a la revisión. 
Como es obvio, ambos juicios están encomendados al Tribunal 
Internacional de Justicia. 

La revisión en sede del Tribunal no comprende un doble jui­
cio, primero un iudicium rescindens y después un iudicium 
rescisorium, a pesar de que tal posibilidad pudiera parecer 
contemplada en el artículo 99.4 del Reglamento al disponer in 
fine que "si la Corte declara admisible la solicitud fijará... los 
plazos para cualquier procedimiento ulterior sobre el fondo de la 
demanda que estime necesario". Como es obvio, a la demanda que 
está haciendo referencia es a la de revisión y no a la demanda del 
primer proceso cuya sentencia firme es objeto de revisión. Por 
tanto, el proceso de revisión solamente comprende el iudicium 
rescindens, ya que el Tribunal no puede conocer en este proceso 
del objeto del proceso sobre el que recayó sentencia firme. 

En la revisión el Tribunal realiza un juicio rescindente me­
diante el que se trata de reponer la situación al estado que tenía con 
anterioridad al proceso cuya sentencia firme es revisada; esto es, 
mediante la revisión se trata de llevar a cabo lo que era caracte­
rístico de la restitutio in integrum. El Tribunal no tiene por 
misión entrar a conocer el fondo del asunto del primer proceso y 
resolver la acción en él interpuesta, sino única y exclusivamente 
decidir si concurre o no la causa de revisión y, en su caso, 
rescindir la sentencia firme impugnada. Después de la sentencia 
rescisoria la situación entre las partes ha quedado como si el 
proceso anterior jamás hubiese existido. 
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Como puede observarse, el iudicium rescisorium no 
forma parte integrante de la revisión, sino que el mismo debe 
englobarse, como se apreciará seguidamente, en la esfera de la 
denominada fase rescisoria. Por tanto, en el proceso de revisión el 
juicio rescisorio solamente es un mero contingente de carácter no 
necesario para la resolución de la sentencia rescindente. 

9.7. La sentencia rescindente 

Una vez el Tribunal ha finalizado las deliberaciones y adop­
tado la sentencia se notificará a las partes la fecha en que esta será 
leída y, en la fecha notificada, se procederá a su lectura y posterior 
publicación. En todo caso, la notificación, lectura y publicación de 
una sentencia que pone termino a un proceso de revisión parti­
cipará de las mismas características propias de toda sentencia del 
Tribunal. 

Una vez adoptada la sentencia por el Tribunal, el Secretario 
notificará a los agentes de las partes la fecha en que ésta será leída 
(Artículo 58 del Estatuto y 94.1 del Reglamento) para que, si 
interesa a su derecho, puedan asistir a la lectura en la sede del 
Tribunal. 

La sentencia dictada por el Tribunal Internacional de Justicia 
en el proceso de revisión será leída en audiencia pública (Artículo 
58 del Estatuto y 94.2 del Reglamento), estando presentes en el 
acto los magistrados que han participado en la votación, a no ser 
que por motivos justificados ello sea imposible; en tal caso, debe 
alcanzarse el quorum de nueve magistrados. 

El Presidente procede a dar lectura a la sentencia, a excepción 
del encabezamiento, en uno de los dos idiomas oficiales, pudiendo 
ser ayudado e incluso reemplazado a la hora de leer determinada 
parte de la sentencia por otro miembro del Tribunal 9 6. Una vez ha 
concluido la lectura de la sentencia, el Secretario lee la traducción 
del fallo (parte dispositiva) al otro idioma oficial. Seguidamente, 
los periodistas asistentes al acto reciben el texto de la sentencia y 
un comunicado de prensa en el que se resume la misma en los dos 
idiomas oficiales del Tribunal. En todo caso, dado que entre la 
votación y la lectura de la sentencia transcurre un lapsus de tiempo 

96. Asuntos Incident aérien du 27 julliet 1955 (CU, Mémoires, pág. 377) y 
Nottebohm (CU, Mémoires, vol. II, pág. 42). 
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durante el cual no se comunica a nadie la decisión adoptada, el 
Tribunal se ha negado a comunicar de "forma oficiosa" su deci­
sión a las partes con anterioridad a la lectura 9 7, pues, como señaló 
en el Asunto de los ensayos nucleares, el difundir o publicar 
declaraciones anticipando sus decisiones es incompatible con la 
buena administración de justicia. 

Por último, debe señalarse que un ejemplar de la sentencia, 
debidamente firmado por el Presidente y el Secretario 9 8 y ornado 
con el sello del Tribunal, se deposita en los archivos del Tribunal 
y se transmitirá otro a cada una de las partes. Asimismo, el Secre­
tario enviará copias de la sentencia al Secretario General de las 
Naciones Unidas 9 9 ; a los miembros de las Naciones Unidas y a 
los otros Estados que tengan derecho a comparecer ante el Tri­
bunal (Artículo 95.3 del Reglamento). 

Una vez ha sido leída en audiencia pública la sentencia se 
procede a su publicación en forma impresa en un fascículo del 
Recueil des arrets, avis consultatifs et ordonnances y, a 
fin de que las personas interesadas puedan acceder a los datos 
necesarios en cuanto a la naturaleza y a los hechos y argumentos 
que han servido de base a la sentencia del Tribunal, el expediente 
del asunto (alegatos escritos de las partes, actas de las audiencias 
públicas, documentos anexos y correspondencia cruzada entre los 
agentes de las partes y el Secretario del Tribunal) se imprime y 
publica en la serie Mémoires, plaidoiries et documents. 

10. EFECTOS DE LA REVISIÓN 

A la hora de examinar los efectos de la revisión, es del todo 
imprescindible distinguir entre los efectos a) derivados de la pre­
sentación de la demanda de revisión, b) los propios de la sentencia 
de admisibilidad de la revisión y, finalmente, c) los de la sentencia 
rescisoria. Como seguidamente se observa, los efectos producidos 

97. Asunto lanes /ranches (CPJI, Serie E, núm. 6, págs. 285 y 286 y núm. 8, 
pág. 262). 

98. La firma del Presidente y el Secretario autentifican el texto de la sentencia 
(GUYOMAR, G: Commentaire..., cit., pág. 612). 

99. En todo caso, el Secretario General de las Naciones Unidas es informado 
de la decisión adoptada por el Tribunal por telegrama o fax. 
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en los ámbitos indicados son diferentes y afectan tanto a la esfera 
del Derecho procesal como del Derecho material. 

10.1. Efectos de la demanda de revisión 

La interposición de la demanda de revisión produce una serie 
de efectos tanto en la esfera material como procesal. Una vez 
declarada admisible, la presentación de la demanda de revisión 
produce los mismos efectos procesales que cualquier otra 
demanda. 

En la esfera de los efectos materiales de la interposición de la 
demanda de revisión cabe señalar que dicha interposición no 
suspenderá la ejecución o cumplimiento de la sentencia que se 
pretende impugnar. Si bien al tratar del procedimiento se volverá 
sobre el tema, debe advertirse que, en apoyo de lo afirmado, el 
artículo 61.3 del Estatuto dispone expresamente que "antes de 
iniciar el proceso de revisión la Corte podrá exigir que se cumpla 
lo dispuesto por el fallo" (en igual sentido, artículo 99.5 del 
Reglamento). Por tanto, la demanda de revisión no suspende el 
cumplimiento o ejecución de la sentencia firme que la motiven. 

Finalmente, debe advertirse que la interposición de la de­
manda de revisión no produce efecto alguno sobre la relación 
jurídica que ha sido fallada en el proceso anterior, pues tal relación 
goza de la autoridad de cosa juzgada y ésta no se ve afectada por la 
interposición de la demanda de revisión. 

10.2. Efectos de la sentencia de admisibilidad de la solicitud de 
revisión 

La sentencia resolutoria, ya sea estimatoria o desestimatoria, 
de la solicitud de revisión, provoca la aparición de una serie de 
efectos, a saber, en primer lugar, la vinculación e invariabilidad 
del Tribunal: una vez suscrita y firmada no puede ser alterada o 
modificada de forma arbitraria por el propio órgano jurisdiccional. 

En segundo lugar, la sentencia se constituye en definitiva e 
inapelable (Artículo 60 del Estatuto). 
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En tercer lugar, la sentencia que declara admisible la solicitud, 
además de los efectos anteriores, abre el denominado proceso de 
revisión (Artículo 61.2 del Estatuto); es decir, el proceso en cuyo 
seno se sustanciará el objeto de la revisión: la anulación o resci­
sión de la sentencia impugnada. 

Finalmente, en el caso de que la sentencia sea desestimatoria 
de la revisión, no se procede a la apertura del proceso de revisión 
y la consecuencia es que la sentencia firme que trataba de ser 
revisada permanece invariada; es decir, que la sentencia desestima­
toria de la demanda de revisión tiene el mismo efecto que la sen­
tencia desestimatoria dictada en el proceso de revisión. 

10.3. Efectos de la sentencia rescindente 

El tema relativo a los posibles efectos de la sentencia revisoría 
es uno de los que pueden despertar más complejidad, a pesar de 
su aparente sencillez, en la esfera del Tribunal Internacional de 
Justicia. 

El primer efecto, que no plantea problema alguno, es el resul­
tante de la sentencia revisoría, que al igual que en las restantes 
sentencias, es la vinculación e invariabilidad en relación al Tribu­
nal que ha dictado la sentencia. Por tanto, una vez suscrita y 
firmada, la sentencia no puede ser alterada arbitrariamente por el 
propio órgano jurisdiccional. 

En el supuesto de que la parte solicitante en revisión no logre 
probar los requisitos exigidos a tal efecto, la sentencia dictada en 
el proceso de revisión será desestimatoria de la revisión y la 
sentencia firme impugnada permanece invariada y sus efectos ac­
túan, no desde el momento en que se dicta la sentencia desestima­
toria de la revisión, sino desde que adquirió firmeza. Prueba de 
ello es la afirmación de los artículos 61.3 del Estatuto y 99.5 del 
Reglamento: "antes de iniciar el proceso de revisión la Corte podrá 
exigir que se cumpla lo dispuesto por el fallo". 

En el supuesto de que la sentencia estime la revisión, res­
cindirá en todo o en parte la sentencia impugnada, según sea esti­
matoria total o parcial 1 0 0; limitándose única y exclusivamente a este 

100. La sentencia estimatoria que dispone la rescisión parcial de una sen­
tencia firme solamente será posible cuando en el proceso que se dictó la sentencia 
objeto de revisión se hayan ejercitado dos o más acciones. 
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efecto negativo o rescindente, dejando la situación entre las partes 
como si entre ellas no se hubiese existido un proceso anterior y, 
en consecuencia, no hubiese existido nunca una sentencia firme 
con autoridad de cosa juzgada, si rescinde la totalidad de la 
sentencia impugnada. Por el contrario, si la sentencia solamente 
rescinde en parte la sentencia impugnada, la parte no rescindida 
seguirá siendo válida. Por tanto, la sentencia rescisoria es mera­
mente negativa 1 0 1, se limita a rescindir. 

La sentencia es meramente negativa porque en el proceso de 
revisión no se entra sobre el fondo del proceso anterior, simple­
mente se rescinde la sentencia impugnada y, si la rescisión es 
total, lo actuado en el proceso anterior deja de existir, pues nin­
guna actuación queda como válida. El Tribunal solamente puede 
llevar a cabo un iudicium rescindens y no un i u d i c i u m 
rescisorium: el Tribunal se abstiene de entrar a conocer el objeto 
del proceso anterior. 

Las razones por las que el Tribunal no puede conocer del ob­
jeto del asunto cuya sentencia se impugna, son varias y responden 
al siguiente planteamiento. El proceso de revisión es un proceso 
nuevo, ajeno al proceso anterior, y, de ahí, que no se trate de un 
recurso. Al no tratarse de un recurso, no puede conocer del objeto 
del proceso cuya sentencia se impugna, sino que debe conocer del 
objeto del proceso de revisión. La idea de que se trata de un pro­
ceso diferente al anterior aparece reforzada por el propio artículo 
61 del Estatuto, pues utiliza expresamente en sus apartados 2 y 3 
la expresión proceso de revisión. 

El objeto del proceso de revisión es propio y diferente al del 
proceso anterior. El petitum y la causa petendi son diferentes 
en ambos procesos. En el proceso de revisión, la acción afirmada 
no es la misma que la del proceso anterior, pues de ser así entraría 
enjuego la autoridad de cosa juzgada, pero, además, atendiendo la 
naturaleza del proceso de revisión y los preceptos existentes al 
respecto, la parte que insta la revisión no puede, con la excusa de 
la revisión, intentar que el Tribunal conozca nuevamente sobre 
algo ya juzgado. 

Por otra parte, si el Tribunal entra a conocer sobre el fondo 
del proceso anterior y dicta una sentencia rescisoria que no sea 
meramente negativa, se originará una incongruencia, pues no 

101. MONTERO AROCA, J.: LOS efectos..., cit., pág. 4 6 3 ; RAMOS MÉNDEZ, F.: 
Derecho..., cit., pág. 7 4 3 y MORENO CATENA, V.: La revisión..., cit., pág. 74 . 
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existirá la correlación que debe existir entre la petición suscitada 
por la parte y el fallo contenido en la sentencia rescisoria. La sen­
tencia no será congruente e incumplirá el principio sententia 
debet esse conformis libello. 

Otra cuestión diferente es la antieconomicidad 1 0 2 procesal 
inherente a la situación descrita, pues al abstenerse el Tribunal de 
entrar en el fondo del asunto del proceso anterior, son las partes 
las que han de usar su derecho e incoar otro proceso, si lo estiman 
conveniente, planteando el mismo asunto que en el proceso cuya 
sentencia ha sido definitivamente impugnada. En este caso, no 
cabrá oponer la excepción de cosa juzgada. 

Por último, la sentencia rescindente será definitiva e inape­
lable (Artículo 60 del Estatuto). Al respecto cabe señalar que no 
cabe revisión contra la sentencia dictada en un proceso de revi­
sión, pues dicha sentencia es firme por naturaleza. En este sen­
tido, hay que señalar que la naturaleza del propio proceso de 
revisión hace que la sentencia que lo termina no pueda consi­
derarse comprendida dentro del ámbito de las sentencias suscep­
tibles de revisión. 

11. LA INTERPRETACIÓN DE LA SENTENCIA 

Las sentencias del Tribunal Internacional de Justicia son 
invariables desde el momento en que se completa la formación de 
dicho acto procesal. Ahora bien, como excepción a esta situación 
de vinculación del Tribunal a la sentencia por él dictada, el artículo 
60 del Estatuto permite la denominada interpretación del fallo: "en 
caso de desacuerdo sobre el sentido o el alcance del fallo, la Corte 
lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes" (en igual 
sentido el artículo 98.1 del Reglamento). 

La interpretación solicitada por las partes sobre el fallo 
contenido en una sentencia ha sido entendida por el Tribunal de La 
Haya como aquella interpretación que tiene por finalidad "escla­
recer el sentido y el alcance de lo que ha sido decidido con fuerza 
obligatoria por la sentencia" 1 0 3. Por tanto, la finalidad de la inter­
pretación es que el fallo sea esclarecido de forma que permita 

102. PRIETO CASTRO, L.: Tratado..., cit., t. II, pág., 585. Este autor trata de 
los inconvenientes de la denominada fase rescisoria. 

103. C U , Recueil 1950, pág. 402. 
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cumplirse por las partes en virtud de la interpretación auténtica 1 0 4 

realizada por el Tribunal y con el mismo alcance y contenido 
deseado por este último 1 0 5 . 

En ningún precepto dispone la prohibición expresa que im­
pida a las partes presentar una demanda de interpretación de la 
sentencia 1 0 6 , pues, si bien el artículo 98 esta pensado para los 
procesos -ordinarios- incoados ante el Tribunal, nada se opone a 
tal posibilidad, máxime cuando el artículo 101 del Reglamento 
dispone que las partes de un asunto podrán proponer, de común 
acuerdo, modificaciones particulares de los artículos del Título III 
(procedimiento contencioso) o adiciones particulares a los mis­
mos, que podrán ser aplicadas por el Tribunal si las estima apro­
piadas a las circunstancias del asunto. En apoyo de esta posi­
bilidad debe recordarse que la demanda de interpretación no es un 
medio de impugnación. 

La interpretación del fallo no es un medio de impugnación, 
porque no va dirigida a obtener la reforma o la anulación de la 
sentencia 1 0 7, sino que, presupuesto el mantenimiento de los pro­
nunciamientos que en ésta se formulen, persigue esclarecer el 
sentido y alcance del fallo. La solicitud de interpretación no puede 
conceptuarse como un medio de impugnación o instrumento legal 
puesto a disposición de las partes del proceso y destinados a atacar 
la sentencia, para provocar su reforma o su anulación o decla­
ración de nulidad. Como puede observarse, el alcance de la inter­
pretación vendrá determinado por el respeto a la cosa juzgada y, 
por tanto, no cabe interpretar más que lo decidido con fuerza 
obligatoria, sin que tal interpretación pueda rebasar los límites del 
fallo tal como han sido trazados en el compromiso 1 0 8 o en las 

104. TORRES BERNÁRDEZ, S.: A propos de I 'interpretation et de la revision des 
arrets de la Cour Internationale de Justice, en Studi in Onore di Roberto Ago, 
Milán, 1987, t. III , pág. 443 y ss. Según este autor, "la interpretación a la que 
procede el Tribunal en virtud del artículo 60 del Estatuto es una interpretación 
jurídica, pero ella es además una interpretación auténtica en tanto que es dada por el 
órgano mismo del que emana el instrumento interpretado". 

105. DÍEZ DE VELASCO, M.: Instituciones..., cit., pág. 837. 
106. Cualquiera de las partes del proceso de revisión o, en su caso, del pro­

ceso anterior cuya sentencia ha sido revisada podrá presentar una demanda de 
interpretación. 

107. DÍEZ DE VELASCO, M.: Instituciones..., cit., pág. 838. Como señala este 
autor, la demanda de interpretación no va en contra del efecto de cosa juzgada, ni va 
dirigido a la consecución de un nuevo fallo. 

108. "Habida cuenta de que una interpretación de la sentencia de 12 de 
septiembre de 1924, dada conforme a los términos del artículo 60 del Estatuto, no 
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conclusiones 1 0 9 de las partes. Sin embargo, dentro de los límites 
dispuestos, el Tribunal detenta un cierto arbitrio en la interpre­
tación de sus sentencias, ya que no está vinculado por las fór­
mulas escogidas por las partes en litigio, sino que puede pro­
nunciarse libremente 1 1 0. 

La demanda de interpretación de una sentencia que pone 
término a un proceso de revisión será el medio indicado para 
esclarecer el contenido y alcance de la misma, especialmente en el 
caso de que la sentencia sea estimatoria pero solo parcialmente. 

12. LA FASE RESCISORIA 

La fase rescisoria es ajena al proceso de revisión, pues la mis­
ma no tiene nada que ver con éste. La sentencia rescindente deja 
imprejuzgada la acción que se ejercitó en el proceso cuya sentencia 
firme ha sido impugnada, pues el Tribunal, al ejercitar su función 
rescindente, no ha entrado sobre el fondo del asunto de dicho 
proceso ni ha resuelto la acción en él interpuesta. 

Una vez dictada la sentencia rescindente, en tanto que la mis­
ma no ha entrado a conocer del fondo del primer proceso, las 
partes, si a sus derechos interesa, pueden interponer la misma 
acción que se interpuso en el proceso cuya sentencia firme ha sido 
rescindida. La iniciación de este nuevo proceso sobre el mismo 
asunto será única y exclusivamente a instancia de parte y, por ello, 
cabe la posibilidad de que las partes se aquieten. Por tanto, el 
Tribunal se abstiene de entrar a conocer el fondo del asunto y 
corresponderá a las partes el usar de su derecho en un nuevo 
proceso. 

La sustanciación de este nuevo proceso -rescisorio- se rea­
lizará en conformidad a las normas generales del proceso y 
procedimiento previstas en el Estatuto y Reglamento del Tribunal. 
Contra la sentencia que recaiga en éste proceso, cabrá demanda de 
interpretación y demanda de revisión, pero dejando a salvo lo que 

puede rebasar los límites de este mismo fallo, los cuales están trazados por el 
compromiso" (CPJI, Serie A, núm. 4, pág. 7). 

109. "La interpretación no puede rebasar en ningún caso los límites de la 
sentencia tal como han sido trazados de antemano por las conclusiones de las 
partes" (CU, Recueil, 1950, pág. 403). 

110. CPJI, Serie A, núm. 13, págs. 15 y 16. 
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13. CONCLUSIONES 

La revisión de sentencias firmes ante el Tribunal Internacional 
de Justicia es el medio que resuelve y armoniza el conflicto entre el 
principio de seguridad jurídica y la justicia, pues mientras el pri­
mero implica que una sentencia sea irrevocable, la segunda puede 
convenir que en cualquier momento pueda someterse al cono­
cimiento del Tribunal una sentencia que pasa en autoridad de cosa 
juzgada. Cuando una sentencia ha sido dictada por el Tribunal de 
La Haya con todos los requisitos necesarios para su validez, pero 
sin contemplar un hecho que, quizás de haber sido conocido, 
hubiera conllevado una sentencia con un contenido diferente al de 
la dictada, la revisión posibilita la realización del valor justicia, sin 
detrimento alguno del principio de seguridad jurídica. Por tanto, el 
fundamento mediato de la revisión ante el Tribunal Internacional 
de Justicia es la realización del valor justicia. 

El mantenimiento de la paz y seguridad internacionales es el 
fundamento inmediato y propio de la revisión ante el Tribunal de 
La Haya, ya que, una vez concluido el iudicium rescindens, 
permite la posibilidad de instar un nuevo proceso para solventar 
una cuestión que, de no resolverse, bien pudiera dar lugar a un 
conflicto internacional. En tanto que proceso, la revisión participa 
de la función social o pacificadora de todo proceso internacional, 
pues el Tribunal Internacional de Justicia es el órgano judicial de 
las Naciones Unidas y, en consecuencia, a tenor del artículo 1.1. 
de la Carta, debe tener como objetivo mantener la paz y seguridad 
internacionales a través del arreglo judicial, en conformidad con 
los principios de la justicia y del Derecho internacional, de contro­
versias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a 
quebrantamientos de la paz. 

La revisión se presenta como un medio autónomo de impug­
nación, previsto por el Estatuto del Tribunal Internacional de 
Justicia, frente a una sentencia con autoridad de cosa juzgada dic­
tada en un proceso anterior por el citado órgano jurisdiccional y se 
configura expresamente en el artículo 61.3 y 4 del citado Estatuto 
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como un proceso nuevo, autónomo e independiente del proceso en 
que se dictó la sentencia firme que se pretende revisar y, por tanto, 
con un objeto nuevo, diferente del objeto del proceso primitivo, 
que trae consigo la necesidad de ejercitar una acción nueva, cuyo 
interés se encuentra fundamentado en una base fáctica nueva y 
distinta de la que fue tratada en el proceso primitivo. La acción 
ejercitada es de naturaleza constitutiva, pues tiene por finalidad 
eliminar los efectos nacidos del proceso cuya sentencia es objeto 
de impugnación. La acción tiene por objetivo rescindir el estado 
jurídico creado por la sentencia firme. 

El ámbito de aplicación de la revisión vendrá circunscrito 
única y exclusivamente a las sentencias firmes dictadas por el 
Tribunal sobre el fondo del asunto, en tanto que son la únicas que 
gozan de autoridad de cosa juzgada material. Así, quedan exclui­
das del ámbito de la revisión las opiniones consultivas, providen­
cias, sentencias absolutorias de la instancia y sentencias que ponen 
término al proceso como resultado de una excepción procesal. 

Sujetos activos de la revisión pueden ser todas las partes del 
proceso cuya sentencia firme es objeto de revisión, independiente­
mente de su calidad como parte actora o demandada. Los terceros 
intervinientes en dicho proceso, en tanto que no tienen la cualidad 
de parte, no podrán instar la revisión sobre la sentencia recaído en 
el mismo. En definitiva, cabe afirmar que el proceso de revisión 
solamente podrá ser incoado a instancia de parte y, en ningún 
caso, ex officio por el Tribunal Internacional de Justicia. 

En el proceso de revisión no existe una parte demandada, 
pues la demanda de revisión no se dirige frente a la otra parte del 
proceso anterior, sino contra la sentencia firme que se pretende 
revisar. La consecuencia inmediata es que la otra parte que no ha 
instado la revisión no tiene la carga de comparecer, sino que tiene 
el derecho a presentar por escrito sus observaciones sobre la 
admisibilidad de la solicitud de revisisón y, por tanto, la no com­
parecencia no implica que deba ser declarada en rebeldía. 

El Tribunal de Justicia conocerá de los procesos de revisión 
en virtud de la competencia funcional que le viene atribuida por el 
artículo 100.1 de su propio Reglamento, siendo innecesarias las 
normas de competencia objetiva previstas en el Estatuto en orden a 
la incoación del referido proceso. 

El motivo que permite la revisión de una sentencia firma es "el 
descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser factor 
decisivo" y que, al pronunciarse la sentencia, fuera desconocido 
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del Tribunal y de la parte que solicita la revisión, siempre que su 
desconocimiento no se deba a negligencia. Por tanto, en orden a la 
revisión, solamente podrán ser invocados hechos fácticos quedan­
do exclusidos los títulos o fundamentos jurídicos. 

El hecho invocado como motivo de revisión deberá ser deci­
sivo, novedoso y ajeno al proceso cuya sentencia firme quiere ser 
revisada. Además, el hecho debe ser descubierto con posterioridad 
a la sentencia y su desconocimiento anterior no debe ser como 
consecuencia de la negligencia de la parte que lo invoca. 

Los efectos de la revisión se limitan única y exclusivamente a 
la rescisión de la sentencia firme objeto de revisión, quedando 
imprejuzgada la acción que se ejercitó en el proceso en que recayó, 
pudiendo las partes usar o no sus derechos, según les convenga, 
en un nuevo proceso posterior que integrará la denominada fase 
rescisoria. En todo caso, la fase rescisoria (iudicium resciso­
rium) es ajena al proceso de revisión y se presenta como contin­
gente, no necesaria. 

En el supuesto de que el Tribunal, al dictar una sentencia re­
solviendo un proceso de revisión, entre a conocer sobre el fondo 
del asunto cuya sentencia firme se revisa, estará incurriendo en 
una incongruencia extra petitum, pues resuelve una cuestión 
distinta de la que ha planteado la parte y concede o deniega lo que 
no le ha pedido. En otras palabras, no existirá una correlación 
entre la petición suscitada por la parte y el fallo contenido en la 
sentencia dictada por el Tribunal. La sentencia no será congruente 
y estará viciada en tanto que quiebra el principio de sententia 
debet esse conformi ¡¡bello. 

La posible exigencia por parte del Tribunal de que, antes de 
iniciar el proceso de revisión, se cumpla lo dispuesto por la 
sentencia firme que se quiere revisar es del todo incoherente con la 
técnica procesal, ya que tal exigencia puede ocasionar perjuicios 
irreparables a la parte demandante en revisión. La revisión, por su 
naturaleza, debe propiciar la suspensión del cumplimiento de la 
sentencia firma y no posibilitar la exigencia de su ejecución. 

El proceso de revisión, dada su naturaleza, ha de ser regulado 
como un proceso autónomo, en relación al procedimiento conten­
cioso, perdiendo todo rigor formal, pero manteniendo una técnica 
procesal coherente con la propia figura que regula. En este sen­
tido, la tramitación procedimental dispuesta en el Estatuto y Regla­
mento responde a la primera parte de la idea: no se prevé un proce­
dimiento que responda a la rigurosidad formal; empero, tal regula-
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ción ha sido elaborada con imprecisones procesales tales que, a la 
hora de ser aplicada en la realidad del foro, pueden provocar la 
desnaturalización de la revisión. 


